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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.)

P.L. 4-VII

PRESIDENCIA

El Pleno de las Cortes de Castilla y León, en Sesión
celebrada el 11 de septiembre de 2008, aprobó el Proyec-
to de Ley de Subvenciones de la Comunidad de Castilla
y León, P.L. 4-VII.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 11 de
septiembre de 2008.

LA SECRETARIA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: María Mercedes Coloma Pesquera

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

APROBACIÓN POR EL PLENO

PROYECTO DE LEY DE SUBVENCIONES DE LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La gestión de subvenciones constituye una parte
importante de la actividad del sector público que es pre-
ciso considerar desde una doble perspectiva: como
modalidad del gasto público y como forma de interven-
ción administrativa dirigida a fomentar determinados
comportamientos.

Como modalidad del gasto público, las subvenciones
deben ajustarse necesariamente a la legislación presu-
puestaria. El gasto está sometido al régimen presupuesta-
rio y ha de estar previsto en forma de crédito en los pre-
supuestos de cada Administración. La política presu-
puestaria actual está orientada por los criterios de
estabilidad y crecimiento económico pactados por los pa-
íses de la Unión Europea, que, además, en España han
encontrado expresión normativa en las leyes de estabili-
dad presupuestaria. Como todo gasto público, el gasto
correspondiente a las subvenciones ha de estar sometido
a la transparencia en la elaboración, ejecución y control
del presupuesto, así como en la asignación y gestión de
los recursos presupuestarios en un horizonte plurianual
orientado por los principios de eficacia, eficiencia y cali-
dad de las finanzas públicas.

Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones
son una técnica de fomento de determinados comporta-
mientos en los diferentes campos en que los poderes pú-
blicos han de ejercer sus competencias. A través de su
concesión, las Administraciones Públicas fomentan la
consecución de actividades de utilidad pública o interés
social o de promoción de una finalidad pública. Esta vin-
culación de la concesión al cumplimiento de un determi-
nado objetivo, a la ejecución de un proyecto, a la realiza-
ción de una actividad, a la adopción de un comporta-
miento singular o a la concurrencia de una situación
justifica la propia actividad administrativa de fomento,
así como su naturaleza condicional so pena de reintegro.

En su configuración legal es preciso conjugar esa
doble perspectiva. Así resulta de las previsiones de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvencio-
nes, y de su desarrollo reglamentario, que han establecido
un régimen común para todas las Administraciones Públi-
cas mediante un conjunto de normas básicas. De esta for-
ma, las subvenciones comprendidas en su ámbito de apli-
cación se regirán, en primer lugar, por estas normas bási-
cas y, en segundo lugar, por la propia normativa que cada
Comunidad y Administración establezca.

II. Las normas básicas que contienen la Ley General
de Subvenciones y su reglamento afectan a los principa-
les aspectos de las subvenciones y condicionan y limitan
de modo importante la legislación de la Comunidad en la
materia. Como afirma el Tribunal Constitucional, las
normas básicas constituyen un común denominador nor-
mativo a partir del cual cada Comunidad puede legislar
sin variarlo o contradecirlo.

Dentro de ese común denominador normativo, pue-
den señalarse como más importantes las siguientes dis-
posiciones:

- El establecimiento de un concepto de subvención,
que es una de las principales novedades de las normas
básicas.

- La exigencia de concretar en un plan estratégico,
antes de establecer subvenciones, los objetivos y efectos
que se pretenden con su aplicación, el plazo necesario
para su consecución, los costes previsibles y sus fuentes
de financiación. Este plan se supedita al cumplimiento de
los objetivos de estabilidad presupuestaria.

- El establecimiento de unos requisitos previos para
conceder cada subvención: la aprobación de las normas
que establezcan las bases reguladoras, la existencia de
crédito adecuado y suficiente para atender las obligacio-
nes de contenido económico que deriven de la concesión
de la subvención, la aprobación del gasto por el órgano
competente…

- La definición de los beneficiarios y las entidades
colaboradoras, así como una regulación detallada de sus
obligaciones.
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- La determinación de algunos de los extremos que
ha de concretar la norma reguladora de las bases de con-
cesión de las subvenciones.

- Una regulación exhaustiva de la publicidad de las
subvenciones concedidas.

- Unas normas generales sobre los procedimientos de
concesión.

- Una regulación detallada del procedimiento de ges-
tión y justificación de las subvenciones.

- La determinación de causas de nulidad de la resolu-
ción de concesión y de causas de reintegro.

- Normas sobre infracciones y sanciones.

Estas y las restantes normas básicas delimitan el régi-
men jurídico de las subvenciones que puede ser comple-
mentado por las Comunidades Autónomas.

III. Hasta ahora, la regulación general de la Comuni-
dad de Castilla y León sobre las subvenciones era la es-
tablecida por los artículos 122, 122 bis y 131 de la Ley
7/1986, de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comu-
nidad de Castilla y León. La importancia que han adqui-
rido las subvenciones ha producido una diversificación
de supuestos cuya complejidad ha desbordado la regula-
ción de esos artículos que, además, han acabado por re-
sultar desfasados, como consecuencia de las previsiones
de las normas básicas. Esto hace necesaria una nueva re-
gulación que esté a la altura de las circunstancias y que
tenga por objeto complementar y desarrollar la normati-
va básica estatal, así como regular aquellos aspectos que
dichas normas básicas no regulen.

El texto de la ley está organizado en cinco títulos,
siete disposiciones adicionales, tres transitorias, una de-
rogatoria y ocho finales.

El título I define como objeto de la ley la regulación
de las subvenciones establecidas y otorgadas por entida-
des del sector público autonómico en aquellos aspectos
no previstos en la legislación básica estatal. Es decir,
aquellas subvenciones cuya existencia es decidida por la
Comunidad o por entidades del sector público autonómi-
co, y aquellas otras que, aunque no sean creadas por la
Comunidad, sean otorgadas por entidades del sector pú-
blico y existan competencias para incidir en su regula-
ción. Delimita a continuación la posibilidad de que estas
entidades concedan subvenciones, y establece una serie
de normas comunes a todas las subvenciones del sector
público autonómico relativas a los planes estratégicos,
los convenios de colaboración con entidades colabora-
doras, el contenido mínimo de las bases reguladoras y la
competencia para su aprobación, la competencia y los
plazos para resolver los procedimientos de concesión y
el contenido de las resoluciones.

El título II se refiere a los procedimientos para la
concesión de subvenciones. Regula el procedimiento de
concesión en régimen de concurrencia competitiva, que
constituye el procedimiento ordinario de concesión; in-
cluye unas reglas sobre las subvenciones previstas nomi-

nativamente en los presupuestos de la Comunidad; esta-
blece normas supletorias de procedimiento para las sub-
venciones establecidas por ley y regula la concesión di-
recta de subvenciones en que se acrediten razones de in-
terés público, social, económico o humanitario, u otras
debidamente justificadas que dificulten su convocatoria
pública.

El título III se refiere a los procedimientos de gestión.
Por una parte, prevé normas específicas de gestión presu-
puestaria y, por otra, establece normas sobre la justifica-
ción de los proyectos o actividades subvencionados y so-
bre la comprobación de su adecuada realización.

El título IV regula los procedimientos que tienen por
objeto determinar los incumplimientos del beneficiario y
de las entidades colaboradoras y sus consecuencias, entre
ellas, el reintegro.

El título V se refiere al régimen sancionador. Se re-
mite a las infracciones y sanciones establecidas por el
Estado y prevé reglas de competencia para el ejercicio de
la potestad sancionadora.

Las disposiciones adicionales recogen una serie de
previsiones que no pueden incluirse en el texto articula-
do, pero que es necesario establecer al mismo tiempo.

La disposición adicional primera se refiere a las ayu-
das en especie, de modo similar a lo establecido en la
Ley General de Subvenciones.

La disposición adicional segunda recoge el contenido
del apartado 2 del artículo 122 bis de la Ley de la Ha-
cienda de la Comunidad relativo a aquellas subvenciones
nominativas que la Administración del Estado libra a la
Comunidad para que ésta las entregue a los beneficiarios.

La disposición adicional tercera incorpora con un
planteamiento renovado la regulación de los contratos
programa hasta ahora prevista en el artículo 131 de la
Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la Hacienda de la
Comunidad, al entender que encaja mejor en este contex-
to que en el de la regulación del régimen presupuestario
de los entes públicos de derecho privado y de las empre-
sas públicas como hasta ahora.

La disposición adicional cuarta se refiere a la Coope-
ración Económica Local General e incorpora la regula-
ción de la cooperación económica de la Comunidad con
las entidades locales de su territorio, que se ha venido re-
cogiendo en las sucesivas leyes de presupuestos genera-
les de la Comunidad.

La disposición adicional quinta establece unas reglas
generales de las entregas dinerarias sin contraprestación
que realicen las empresas públicas y las fundaciones pú-
blicas de la Comunidad.

La disposición adicional sexta introduce unas reglas
para la justificación de subvenciones concedidas por la
Administración de la Comunidad a entidades locales y a
los organismos autónomos y entidades públicas depen-
dientes de ellas.
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La disposición adicional séptima prevé unas reglas so-
bre subvenciones entre entidades del sector público que es-
tán excluidas del ámbito de aplicación de la Ley 38/2003.

La disposición transitoria primera se refiere a la apli-
cación supletoria de normas reglamentarias del Estado;
la transitoria segunda regula el régimen transitorio de los
procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en
vigor de esta ley y la transitoria tercera se refiere a la
aplicación de normas sobre el control interno.

La disposición derogatoria, además de prever la cláu-
sula genérica de derogación, deroga expresamente una
serie de normas por resultar incompatibles con las previ-
siones de la ley.

En aquellos aspectos procedimentales no regulados
por la normativa estatal o europea, la disposición final
primera prevé la aplicación supletoria de la ley a la tra-
mitación de subvenciones estatales y europeas que ges-
tionen entidades del sector público autonómico.

La disposición final segunda da nueva redacción al
artículo 29 de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de
Medidas Financieras, para matizar un aspecto de la auto-
rización del gasto en el caso de subvenciones reguladas
por iniciativas comunitarias.

La disposición final tercera modifica el apartado 1
del artículo 48 de la citada Ley 13/2005 para ajustarlo a
las previsiones de esta ley, y la disposición final cuarta
introduce cambios en el artículo 49 y en el 56 de esa
misma ley para precisar sus contenidos.

La disposición final quinta modifica el artículo 44 de
la Ley 1/1993, de 6 de abril, de Ordenación del Sistema
Sanitario, para incluir una referencia a la competencia
para conceder subvenciones.

La disposición final sexta modifica la letra b) del artí-
culo 9.1 de la Ley 21/1994, de 15 de diciembre, de crea-
ción de la Agencia de Inversiones y Servicios, para ajus-
tarla a las previsiones de esta ley.

La disposición final séptima se refiere al desarrollo
reglamentario y la octava dispone la entrada en vigor de
la ley.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.- Objeto de la ley.

El objeto de la presente ley es la regulación de las
subvenciones que pueden establecer u otorgar entidades
del sector público autonómico en el marco de la legisla-
ción básica estatal.

Artículo 2.- Entidades del sector público autonómico que
pueden establecer y conceder subvenciones.

Podrán establecer y conceder subvenciones de acuerdo
con lo establecido en esta ley las entidades del sector públi-
co autonómico definidas en el artículo 2 de la Ley 2/2006,
de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la
Comunidad que se indican a continuación:

a) La Administración General de la Comunidad de
Castilla y León.

b) Los organismos autónomos.

c) Los entes públicos de derecho privado, cuando así
esté previsto en la ley de su creación.

d) Las universidades públicas de la Comunidad de
Castilla y León.

e) Aquellas otras entidades de derecho público con
personalidad jurídica propia cuyo presupuesto forme par-
te de los presupuestos generales de la Comunidad de
Castilla y León, cuando así esté previsto en la ley de su
creación.

f) Los consorcios, en el caso de que los convenios
que formalicen su creación prevean la concesión de sub-
venciones.

Artículo 3.- Régimen jurídico.

El régimen jurídico de las subvenciones a que esta
ley se refiere es el establecido por la normativa básica
estatal, por esta ley y sus disposiciones de desarrollo, por
la Ley de la Hacienda y del Sector Público de la Comu-
nidad de Castilla y León, por las restantes normas del de-
recho administrativo, y, en su defecto, por las normas de
derecho privado.

Capítulo II

Normas comunes a las subvenciones del sector público
autonómico

Artículo 4.- Planes estratégicos de subvenciones.

1. En el ámbito de la Administración de la Comuni-
dad cada Consejería y cada entidad institucional elabo-
rará un plan estratégico de subvenciones, con el conteni-
do previsto en las normas básicas. No obstante, por ra-
zones justificadas, podrán elaborarse planes estratégicos
especiales de ámbito inferior a la Consejería o entidad
institucional, o planes estratégicos conjuntos que afecten
a varias consejerías u organismos adscritos o vinculados
a éstas.

2. Los planes estratégicos de la Administración de la
Comunidad serán aprobados por el titular de la Conseje-
ría correspondiente previo informe favorable de la Con-
sejería competente en materia de hacienda. No obstante,
los planes estratégicos conjuntos serán aprobados por la
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Junta de Castilla y León, previo informe de la Consejería
competente en materia de hacienda.

Los planes estratégicos de las universidades públicas
de la Comunidad de Castilla y León y del resto de enti-
dades a que es de aplicación esta ley serán aprobados por
sus órganos competentes, de acuerdo con lo que esta-
blezcan sus normas específicas.

3. En el primer trimestre de cada año, las consejerías
y las entidades gestoras de las subvenciones evaluarán
las líneas de subvenciones ejecutadas, con el fin de anali-
zar si se han cumplido los objetivos y efectos previstos
en el plan estratégico y determinar la procedencia del
mantenimiento o supresión de dichas líneas.

Artículo 5.- Convenios de colaboración con entidades
colaboradoras.

1. Las condiciones y obligaciones que las entidades
colaboradoras asuman se regularán en un convenio de
colaboración suscrito por ellas y el órgano administrativo
concedente.

2. El convenio de colaboración deberá contener, ade-
más de los extremos establecidos por las normas básicas,
como mínimo, los siguientes puntos:

a) La mención de las partes que celebran el convenio
y la capacidad jurídica con la que actúa cada una de las
partes.

b) Las causas de extinción distintas a la terminación
de su plazo de vigencia, así como la forma de finalizar
las actuaciones en curso en caso de extinción.

c) Las medidas de garantía necesarias a favor del ór-
gano administrativo concedente, así como los medios de
constitución y el procedimiento de cancelación de dichas
medidas.

d) Los requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la
entidad colaboradora en las distintas fases del procedi-
miento de gestión de subvenciones.

e) En el caso de colaboración en la distribución de los
fondos públicos, la determinación del período de entrega
de los fondos a la entidad colaboradora y de las condi-
ciones de depósito de los fondos recibidos hasta su pos-
terior entrega a los beneficiarios, así como de las condi-
ciones de entrega de las subvenciones concedidas por el
órgano administrativo concedente a dichos beneficiarios.

f) La forma de justificación por parte de los benefi-
ciarios del cumplimiento de las condiciones para el otor-
gamiento de las subvenciones y requisitos para su verifi-
cación.

g) El plazo y la forma de presentación de la justifica-
ción de las subvenciones aportada por los beneficiarios
y, en caso de colaboración en la distribución de los fon-
dos, la acreditación por parte de la entidad colaboradora
de la entrega de éstos a los beneficiarios.

h) Los libros y registros contables específicos que
debe llevar la entidad colaboradora para facilitar la ade-
cuada justificación de la subvención y la comprobación
del cumplimiento de las condiciones establecidas.

i) La obligación de reintegro de los fondos en el su-
puesto de incumplimiento de los requisitos y obligacio-
nes establecidos para la concesión de la subvención y, en
todo caso, en los supuestos regulados en las normas bási-
cas y en esta ley.

Artículo 6.- Bases reguladoras de la concesión de sub-
venciones.

1. Las bases reguladoras son disposiciones generales
que desarrollan el régimen jurídico de cada subvención.

2. La norma reguladora de las bases de concesión de
las subvenciones concretará, además de los establecidos
en las normas básicas, como mínimo los siguientes extre-
mos:

a) Las condiciones de solvencia y eficacia que han de
reunir las personas jurídicas a las que se refiere el aparta-
do 2 del artículo 12 de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, General de Subvenciones.

b) La cuantía individualizada de la subvención o los
criterios para su determinación.

c) La composición de la comisión de valoración a
que se refiere el artículo 21 de esta ley, en su caso.

d) La determinación, en su caso, de los libros y regis-
tros contables específicos para garantizar la adecuada
justificación de la subvención.

e) El plazo y la forma de justificación por parte del
beneficiario o de la entidad colaboradora, en su caso, del
cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la
subvención y de la aplicación de los fondos recibidos.

f) Las medidas de garantía que, en su caso, se consi-
dere preciso constituir a favor del órgano concedente,
medios de constitución y procedimientos de cancelación.

g) La posibilidad de efectuar pagos anticipados y
abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que,
en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

h) Las circunstancias que, como consecuencia de la
alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la
concesión de la subvención, podrán dar lugar a la modi-
ficación de la resolución.

i) La compatibilidad o incompatibilidad con otras
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma
finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Eu-
ropea o de organismos internacionales.

j) Los criterios para graduar los posibles incumpli-
mientos de condiciones impuestas con motivo de la con-
cesión de las subvenciones. Estos criterios resultarán de
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aplicación para determinar la cantidad que finalmente
haya de percibir el beneficiario o, en su caso, el importe
a reintegrar, y deberán responder al principio de propor-
cionalidad.

3. Las bases reguladoras se aprobarán, previo infor-
me de los servicios jurídicos, y se publicarán en el Bole-
tín Oficial de Castilla y León. Igualmente, serán objeto
de publicidad en la página Web de la Consejería u orga-
nismo correspondiente.

4. No será necesario el establecimiento de las bases
reguladoras cuando las normas sectoriales específicas de
cada subvención incluyan el contenido previsto en apar-
tado 2 de este artículo.

Artículo 7.- Competencia para la aprobación de las ba-
ses reguladoras.

1. Cuando las subvenciones hayan de ser otorgadas
por la Administración General de la Comunidad, los or-
ganismos autónomos y entes públicos de derecho priva-
do integrantes de su Administración Institucional, las ba-
ses reguladoras se aprobarán mediante orden del titular
de la consejería correspondiente.

2. En el caso de subvenciones que hayan de conce-
derse con cargo a créditos de varias secciones presupues-
tarias, las bases reguladoras se aprobarán de acuerdo con
lo establecido por el artículo 71 de la Ley 3/2001, de 3
de julio, del Gobierno y de la Administración de la Co-
munidad, respecto de las órdenes que afecten a las com-
petencias de varias consejerías.

3. En las universidades públicas de la Comunidad y
en las restantes entidades del sector público autonómico
a las que se refiere el artículo 2 de esta ley, las bases re-
guladoras de las subvenciones serán aprobadas por los
órganos que determinen sus normas específicas.

Cuando estas entidades carezcan de capacidad nor-
mativa, las bases serán aprobadas por el titular de la
consejería de que dependan o a la que se encuentren
vinculadas.

Artículo 8.- Información sobre la gestión de subvenciones.

1. Los órganos gestores de las subvenciones estable-
cidas y otorgadas por las entidades del sector público au-
tonómico de acuerdo con lo establecido en el artículo 2
de esta ley deberán proporcionar a la Intervención Gene-
ral de la Administración de la Comunidad, a efectos me-
ramente estadísticos o informativos, información acerca
de las subvenciones por ellos gestionadas, con el objeto
de formar una base de datos autonómica de subvencio-
nes, en los términos que se establezcan reglamenta-
riamente.

2. Esta base de datos autonómica deberá proporcionar
información, al menos, sobre los siguientes extremos:

a) Las bases reguladoras de las subvenciones.

b) Las convocatorias.

c) La identificación de los beneficiarios.

d) El importe de la subvención concedida.

e) El importe efectivamente pagado a cada uno de los
beneficiarios.

f) Las resoluciones de reintegro.

g) Las sanciones impuestas.

Artículo 9.- Competencia para resolver los procedimien-
tos de concesión de subvenciones.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31 de
esta ley, son órganos competentes para resolver los pro-
cedimientos para la concesión de subvenciones:

a) En la Administración General de la Comunidad, el
titular de la consejería correspondiente.

b) En los organismos autónomos y los entes públicos
de derecho privado, el órgano que determine su propia
normativa o, en su defecto, el que tenga atribuida su re-
presentación legal.

c) En las restantes entidades y órganos a los que re-
sulta de aplicación esta ley, los órganos competentes en
el ámbito propio de cada uno de ellos, de acuerdo con lo
que establezcan sus propias normas.

2. En los procedimientos de concesión en régimen de
concurrencia competitiva, la competencia para resolver
corresponderá a un solo órgano.

3. Las bases reguladoras determinarán el órgano
competente para resolver los procedimientos de conce-
sión de subvenciones con cargo a créditos de varias sec-
ciones presupuestarias.

4. En la Administración General de la Comunidad y
organismos autónomos y entes públicos de derecho pri-
vado adscritos a ella, el órgano competente para resolver
necesitará la autorización de la Junta de Castilla y León
cuando la cuantía de la subvención sea superior a un mi-
llón de euros.

Artículo 10.- Contenido de las resoluciones.

1. Las resoluciones que concedan o denieguen sub-
venciones tendrán el contenido establecido en las normas
básicas reguladoras del procedimiento administrativo co-
mún, en esta ley y, en su caso, en la correspondiente nor-
ma o convocatoria.

2. Las resoluciones se motivarán de conformidad con
lo establecido en las bases reguladoras de la subvención
o en sus normas específicas. En todo caso, deberán que-
dar acreditados en el procedimiento los fundamentos de
la resolución que se dicte.
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3. Cuando la subvención se conceda a una sociedad o
entidad en proceso de constitución, la resolución fijará
un plazo para que se acredite la inscripción de la socie-
dad en el correspondiente registro o la constitución de la
entidad y para que una u otra acepten la concesión.

Artículo 11.- Convenios.

Cuando así esté previsto en las bases reguladoras o en
las normas específicas de las subvenciones, o cuando lo
determine el órgano concedente en las subvenciones no-
minativas y en las concedidas directamente por razones
que dificulten su convocatoria pública, la concesión de
las subvenciones podrá instrumentarse en un convenio en
el que se establezcan las condiciones y compromisos que
sean de aplicación conforme a lo previsto en esta ley.

Artículo 12.- Plazo para resolver.

1. El plazo máximo para resolver las solicitudes y no-
tificar las resoluciones será el que se establezca en las
bases reguladoras u otras normas específicas, sin que
pueda exceder de seis meses, salvo que una ley establez-
ca un plazo mayor o así venga previsto en la normativa
de la Unión Europea. El plazo se computará desde la en-
trada de la solicitud en el registro del órgano competente
para resolver, o desde el día siguiente a la finalización
del plazo para presentarla cuando las subvenciones se
concedan en régimen de concurrencia competitiva.
Transcurrido este plazo sin que se haya dictado y notifi-
cado la resolución, se entenderá desestimada la solicitud
en los términos previstos en las normas reguladoras del
procedimiento administrativo común.

2. En el supuesto de subvenciones tramitadas por
otras Administraciones Públicas cuya resolución corres-
ponda a la Administración General de la Comunidad, sus
organismos autónomos o entes públicos de derecho pri-
vado, el plazo se computará a partir del momento en que
el órgano otorgante disponga de la propuesta o de la do-
cumentación que la norma reguladora de la subvención
determine.

3. Cuando la resolución haya de referirse a una sub-
vención complementaria de otra otorgada con anteriori-
dad, el plazo para resolver comenzará a contarse a partir
de que el órgano gestor tenga conocimiento oficial de
esta resolución o desde que produzca efectos el silencio
administrativo.

Artículo 13.- Incidencias posteriores a la concesión.

Sin perjuicio de lo establecido en normas especiales,
las condiciones establecidas en la resolución de concesión
sólo podrán modificarse cuando las bases reguladoras o
normativa específica de la subvención prevean esta posi-
bilidad y con respecto a aquellos aspectos susceptibles de
modificación previstos expresamente en las mismas.

Estas modificaciones no supondrán un incremento de
la cuantía de la subvención concedida ni alterarán la fi-
nalidad de la misma.

Artículo 14.- Fin de la vía administrativa.

Las resoluciones de los procedimientos de concesión
de subvenciones, de los procedimientos de gestión y jus-
tificación de subvenciones y de los procedimientos para
determinar el incumplimiento, y los actos de trámite que
determinen la imposibilidad de continuar el procedi-
miento o produzcan indefensión ponen fin a la vía admi-
nistrativa.

TÍTULO II

DE LOS PROCEDIMIENTOS PARA LA CONCESIÓN
DE SUBVENCIONES

Capítulo I

Del procedimiento de concesión en régimen de concu-
rrencia competitiva

Artículo 15.- Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subvencio-
nes en régimen de concurrencia competitiva se iniciará
de oficio, mediante convocatoria aprobada por el órgano
competente.

2. Las convocatorias que realicen los órganos de la
Administración General de la Comunidad, los organis-
mos autónomos y los entes públicos de derecho privado
integrantes de la Administración Institucional se publica-
rán en el Boletín Oficial de Castilla y León. Las convo-
catorias que efectúen las restantes entidades a las que se
refiere el artículo 2 de esta ley se publicarán de acuerdo
con lo establecido por sus normas específicas.

Igualmente, las convocatorias serán objeto de publi-
cación de la página Web del organismo convocante.

Artículo 16.- Convocatoria de subvenciones.

1. La convocatoria especificará el procedimiento para
la concesión de las subvenciones, que se ajustará a lo
previsto en las bases reguladoras, lo establecido en esta
ley y en la legislación presupuestaria de la Comunidad, y
tendrá necesariamente el siguiente contenido:

a) La indicación de la disposición que establezca, en
su caso, las bases reguladoras y el Boletín Oficial de
Castilla y León en que estén publicadas, salvo que, en
atención a su especificidad, éstas se incluyan en la propia
convocatoria.

b) La indicación de las aplicaciones presupuestarias a
las que se imputará la subvención y la cuantía total máxi-
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ma de las subvenciones convocadas o, en su defecto,
cuantía global estimada.

c) El objeto de la subvención.

d) Las condiciones y finalidad de la concesión de la
subvención.

e) La mención al régimen de la concesión.

f) Los requisitos exigidos a los solicitantes y la forma
de acreditarlos.

g) Los documentos e informaciones que deben acom-
pañarse a la solicitud.

h) El plazo, el lugar y el medio de presentación de las
solicitudes.

i) La indicación de los órganos competentes para la
instrucción y resolución del procedimiento.

j) El plazo para resolver el procedimiento y notificar
la resolución, así como los efectos del silencio adminis-
trativo.

k) La indicación de que la resolución pone fin a la vía
administrativa, recursos que proceden contra la misma,
órgano ante el que han de presentarse y plazo para su in-
terposición.

l) En su caso, la posibilidad de reformulación de las
solicitudes; de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 24 de esta ley.

m) La posibilidad de modificación y de revisión de
las subvenciones concedidas, en los casos en que expre-
samente se prevean.

n) Los criterios de valoración de las solicitudes.

ñ) El medio de notificación o publicación, de confor-
midad con lo previsto en las normas reguladoras del pro-
cedimiento administrativo común.

o) Cuando sea preceptiva la notificación a la Comi-
sión Europea y la convocatoria se publique sin que se
hubiera producido la resolución de ésta, se indicará ex-
presamente que la concesión de las subvenciones queda
condicionada al cumplimiento de las observaciones for-
muladas por la Comisión Europea.

2. Cuando en convocatorias de carácter plurianual se
prevean actualizaciones del importe de las subvenciones
concedidas en función de índices u otras fórmulas esta-
blecidas en ellas, se asignará una cuantía adicional esti-
mada para garantizar la cobertura presupuestaria de di-
chas actualizaciones.

La aprobación del gasto previa a la convocatoria in-
cluirá el importe correspondiente a dicha estimación.

3. Excepcionalmente, la convocatoria podrá prever
que, durante su vigencia, los créditos asignados en ella
puedan ser incrementados en una cuantía adicional máxi-
ma determinada o determinable objetivamente en los tér-
minos que se establezcan en la propia convocatoria.

Artículo 17.- Competencia para aprobar las convocato-
rias de subvenciones.

1. Salvo que las bases reguladoras de la concesión
dispongan otra cosa, en la Administración General de la
Comunidad y organismos autónomos y entes públicos de
derecho privado adscritos a ella, las convocatorias se
aprobarán por orden del titular de la consejería corres-
pondiente.

2. Con la misma salvedad del apartado anterior, en el
caso de subvenciones que hayan de concederse con car-
go a créditos de varias secciones presupuestarias, las
convocatorias se aprobarán de acuerdo con lo establecido
por el artículo 71 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Go-
bierno y de la Administración de la Comunidad, respecto
de las órdenes que afecten a las competencias de varias
consejerías.

3. En las universidades públicas de la Comunidad y
en las restantes entidades del sector público autonómico
mencionadas en el artículo 2 de esta ley, las convocato-
rias serán aprobadas por los órganos que determinen sus
normas específicas.

Artículo 18.- Solicitudes.

1. Las solicitudes se presentarán en los modelos nor-
malizados que, a tal efecto, se aprueben e irán acompa-
ñadas de los documentos e informaciones determinados
en la convocatoria o en las normas específicas.

2.Cuando los documentos que deban acompañar a la
solicitud ya estuvieran en poder de cualquier órgano de
la entidad actuante, el solicitante podrá acogerse a lo es-
tablecido en la letra f) del artículo 35 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común, siempre que se haga constar la fecha y el ór-
gano o dependencia en que fueron presentados o, en su
caso, emitidos, y no hayan transcurrido más de cinco
años desde la finalización del procedimiento al que co-
rrespondan los documentos.

Si resultara materialmente imposible obtener el do-
cumento, el órgano instructor deberá requerir al solici-
tante, con anterioridad a la evaluación de las solicitudes,
su presentación, o, en su defecto, la acreditación por
otros medios de los requisitos a los que se refiere el do-
cumento.

3. Las normas reguladoras de las bases de concesión
de la subvención o las convocatorias podrán prever la
sustitución de la presentación de determinados documen-
tos por una declaración responsable del solicitante. En
este caso, con anterioridad a la propuesta de resolución
de concesión, se deberá requerir la presentación, en un
plazo no superior a diez días, de la documentación que
acredite la realidad de los datos contenidos en la citada
declaración.
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Artículo 19.- Subsanación.

Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en
la convocatoria, el órgano instructor requerirá al intere-
sado para que, en el plazo máximo e improrrogable de
diez días, subsane los defectos o acompañe los docu-
mentos preceptivos, indicándole que, si no lo hiciese, se
le tendrá por desistido de su petición, previa resolución
que deberá ser dictada en los términos previstos en las
normas reguladoras del procedimiento administrativo
común.

Artículo 20.- Selección de los beneficiarios.

1. En el procedimiento de concurrencia competitiva,
las subvenciones se otorgarán, salvo cuando proceda el
prorrateo u otras excepciones establecidas por las normas
básicas, a aquellos solicitantes que, cumpliendo los re-
quisitos exigidos, hayan obtenido un orden preferente,
como resultado de comparar las solicitudes presentadas
aplicando los criterios de valoración previamente fijados
en las bases reguladoras y en la convocatoria, con el lí-
mite de los créditos presupuestarios asignados a la con-
vocatoria.

2. Cuando, por la finalidad de la subvención, hayan
de otorgarse un número determinado de subvenciones, la
convocatoria podrá establecer, siempre que así se prevea
en las bases reguladoras, que, cuando existan solicitantes
que hayan obtenido idéntica puntuación después de apli-
car los criterios de valoración, la selección de los benefi-
ciarios se realice a través de procedimientos de azar. En
estos supuestos, la convocatoria deberá garantizar la
transparencia de dichos procedimientos.

Artículo 21.- Comisión de valoración.

1. La comisión de valoración es el órgano colegiado
al que corresponde evaluar las solicitudes presentadas y
emitir los informes que han de servir de base para la ela-
boración de la propuesta de resolución.

2. La comisión de valoración se regirá por lo previsto
en esta ley y, en su defecto, por lo establecido para los
órganos colegiados en las normas básicas de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común y en la Ley del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León.

Las comisiones de valoración estarán integradas
como mínimo por tres personas.

Artículo 22.- Órgano instructor.

1. Será competente para la instrucción el órgano que
se determine en las bases reguladoras, el cual realizará
de oficio cuantas actuaciones sean necesarias para la de-
terminación, conocimiento y comprobación de los datos

en virtud de los cuales deba formularse la propuesta de
resolución.

2. Corresponde al órgano instructor, previa evalua-
ción de las solicitudes e informe de la comisión de valo-
ración, la redacción de la propuesta de resolución debi-
damente motivada. Dicha propuesta no podrá separarse
del informe de la comisión de valoración.

Artículo 23.- Audiencia de los interesados.

Cuando, de acuerdo con lo establecido en las normas
reguladoras del procedimiento administrativo común, sea
necesario el trámite de audiencia de los interesados, se
formulará una propuesta de resolución provisional que se
notificará a los interesados en la forma que se determine
en la convocatoria y se les concederá un plazo de diez
días para alegar y presentar los documentos y justifica-
ciones que estimen pertinentes.

Artículo 24.- Reformulación de solicitudes.

1. Cuando la subvención tenga por objeto la finan-
ciación de actividades que haya de desarrollar el solici-
tante y el importe de la subvención a conceder sea infe-
rior al que figura en la solicitud, se podrá instar al bene-
ficiario a la reformulación de su solicitud para ajustar los
compromisos y condiciones a la subvención otorgable,
siempre con anterioridad a la propuesta de resolución y
cuando se haya previsto en las bases reguladoras y en la
convocatoria.

Cuando la reformulación solicitada obtenga la con-
formidad de la comisión de valoración, se formulará la
propuesta de resolución.

2. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes
deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la
subvención, así como los criterios de valoración.

Artículo 25.- Propuesta de resolución.

1. Examinadas las alegaciones, documentos y justifi-
caciones presentadas por los interesados, y terminada ne-
cesariamente la instrucción, el órgano instructor formula-
rá, previo informe vinculante de la comisión de valora-
ción, la propuesta de resolución que deberá expresar el
solicitante o la relación de solicitantes para los que se
propone la concesión de la subvención y su cuantía, or-
denados en función de la valoración obtenida, especifi-
cando su evaluación y los criterios de valoración segui-
dos para efectuarla. Igualmente, expresará la relación de
solicitantes para los que se propone la denegación de la
subvención, debidamente motivada.

En los supuestos a los que se refiere el artículo 16.2,
una vez fijado el orden de prelación de las solicitudes
presentadas, podrán realizarse propuestas de resolución
parciales por el crédito disponible en ese momento. La
relación de solicitantes para los que se propone la dene-
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gación de la subvención se incluirá únicamente en la últi-
ma propuesta de resolución, una vez determinado el cré-
dito definitivo.

2. El expediente de concesión de subvenciones con-
tendrá un informe del órgano instructor en el que conste
que de la información que obra en su poder se desprende
que los beneficiarios propuestos cumplen todos los re-
quisitos necesarios para acceder a las mismas.

3. Las propuestas de resolución no crean derecho al-
guno a favor del beneficiario propuesto frente a la Admi-
nistración o entidad que tramita las solicitudes de sub-
vención.

Artículo 26.- Aceptación por el beneficiario.

1. La propuesta de resolución a que se refiere el artí-
culo anterior, cuando así esté previsto en las bases regu-
ladoras, se notificará a los que hayan sido propuestos
como beneficiarios, para que, en el plazo de treinta días,
o en el que fijen dichas bases, comuniquen su acepta-
ción. En el caso de no aceptar expresamente la subven-
ción en el plazo indicado se entenderá que el beneficiario
propuesto desiste de la solicitud.

2. Cuando haya beneficiarios propuestos que no
acepten la subvención y existan solicitantes a los que se
les haya deneado exclusivamente por agotamiento del
crédito presupuestario, la propuesta sustituirá a aquellos
por estos en función de la mayor valoración obtenida en
la evaluación de las solicitudes, con el límite de los cré-
ditos presupuestarios asignados a la convocatoria.

Artículo 27.- Resolución.

1. Formulada la propuesta de resolución y, en su
caso, evacuado el trámite de aceptación, el órgano com-
petente para la concesión de subvenciones resolverá el
procedimiento.

2. La resolución, además de contener el solicitante o
relación de solicitantes a los que se concede la subven-
ción, hará constar, si hubiere lugar, de manera expresa, la
desestimación del resto de solicitudes, salvo aquellas que
se deriven de las resoluciones surgidas de las propuestas
parciales recogidas en el párrafo segundo del apartado 1
del artículo 25.

3. Será objeto de publicidad a través de la página
Web de la Consejería u organismo correspondiente, por
tiempo no inferior a un mes desde la publicación en el
Boletín Oficial de Castilla y León.

Artículo 28.- Resolución de los recursos administrativos.

La concesión de subvenciones a que dé lugar la reso-
lución de recursos administrativos se realizará de acuer-
do con los principios de concurrencia, objetividad, igual-
dad y no discriminación, aplicables a la convocatoria.

Cuando, como consecuencia del recurso, hayan de tener-
se en cuenta hechos o circunstancias distintos a los con-
siderados al formular la propuesta de la resolución im-
pugnada, el informe del órgano competente para la eva-
luación de las solicitudes será preceptivo y vinculante.

Capítulo II

De la concesión de subvenciones de forma directa

Sección 1ª

De las subvenciones previstas nominativamente en los
presupuestos

Artículo 29.- Subvenciones nominativas.

1. Las subvenciones previstas nominativamente en el
estado de gastos de los presupuestos generales de la Co-
munidad de Castilla y León serán concedidas por el ór-
gano competente de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 9 de esta ley, sin que sea necesaria la autorización
en razón de la cuantía a que se refiere el apartado 4 del
mismo artículo.

2. Las resoluciones de concesión establecerán las
condiciones y compromisos aplicables conforme a lo
previsto en esta ley.

3. Para que la concesión de la subvención sea efecti-
va, deberá producirse la aceptación del beneficiario en el
plazo de treinta días desde la notificación de la resolu-
ción de concesión, transcurrido el cual se entenderá que
renuncia a la subvención.

Sección 2ª

De la concesión de subvenciones establecidas por ley

Artículo 30.- Subvenciones establecidas por ley.

1. Las subvenciones cuyo otorgamiento o cuantía
venga impuesto por una ley seguirán el procedimiento de
concesión que se determine en la misma y en las demás
de específica aplicación.

2. Si no se hubiera establecido expresamente el pro-
cedimiento, este se ajustará a las siguientes reglas:

a) La selección de los beneficiarios se realizará por el
orden de la presentación de las solicitudes, desde que el
expediente esté completo. Se entenderá que un expedien-
te está completo cuando contenga toda la documentación
e informaciones previstas en las normas que regulen la
convocatoria.

b) En aquellas convocatorias en que la cuantía indivi-
dualizada de la subvención esté determinada en las bases
reguladoras, la propuesta de resolución podrá realizarse
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por el órgano instructor sin necesidad de valoración por
otros órganos.

3. En lo no establecido en los apartados anteriores o
en las leyes específicas será de aplicación lo previsto en
el capítulo I de este título.

Sección 3ª

De la concesión directa de subvenciones por razones que
dificulten su convocatoria pública

Artículo 31.- Subvenciones concedidas directamente por
la Administración de la Comunidad por razones que difi-
culten su convocatoria pública.

1. Los Consejeros, en el ámbito de la Consejería co-
rrespondiente, y los órganos superiores de gobierno de
las entidades que integran la Administración Institucio-
nal, en el ámbito propio de cada entidad, podrán conce-
der excepcionalmente, previa autorización de la Junta de
Castilla y León, las subvenciones a que se refiere la letra
c) del apartado 2 del artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17
de noviembre, General de Subvenciones.

2. La autorización a que se refiere el apartado ante-
rior deberá ajustarse a las previsiones contenidas en esta
ley, salvo en lo que afecte a los principios de publicidad
y concurrencia, y contendrá, al igual que la resolución de
concesión, como mínimo los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la subvención, con indica-
ción del carácter singular de la misma y las razones que
acreditan el interés público, social, económico, humani-
tario o de otra índole debidamente justificadas que difi-
culten su convocatoria pública.

b) Beneficiario.

c) Aplicación presupuestaria y cuantía de la subven-
ción para el ejercicio corriente y para aquellos posterio-
res a los que se imputará la subvención.

d) Forma y plazo de justificación de la subvención.

e) En su caso, posibilidad de solicitar anticipos y las
garantías exigibles.

3. La autorización de la Junta de Castilla y León para
conceder la subvención llevará implícita la autorización
a que se refiere el artículo 113 de la Ley de la Hacienda
y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León,
previos los informes previstos en dicho artículo.

4. Para que la concesión de la subvención sea efecti-
va, deberá producirse la aceptación del beneficiario en el
plazo de treinta días desde que se notifique la resolución,
transcurrido el cual se entenderá que renuncia a la sub-
vención.

5. La concesión de las subvenciones reguladas en este
artículo se comunicará a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 32.- Subvenciones concedidas directamente por
otros entes del sector público autonómico.

1. En las universidades públicas y las restantes enti-
dades del sector público autonómico a que se refiere el
artículo 2 de esta ley que tengan presupuesto limitativo,
las subvenciones a que se refiere la letra c) del apartado
2 del artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones, serán concedidas por el órga-
no que determinen sus normas específicas.

2. La resolución habrá de ser motivada y justificar el
interés público, social, económico, humanitario o las de-
más razones que dificulten la convocatoria pública.

3. Para que la concesión de la subvención sea efecti-
va, deberá producirse la aceptación del beneficiario en
el plazo de treinta días desde que se notifique la resolu-
ción. Transcurrido este plazo, se entenderá que renuncia
a la misma.

TÍTULO III

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN DE LAS
SUBVENCIONES

Capítulo I

Del procedimiento de gestión presupuestaria

Artículo 33.- Aprobación y compromiso del gasto.

1. Con carácter previo a la convocatoria de la subven-
ción o a la concesión en los casos en que no exista con-
vocatoria, deberá efectuarse la aprobación del gasto en
los términos previstos en la Ley de la Hacienda y del
Sector Público de la Comunidad de Castilla y León o en
las normas presupuestarias de las restantes entidades a
que es de aplicación esta ley.

2. La resolución de concesión de la subvención con-
llevará el compromiso del gasto correspondiente.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anterio-
res, dentro de los límites que para cada ejercicio y en
cada caso acuerde la Junta de Castilla y León a propuesta
de la consejería competente en materia de hacienda, el
gasto podrá autorizarse en el momento de la concesión y
el compromiso de gasto podrá efectuarse, en los términos
que determine dicha consejería, cuando se tramite el an-
ticipo o la primera liquidación de las subvenciones a que
se refieren los artículos 35.1 a), c) y d), 36, 37 y 39 de la
Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Financie-
ras, y de las subvenciones derivadas del Plan Cuatrienal
de Vivienda y Suelo del Estado. Estas autorizaciones y
compromisos no computarán a efectos de los límites a
que se refiere el artículo 111 de la Ley 2/2006, de 3 de
mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comu-
nidad de Castilla y León, ni precisarán la autorización
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prevista en el artículo 113 de dicha ley para superar
aquellos.

4. Cuando la estimación, total o parcial, de un recurso
administrativo dé lugar a la concesión de la subvención,
con aplicación de los principios establecidos en el artícu-
lo 28 de esta ley, ésta conllevará el compromiso del gas-
to correspondiente.

Artículo 34.- Reajuste de anualidades.

Cuando, de acuerdo con lo previsto en el artículo 42
de esta ley, por razones debidamente justificadas, se hu-
biera concedido al beneficiario una prórroga del plazo
establecido para la ejecución del proyecto o la actividad
o la adopción del comportamiento objeto de la subven-
ción, para su justificación o para ambas y esa prórroga
provoque un desajuste en las anualidades presupuestarias
previstas en la resolución de concesión, el órgano com-
petente procederá al reajuste de las correspondientes
anualidades.

Artículo 35.- Del procedimiento general de pago.

1. El pago de la subvención se realizará una vez haya
sido justificada por el beneficiario la realización de la ac-
tividad, proyecto, objetivo o adopción del comporta-
miento para el que se concedió en los términos previstos
en la normativa reguladora de la subvención.

Se producirá la pérdida del derecho al cobro total o
parcial de la subvención en el supuesto de falta de justifi-
cación, justificación fuera de plazo o de concurrencia de
cualesquiera de las otras causas previstas en el artículo 37
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, en otras normas básicas y en esta ley, con las
previsiones que al efecto se establezcan en las bases re-
guladoras.

La pérdida del derecho a que se refiere el párrafo an-
terior se declarará siguiendo el procedimiento previsto en
el artículo 48 de esta ley.

2. No podrá realizarse el pago de la subvención en
tanto el beneficiario no se halle al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad
Social, en los términos que reglamentariamente se esta-
blezcan, mientras sea deudor de reintegro y si en el co-
rrespondiente expediente no consta el cumplimiento de
la obligación del beneficiario de comunicar las subven-
ciones solicitadas y las obtenidas para el proyecto, la ac-
tividad o la adopción del comportamiento.

3. Al expediente que se tramite para el pago total o
parcial de la subvención deberá incorporarse una certifi-
cación expedida por el órgano gestor de la subvención en
la que quede de manifiesto:

a) La conformidad con la justificación parcial o total
presentada, según esté prevista o no la posibilidad de

efectuar pagos fraccionados, cuando se trate de subven-
ciones de pago posterior.

b) Que no ha sido dictada resolución declarativa de la
procedencia del reintegro de la subvención o de la pérdi-
da del derecho al cobro de la misma por alguna de las
causas previstas en el artículo 37 de la Ley General de
Subvenciones.

c) Que no ha sido acordada por el órgano concedente
de la subvención, como medida cautelar, la retención de
los libramientos de pago o de las cantidades pendientes
de abonar al beneficiario o entidad colaboradora, referi-
dos a la misma subvención.

4. El pago de las subvenciones concedidas a las enti-
dades locales podrá suspenderse, en los términos que de-
termine la consejería competente en materia de hacienda,
en tanto no hayan cumplido sus obligaciones de pago de-
rivadas de contratos administrativos y convenios cofi-
nanciados por la Administración de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 36.- Pagos a cuenta.

1. Podrán realizarse pagos a cuenta cuando la natura-
leza de la subvención lo justifique y siempre que en las
normas reguladoras de la subvención se haya previsto tal
posibilidad y, en su caso, el régimen de las garantías exi-
gibles. Dichos pagos supondrán el pago parcial previa
justificación del importe equivalente como aplicación de
la subvención concedida.

2. En las subvenciones nominativas y en las concedi-
das directamente por razones que dificulten su convoca-
toria pública, se podrán realizar pagos a cuenta, cuando
la naturaleza de la subvención lo justifique y siempre que
se prevea tal posibilidad y, en su caso, el régimen de ga-
rantías exigibles en la resolución de concesión o en el
contrato-programa en que éstas se instrumenten.

3. En ningún caso podrán realizarse pagos a cuen-
ta cuando existan pagos anticipados pendientes de jus-
tificación.

Artículo 37.- Pagos anticipados en las subvenciones con
convocatoria previa o normas específicas.

1. Podrán realizarse pagos anticipados, que tendrán la
consideración de pagos a justificar, cuando en las normas
reguladoras de las subvenciones se haya previsto tal po-
sibilidad y, en su caso, el régimen de las garantías exigi-
bles. Dichas previsiones deberán ser autorizadas por la
consejería competente en materia de hacienda.

2. No será precisa dicha autorización en los siguien-
tes supuestos:

a) Cuando las normas reguladoras prevean como ga-
rantía a aportar por los beneficiarios, con carácter previo
al cobro, un aval de entidades financieras autorizadas
para operar en España que cubra la totalidad del anticipo
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más los intereses que pudieran devengarse, en las condi-
ciones que se determinen reglamentariamente, y el anti-
cipo no supere el cincuenta por ciento del importe de la
subvención concedida. Cuando se trate de inversiones,
deberá acreditarse además el inicio de la inversión.

b) Cuando los beneficiarios sean entidades sin ánimo
de lucro, entidades locales y sus organismos autónomos,
la Administración General del Estado y los organismos
públicos vinculados o dependientes de ella, empresas pú-
blicas de la Comunidad, entes de la Administración Insti-
tucional de la Comunidad, y entes con participación ma-
yoritaria pública en que participe la Comunidad y el anti-
cipo no supere el cincuenta por ciento del importe de la
subvención concedida.

c) Cuando se trate de subvenciones para la coopera-
ción al desarrollo.

3. Los pagos anticipados previstos en este artículo se
justificarán de acuerdo con lo establecido en las normas
reguladoras de la subvención.

No se realizarán anticipos a aquellos beneficiarios
que, habiendo transcurrido el plazo de justificación, no
hayan presentado la documentación justificativa de otros
librados con anterioridad con cargo al mismo programa
presupuestario.

4. El anticipo deberá ser solicitado por el beneficia-
rio en la forma y momento que se establezca en las nor-
mas reguladoras de la subvención. Si la solicitud se pro-
duce después de concedida la subvención habrá de ser
resuelta en el plazo de un mes transcurrido el cual sin
que se haya notificado la resolución expresa se entende-
rá desestimada.

Artículo 38.- Pagos anticipados en las subvenciones no-
minativas.

1. El pago de las subvenciones nominativas podrá an-
ticiparse hasta en un cincuenta por ciento del importe de
la subvención concedida cuando los beneficiarios sean
entidades sin ánimo de lucro, entidades locales y sus or-
ganismos autónomos, la Administración General del Es-
tado y los organismos públicos vinculados o dependien-
tes de ella, empresas públicas de la Comunidad, entes de
la Administración Institucional de la Comunidad y entes
con participación mayoritaria pública en que participe la
Comunidad.

2. Para realizar pagos anticipados a entidades distin-
tas de las previstas en el apartado anterior de este artícu-
lo o por cuantías superiores a las establecidas en el mis-
mo, será necesaria la autorización de la consejería com-
petente en materia de hacienda que fijará las garantías
exigibles en su caso.

3. Las subvenciones nominativas para actividades de
cooperación al desarrollo podrán anticiparse en su totalidad.

4. Los anticipos a que se refieren los apartados ante-
riores se realizarán previa solicitud del beneficiario,
quien podrá entenderla desestimada si, transcurrido un
mes, no se ha notificado la resolución expresa.

5. Los pagos anticipados a que se refiere este artículo
tendrán el carácter de pagos a justificar.

Artículo 39.- Pagos anticipados en las subvenciones
concedidas directamente por razones que dificulten su
convocatoria pública.

1. Podrán realizarse pagos anticipados de las subven-
ciones concedidas directamente por razones que dificul-
ten su convocatoria pública cuando, previo informe de la
consejería competente en materia de hacienda, así lo pre-
vea la Junta de Castilla y León al autorizar la concesión,
que asimismo determinará la cuantía del anticipo y la ga-
rantía que, en su caso, deba constituirse.

2. El anticipo se concederá previa solicitud del bene-
ficiario, que podrá entenderla desestimada si transcurrido
un mes no se ha dictado y notificado la resolución.

3. El pago anticipado de estas subvenciones tendrá el
carácter de pago a justificar.

Artículo 40.- Retención de pagos.

1. Una vez iniciado el procedimiento para determi-
nar el incumplimiento del beneficiario y, en su caso, el
reintegro, el órgano concedente puede acordar como
medida cautelar, a iniciativa propia o de una decisión de
la Comisión Europea o a propuesta de la Intervención
General de la Administración de la Comunidad o de la
autoridad pagadora, la suspensión de los libramientos de
pago de las cantidades pendientes de abonar al benefi-
ciario o entidad colaboradora, sin superar, nunca el im-
porte que fijen la propuesta o resolución de inicio del
procedimiento, con los intereses de demora devengados
hasta aquel momento.

2. La adopción de esta medida cautelar se realizará
por medio de resolución motivada, que debe notificarse
al interesado, con indicación de los recursos pertinentes.

3. En todo caso, procederá la suspensión si existen
indicios racionales que permitan prever la imposibilidad
de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse frustra-
do o gravemente dificultado, y, en especial, si el percep-
tor hace actos de ocultación, gravamen o disposición de
sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera
de los supuestos anteriores, al siguiente régimen jurídico:

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se preten-
de conseguir y nunca debe adoptarse si puede producir
perjuicios de difícil o imposible reparación.

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución
que pone fin al procedimiento y no puede superar el perí-
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odo máximo que se fije para su tramitación, incluidas las
prórrogas.

c) A pesar de lo dispuesto en la letra anterior, debe
levantarse cuando desaparezcan las circunstancias que la
originaron o cuando el interesado proponga la sustitución
de esta medida cautelar por la constitución de una garan-
tía que se considere suficiente.

Capítulo II

Del procedimiento de justificación de las subvenciones
públicas

Artículo 41.- Justificación de las condiciones de la sub-
vención.

El cumplimiento de las condiciones a que queda suje-
ta la subvención deberá justificarse en la forma estableci-
da por el ordenamiento jurídico. Reglamentariamente se
determinarán las modalidades de justificación de la sub-
vención.

Artículo 42.- Plazos de justificación de las condiciones
de la subvención.

1. La realización y justificación del proyecto, la acti-
vidad o la adopción del comportamiento objeto de sub-
vención deberán producirse en los plazos que se esta-
blezcan. Cuando el proyecto o actividad subvencionados
no pueda realizarse o justificarse en el plazo previsto,
por causas debidamente justificadas, podrá concederse al
beneficiario, a solicitud de éste, cuando así esté previsto
en las bases reguladoras de la subvención, una prórroga
del plazo.

2. En las subvenciones nominativas la prórroga a que
se refiere el apartado anterior podrá concederse siempre
que así se prevea en la resolución de concesión o en el
contrato-programa en que la subvención se instrumente.

3. En las subvenciones concedidas directamente por
razones que dificulten su convocatoria pública, la conce-
sión de la prórroga deberá ser autorizada por la Junta de
Castilla y León, salvo que hubiera facultado al órgano
concedente para ello en el acuerdo que ha autorizado la
concesión de la subvención.

4. La solicitud de la prórroga y su concesión deberán
producirse antes del vencimiento del plazo de que se tra-
te. Las resoluciones sobre ampliación de plazos o sobre
su denegación no serán susceptibles de recursos.

Las condiciones y el procedimiento para la concesión
de la prórroga son los establecidos en las normas regula-
doras del procedimiento administrativo común.

5. Cuando transcurra el plazo establecido para la jus-
tificación sin que esta haya sido presentada ante el órga-
no competente, este requerirá al beneficiario para que sea
presentada en el plazo improrrogable de quince días. La

falta de presentación de la justificación en este plazo
dará lugar a la iniciación del procedimiento para deter-
minar el incumplimiento y, en su caso, el reintegro.

Artículo 43.- Comprobación de la justificación de las
subvenciones.

1. El órgano concedente comprobará la adecuada jus-
tificación de la subvención, así como la realización del
proyecto o de la actividad o la adopción del comporta-
miento y el cumplimiento de la finalidad que determinen
la concesión o disfrute de la subvención.

2. La entidad colaboradora, en su caso, realizará, en
nombre y por cuenta del órgano concedente, las compro-
baciones previstas en la letra b) del apartado 1 del artícu-
lo 15 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones.

Artículo 44.- Comprobación de valores.

1. La Administración podrá comprobar el valor de
mercado de los gastos subvencionados empleando uno o
varios de los siguientes medios:

a) Precios medios de mercado.

b) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.

c) Estimación por referencia a los valores que figuren
en los registros oficiales de carácter fiscal.

d) Dictamen de peritos de la Administración.

e) Tasación pericial contradictoria.

f) Cualesquiera otros medios de prueba admitidos en
derecho.

2. El valor comprobado por la Administración servirá
de base para el cálculo de la cuantía de la subvención y
se notificará, debidamente motivado y con expresión de
los medios y criterios empleados, junto con la resolución
que contiene la liquidación de la subvención.

Artículo 45.- Tasación pericial contradictoria.

1. El beneficiario podrá promover la tasación peri-
cial contradictoria, en corrección de los demás procedi-
mientos de comprobación de valores señalados en el
apartado 1 del artículo anterior, dentro del plazo de un
mes desde la notificación prevista en el apartado 2 del
artículo anterior.

La presentación de la solicitud de tasación pericial
contradictoria determinará la suspensión de la ejecución
del procedimiento resuelto y del plazo para interponer
recurso contra éste.

2. Si la diferencia entre el valor comprobado por la
Administración y la tasación practicada por el perito del
beneficiario es inferior a 120.000 euros y al 10 por ciento
del valor comprobado por la Administración, la tasación
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del perito del beneficiario servirá de base para el cálculo
de la subvención. En caso contrario, deberá designarse
un perito tercero en los términos que se determinen re-
glamentariamente.

Los honorarios del perito del beneficiario serán satis-
fechos por éste. Cuando la tasación practicada por el pe-
rito tercero fuese inferior al valor justificado por el bene-
ficiario, todos los gastos de la pericia serán abonados por
éste. En otro caso, serán de cuenta de la Administración.

La valoración del perito tercero servirá de base para
la determinación del importe de la subvención.

Artículo 46.- Determinación del cumplimiento de condi-
ciones.

Realizadas las comprobaciones a que se refieren los
artículos anteriores, si de ellas resulta el cumplimiento de
las condiciones establecidas en cada caso, se realizará la
liquidación correspondiente. De lo contrario, se iniciará
el procedimiento a que se refiere el título siguiente.

TÍTULO IV

DE LOS INCUMPLIMIENTOS DEL BENEFICIARIO
Y DE LAS ENTIDADES COLABORADORAS

Artículo 47.- Incumplimientos del beneficiario y entida-
des colaboradoras.

1. Los incumplimientos por el beneficiario de las
condiciones a que esté sujeta la subvención darán lugar,
según los casos, a que no proceda el abono de la subven-
ción o se reduzca en la parte correspondiente, o se proce-
da al reintegro total o parcial de las cantidades percibidas
y la exigencia del interés de demora correspondiente.

2. Cuando las entidades colaboradoras no entreguen a
los beneficiarios los fondos recibidos, deberán reinte-
grarlos de acuerdo con lo establecido en este título.

Artículo 48.- Determinación del incumplimiento y el
reintegro.

1. El procedimiento para determinar el incumpli-
miento y el reintegro, cuando proceda, se iniciará de ofi-
cio como consecuencia de la propia iniciativa del órgano
concedente, de una orden superior, de la petición razona-
da de otros órganos o de la formulación de una denuncia.
También se iniciará a consecuencia de los informes de
control financiero permanente y de control financiero de
subvenciones emitidos por la Intervención General de la
Administración de la Comunidad.

2. En la tramitación del procedimiento se garantizará
el derecho del interesado a la audiencia, en los supuestos
previstos en las normas reguladoras del procedimiento
administrativo común.

3. La resolución que declare el incumplimiento debe-
rá apreciar el grado de cumplimiento de la finalidad y el
objeto para la que fue concedida la subvención y podrá
declarar el cumplimiento parcial, que tendrá como con-
secuencia el pago proporcional o el reintegro parcial, se-
gún proceda.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución será de doce meses desde la iniciación del proce-
dimiento, teniendo en cuenta las posibles interrupciones
producidas por causas imputables a los interesados.
Transcurrido el plazo máximo, se producirá la caducidad
en los términos establecidos en las normas reguladoras
del procedimiento administrativo común, sin perjuicio de
continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que
se considere interrumpida la prescripción por las actua-
ciones realizadas hasta la finalización del citado plazo.

Artículo 49.- Competencia para la resolución del procedi-
miento para determinar el incumplimiento y el reintegro.

Será competente para la resolución del procedimiento
para declarar el incumplimiento y, en su caso, exigir el
reintegro, el órgano que lo sea para la concesión.

Artículo 50.- Exigencia del reintegro.

1. Cuando la subvención hubiera sido abonada total o
parcialmente, la resolución que declare el incumplimien-
to requerirá el reintegro total o parcial de las cantidades
percibidas y el abono del interés de demora correspon-
diente desde el momento del pago de la subvención hasta
la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro.

2. También procederá el reintegro como consecuen-
cia de la declaración de nulidad de la resolución que hu-
biera concedido la subvención, así como de su anulación
por sentencia judicial previa declaración de lesividad.

3. No se devengará interés cuando el reintegro sea
consecuencia de hechos no imputables al beneficiario.

4. Cuando las cantidades que deban reintegrarse y el
interés exigible no se abonen en el plazo que se establez-
ca reglamentariamente, se exigirán mediante el procedi-
miento de apremio.

Artículo 51.- Obligados al reintegro.

1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en los
casos a que se refiere el apartado 1 del artículo 37 de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones, deberán reintegrar la totalidad o parte de las can-
tidades percibidas.

2. Responderán solidariamente de la obligación de
reintegro del beneficiario:

a) Los miembros de las personas jurídicas y entidades
mencionadas en el apartado 2 y en el segundo párrafo del
apartado 3 del artículo 11 de la Ley 38/2003, de 17 de
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noviembre, General de Subvenciones, en relación a las
actividades subvencionadas que se hubieran comprome-
tido a efectuar.

b) Los representantes legales del beneficiario cuando
este carezca de capacidad de obrar.

c) Los miembros, partícipes o cotitulares de las enti-
dades a que se refiere el apartado 3 de artículo 11 de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones, en proporción a sus respectivas participaciones,
cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier
otro tipo de unidad económica o patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación de
reintegro los administradores de las sociedades mercanti-
les, o aquellos que ostenten la representación legal de
otras personas jurídicas, en los supuestos siguientes:

a) Cuando no hubieran realizado los actos de su in-
cumbencia necesarios para el cumplimiento de las obli-
gaciones infringidas.

b) Cuando hubieran adoptado acuerdos que hicieran
posibles los incumplimientos.

c) Cuando hubieran consentido el incumplimiento de
quienes dependan de ellos.

d) Cuando las deudas correspondan a personas jurídi-
cas que hayan cesado en sus actividades.

4. En el caso de entidades disueltas y liquidadas, sus
obligaciones de reintegro pendientes se transmitirán a los
socios o partícipes en el capital, que responderán de ellas
solidariamente y hasta el límite del valor de la cuota de
liquidación que se les hubiera adjudicado.

5. En el caso del fallecimiento del obligado al reinte-
gro, la obligación de satisfacer las cantidades pendientes
de restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin
perjuicio de lo que establezca el derecho civil para deter-
minados supuestos, en particular, el caso de aceptación
de la herencia a beneficio de inventario.

Artículo 52.- Naturaleza de los créditos a reintegrar.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la considera-
ción de derechos de naturaleza pública, resultando de
aplicación para su cobranza lo previsto en las normas re-
guladoras del régimen de los derechos de naturaleza pú-
blica de la Ley de la Hacienda y del Sector Público de la
Comunidad de Castilla y León.

2. El interés de demora aplicable en materia de sub-
venciones será el que se establezca en la legislación del
Estado.

Artículo 53.- Prescripción.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Ad-
ministración a reconocer o liquidar el reintegro.

2. Este plazo se computará, en cada caso:

a) Desde el momento en que venció el plazo para pre-
sentar la justificación por parte del beneficiario o entidad
colaboradora.

b) Desde el momento de la concesión, en el supuesto
previsto en el apartado 7 del artículo 30 de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido con-
diciones u obligaciones que debieran ser cumplidas o
mantenidas por parte del beneficiario o entidad colabora-
dora durante un período determinado de tiempo, desde el
momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se inte-
rrumpirá:

a) Por cualquier acción de la Administración, realiza-
da con conocimiento formal del beneficiario o de la enti-
dad colaboradora, conducente a determinar la existencia
de alguna de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier clase,
por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal
o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fis-
cal, así como por las actuaciones realizadas con conoci-
miento formal del beneficiario o de la entidad colabora-
dora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficiario
o de la entidad colaboradora conducente a la liquidación
de la subvención o del reintegro.

TÍTULO V

RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 54.- Del régimen de infracciones y sanciones.

El régimen de infracciones y sanciones en materia de
subvenciones será el establecido en la legislación estatal
en esta misma materia.

Artículo 55.- Competencia para el ejercicio de la potes-
tad sancionadora en materia de subvenciones.

1. Será órgano competente para la iniciación del pro-
cedimiento sancionador el que hubiera formulado la pro-
puesta de concesión de la subvención.

2. Será órgano competente para imponer las sanciones
y para la resolución del procedimiento sancionador el ti-
tular de la consejería que concedió la subvención o a la
que estuviera adscrita o vinculada la entidad concedente.

No obstante, cuando la sanción consista en la pérdida
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públi-
cas y avales de la Comunidad, en la prohibición para ce-
lebrar contratos con la Comunidad u otros entes públicos
o en la pérdida de la posibilidad de actuar como entidad
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas
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en esta ley, la competencia corresponderá al titular de la
consejería competente en materia de hacienda.

3. La designación del instructor del procedimiento
sancionador será efectuada por el órgano competente
para iniciar el procedimiento sancionador.

Disposición adicional primera.- Ayudas en especie.

Las entregas a título gratuito de bienes y derechos se
regirán por la legislación patrimonial. No obstante, se
aplicará esta ley, en los términos que se establezcan re-
glamentariamente, cuando la ayuda consista en la entre-
ga de bienes, derechos o servicios cuya adquisición se
realice con la finalidad exclusiva de entregarlos a un ter-
cero. Esta adquisición, en todo caso, se someterá a la
normativa sobre contratación de las Administraciones
Públicas.

Disposición adicional segunda.- Subvenciones libradas
por el Estado a la Comunidad para ponerlas a disposi-
ción de un tercero.

Las subvenciones nominativas que se concedan por
los órganos competentes de la Administración del Estado
y que sean libradas a la Comunidad de Castilla y León
para ponerlas a disposición de un tercero, serán tratadas
como operaciones extrapresupuestarias.

Disposición adicional tercera.- Contratos programa.

1. Un contrato programa es un convenio especial en-
tre la Administración y otros entes públicos o privados
que instrumenta la financiación de aquélla a estos como
consecuencia de la concesión de una subvención o de
cualquier otra aportación de naturaleza distinta con cargo
a los presupuestos generales de la Comunidad.

2. Los órganos convocantes, en las subvenciones que
se concedan en régimen de concurrencia competitiva, y
los órganos concedentes, en los demás casos, determina-
rán las personas físicas o jurídicas que, para ser benefi-
ciarios de una subvención, deben suscribir un contrato
programa con la Administración que la otorgue.

Asimismo, los órganos competentes para la aproba-
ción del gasto determinarán las personas físicas o jurídi-
cas que para recibir aportaciones de naturaleza distinta a
las subvenciones deben suscribir un contrato programa.

La competencia para la suscripción del contrato pro-
grama corresponderá al órgano competente para la con-
cesión de la subvención o, en el supuesto a que se refiere
el párrafo anterior, para la aprobación del gasto.

3. Los contratos programa a que se refiere el apartado
anterior contendrán como mínimo lo siguiente:

a) Los objetivos establecidos conforme al programa
plurianual, en su caso, y los medios personales y econó-
micos necesarios para alcanzarlos, así como los indica-

dores adecuados para el seguimiento y evaluación de los
resultados conseguidos.

b) Las aportaciones con cargo a los presupuestos ge-
nerales de la Comunidad.

c) Los compromisos asumidos por las partes, las ayu-
das y garantías acordadas, así como las responsabilida-
des y consecuencias de su eventual incumplimiento.

d) El sistema de control de su ejecución por parte de
la consejería competente en materia de hacienda, sin per-
juicio de las competencias que correspondan a la conse-
jería u organismo del que dependan y a la Intervención
General de la Administración de la Comunidad, en rela-
ción con el control del sector público de la Comunidad y
los beneficiarios de subvenciones.

4. La Junta de Castilla y León podrá establecer que,
para la concesión de determinadas subvenciones o para
aportaciones de otra naturaleza, deba suscribirse un con-
trato programa entre la Administración y el beneficiario.
El contenido de estos contratos programa será determina-
do por la Junta de Castilla y León.

Disposición adicional cuarta.- Cooperación Económica
Local General.

1. La Cooperación Económica Local General estará
formada por el Fondo de Cooperación Local, el Fondo
de Apoyo Municipal y los créditos del Pacto Local.

El Fondo de Cooperación Local se destinará a finan-
ciar, por orden de prioridad, las inversiones y acciones
en infraestructura y equipamiento de servicios municipa-
les mínimos y obligatorios y de otros servicios de interés
comunitario local.

El Fondo de Apoyo Municipal tendrá carácter incon-
dicionado y se destinará a los municipios con población
de derecho igual o superior a 20.000 habitantes, para el
pago de los gastos generados por la implantación, mejora
o ampliación de servicios públicos no susceptibles de ser
financiados con tasas o precios públicos.

Los créditos del Pacto Local tendrán por objeto fi-
nanciar las actuaciones derivadas del proceso de descen-
tralización que el propio Pacto conlleva.

2. Las subvenciones con cargo a los créditos presu-
puestarios correspondientes a la Cooperación Económica
General Local serán concedidas por el titular de la conse-
jería competente en materia de administración territorial
en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Dentro de los límites que para cada ejercicio y en
cada caso acuerde la Junta de Castilla y León a propuesta
de la consejería competente en materia de hacienda, el
gasto correspondiente a estas subvenciones podrá autori-
zarse en el momento de la concesión y el compromiso de
gasto podrá efectuarse, en los términos que determine di-
cha consejería, cuando se tramite un anticipo o la prime-
ra liquidación y, en todo caso, cuando se produzca el an-
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ticipo a que se refiere el apartado 5 de esta disposición.
Estas autorizaciones y compromisos no computarán a
efectos de los límites a que se refiere el artículo 111 de la
Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector
Público de la Comunidad de Castilla y León, ni precisa-
rán la autorización prevista en el artículo 113 de dicha
ley para superar aquellos.

3. Los créditos o fondos destinados a inversiones de
municipios mayores de veinte mil habitantes y a las Di-
putaciones Provinciales se distribuirán entre todos los
destinatarios en función de los criterios que se establez-
can reglamentariamente.

4. Las subvenciones correspondientes a las demás lí-
neas de actuación comprendidas en el Fondo de Coope-
ración Local se otorgarán previa convocatoria pública y
se regirán por su normativa específica. En todos los ca-
sos, las disposiciones de esta ley serán de aplicación su-
pletoria.

5. En todo caso, una vez que las entidades locales be-
neficiarias hayan acreditado la contratación de los pro-
yectos subvencionados, la Administración de la Comuni-
dad anticipará a dichas entidades el importe total de las
subvenciones concedidas.

Disposición adicional quinta.- Entregas dinerarias sin
contraprestación que realicen las empresas y fundacio-
nes públicas de la Comunidad.

1. Podrán realizar entregas dinerarias sin contrapres-
tación:

a) Las empresas públicas de la Comunidad, cuando
forme parte de su objeto social de acuerdo con la ley que
autorice su creación.

b) Las fundaciones públicas de la Comunidad a que
se refiere el artículo 6.3 de la Ley 13/2002, de 15 de ju-
lio, de Fundaciones de Castilla y León, cuando forme
parte de la finalidad fundacional.

2. Las entregas dinerarias sin contraprestación se re-
girán por el derecho privado, si bien les serán de aplica-
ción los principios de gestión y los de información esta-
blecidos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones y en esta ley. Los beneficiarios
deberán reunir los requisitos y cumplir las obligaciones
que establecen los artículos 13 y 14, respectivamente, de
dicha ley.

3. La concesión de estas entregas se ajustará a las re-
glas y procedimiento que elabore la entidad, de acuerdo
con las normas y principios establecidos por la Ley Ge-
neral de Subvenciones y por esta ley y que se referirán
como mínimo a lo siguiente:

a) Órgano competente para realizar la convocatoria.

b) El contenido de la convocatoria que, en todo caso,
deberá comprender los siguientes extremos:

1º. Objeto, finalidad y condiciones de la entrega di-
neraria.

2º. Requisitos que deben reunir los perceptores.

3º. Criterios de selección.

4º. Cuantía máxima de la entrega.

c) Medios de publicidad a utilizar para promover la
concurrencia e información a facilitar sobre el contenido
de la convocatoria. Cuando la convocatoria supere la
cantidad de 300.000 euros o cuando las entregas indivi-
duales a cada perceptor puedan superar la cantidad de
100.000 euros, además de los medios de publicidad que
habitualmente utilice la entidad, se publicará en el Bole-
tín Oficial de Castilla y León.

d) Tramitación de las solicitudes.

e) Justificación por parte del perceptor del empleo de
la ayuda.

4. Las entregas dinerarias serán realizadas por los ór-
ganos competentes de acuerdo con sus propias normas,
que necesitarán la autorización de la Junta de Castilla y
León cuando su cuantía sea superior a un millón de eu-
ros.

5. Las entidades a que se refiere esta disposición sólo
podrán realizar entregas dinerarias sin contraprestación
de forma directa en los supuestos a que se refiere el artí-
culo 22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones.

Disposición adicional sexta.- Justificación de subvencio-
nes concedidas por la Administración de la Comunidad
a entidades locales y a los organismos y entidades públi-
cas dependientes de ellas.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León promoverá la celebración de convenios de colabo-
ración con las entidades locales, a fin de que estas pue-
dan justificar las subvenciones concedidas por la Admi-
nistración de la Comunidad, a través de un certificado
emitido por el titular del órgano que ha percibido la sub-
vención en el que se acredite la realización de la activi-
dad y el cumplimiento de la finalidad de la subvención,
así como del informe emitido por la Intervención u órga-
no de control equivalente de la entidad local, que acredi-
te veracidad y la regularidad de la documentación justifi-
cativa de la subvención.

Disposición adicional séptima.- Aportaciones a entida-
des del sector público autonómico destinadas a la reali-
zación de actuaciones concretas.

1. Podrán realizarse aportaciones dinerarias, no pre-
vistas en una convocatoria pública, entre las distintas en-
tidades del sector público autonómico cuyos presupues-
tos se integren en los presupuestos generales de la Co-
munidad de Castilla y León, para financiar la realización
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de actuaciones concretas a desarrollar en el marco de las
funciones que cada entidad tenga atribuida, previa auto-
rización de la Junta de Castilla y León. Esta autorización
llevará implícita la prevista en el artículo 113 de la ley
2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Públi-
co de la Comunidad, previos los informes previstos en
dicho artículo.

Cuando estas aportaciones estén previstas nominati-
vamente en el estado de gastos de los presupuestos se
concederán por el órgano competente sin que sea precisa
autorización alguna.

1. Serán competentes para otorgar estas aportaciones
los mismos órganos que pueden resolver los procedi-
mientos de concesión de subvenciones de acuerdo con lo
establecido por el artículo 9 de esta ley.

2. El acto administrativo que conceda la aportación
deberá incluir, como mínimo, los siguientes extremos:

a) La determinación del objeto de la aportación.

b) Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y
cuantía de la aportación.

c) Plazos y modos de pago de la aportación.

d) Plazo y forma de justificación de la aportación di-
neraria recibida.

e) Consecuencias derivadas del incumplimiento.

2. Para que la concesión de la aportación sea efectiva,
deberá producirse la aceptación de la entidad beneficiaria
en el plazo de treinta días desde que se notifique la reso-
lución, transcurrido el cual se entenderá que renuncia a
la misma.

3. Podrán realizarse anticipos de estas aportaciones
en la manera prevista en los artículos 38 y 39 de esta ley.

4. Reglamentariamente podrán desarrollarse las con-
diciones a que puedan estar sujetas estas aportaciones y
el procedimiento para su realización.

Disposición transitoria primera.- Normas de aplicación
supletoria.

Hasta que se produzca el desarrollo reglamentario a
que se refiere el artículo 41 de esta ley, se aplicará de
forma supletoria lo previsto en la normativa estatal para
la justificación de subvenciones. Asimismo, se aplicará
supletoriamente lo establecido en la normativa reglamen-
taria estatal respecto de la publicidad de las subvencio-
nes concedidas.

Disposición transitoria segunda.- Régimen transitorio de
procedimientos.

1. Los procedimientos iniciados por convocatorias
publicadas antes de la entrada en vigor de esta ley, salvo
en el caso a que se refiere la disposición final octava,
continuarán rigiéndose por la normativa vigente en el
momento de la publicación. Las subvenciones concedi-

das de forma directa antes de su entrada en vigor conti-
nuarán rigiéndose por la normativa vigente en el momen-
to de la concesión.

2. Las bases reguladoras de la concesión de subven-
ciones establecidas antes de la entrada en vigor de esta
ley habrán de adaptarse a sus previsiones para que se
puedan realizar nuevas convocatorias.

Disposición transitoria tercera.- Régimen de control
interno de determinadas aportaciones dinerarias.

Hasta que se establezcan normas específicas, de
acuerdo con lo establecido en la Ley 2/2006, de 3 de
mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comuni-
dad, respecto del control interno de las aportaciones a
que se refiere la disposición adicional séptima de esta ley
y el artículo 49 de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre,
de Medidas Financieras, se aplicarán las normas relativas
a las subvenciones reguladas en el artículo 31 de esta ley.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior
rango contradigan o se opongan a lo establecido en esta
ley y, en especial, las siguientes:

- Los artículos 122, 122 bis y 131 de la Ley 7/1986,
de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

- El apartado 2 del artículo 19 de la Ley 10/2003, de
8 de abril, de creación del Servicio Público de Empleo de
Castilla y León.

- La disposición adicional de la Ley 5/1986, de 30 de
mayo, reguladora de las Comunidades Castellano-Leone-
sas asentadas fuera del territorio de la Comunidad.

- La letra c) del apartado 2 del artículo 14 del Regla-
mento General de la Agencia de Inversiones y Servicios
de Castilla y León, aprobado por el Decreto 23/2007, de
8 de marzo.

Disposición final primera.- Gestión de subvenciones
estatales y de la Unión Europea.

Cuando las entidades a las que resulta de aplicación
la presente ley gestionen y tramiten subvenciones estata-
les o de la Unión Europea, serán de aplicación supletoria
las disposiciones de esta ley en aquellos aspectos proce-
dimentales no regulados por la correspondiente normati-
va estatal o europea.

Disposición final segunda.- Modificación del artículo 29
de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Fi-
nancieras.

Se modifica el artículo 29 de la Ley 13/2005, de 27
de diciembre, de Medidas Financieras, que queda redac-
tado del siguiente modo:
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“Artículo 29.- Autorización del gasto correspondiente
a subvenciones reguladas por Iniciativas Comunitarias.

Cuando para la gestión de subvenciones reguladas
por Iniciativas Comunitarias sea necesario realizar con-
vocatorias para la presentación de solicitudes, no será
preciso autorizar previamente el gasto. Este se aprobará,
en todo caso, antes de la concesión de cada subvención.”

Disposición final tercera.- Modificación del artículo 48
de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Fi-
nancieras.

Se modifica el apartado 1 del artículo 48 de la Ley
13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Financieras,
que queda redactado de la manera siguiente:

“1. Las subvenciones reguladas en este capítulo se
concederán de acuerdo con las disponibilidades presu-
puestarias de cada ejercicio, con el crédito máximo que
fije la convocatoria cuando esta deba producirse, o, en su
caso, dentro de los límites a que se refieren el artículo
33.3 y la disposición adicional cuarta de la presente ley.”

Disposición final cuarta.- Modificación de los artículos
49 y 56 de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medi-
das Financieras.

1. Se modifica el Artículo 49 de la Ley 13/2005, de
27 de diciembre, de Medidas Financieras, que queda re-
dactado del siguiente modo:

“Artículo 49. Aportaciones a la financiación global
de entidades.

1. Las aportaciones dinerarias de la Administración
de la Comunidad a la financiación global de la actividad
de las entidades del sector público autonómico cuyos
presupuestos generales de la comunidad y de otras enti-
dades públicas podrán realizarse en los siguientes casos:

a) Cuando esté previsto en una norma con rango de ley.

b) Cuando esté previsto nominativamente en los pre-
supuestos generales de la Comunidad.

c) Cuando la Junta de Castilla y León, por razones
justificadas, autorice a realizar la aportación a la Conse-
jería o entidad institucional a que esté adscrita o vincula-
da la entidad. El correspondiente acuerdo determinará las
condiciones del pago de la aportación.

d) Cuando lo exija la participación en consorcios por
la Administración de la Comunidad.

2. La creación o adhesión a consorcios requerirá, en
todo caso, la autorización de la Junta de Castilla y León,
previo informe de la Consejería de Hacienda. Dichos re-
quisitos serán igualmente exigibles a las aportaciones
posteriores, salvo en los supuestos comprendidos en las

letras a) y b) de este artículo, cuando su cuantía no estu-
viera determinada inicialmente o resultará modificada.

3. Reglamentariamente podrán regularse las condi-
ciones a que puedan estar sujetas estas aportaciones y el
procedimiento para su realización.”

2. Se modifica el artículo 56 de la Ley 13/2005, de 27
de diciembre, de Medidas Financieras, que queda redac-
tado del modo siguiente:

“Artículo 56.- Régimen de la ayudas que no tengan
naturaleza de subvenciones.

Las ayudas que consistan en entregas dinerarias y no
tengan la naturaleza de subvenciones de acuerdo con lo
establecido en el artículo 2 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones, por tener carácter
de prestación económica, subsidio o cualquier otro, se
regirán por sus normas específicas y, a falta de ellas, por
la normativa de la Comunidad respecto del contenido de
las bases reguladoras y de la convocatoria de subvencio-
nes, la gestión presupuestaria de éstas, su control y las
consecuencias del incumplimiento del beneficiario.”

Disposición final quinta.- Modificación de la Ley 1/1993,
de 6 de abril, de Ordenación del Sistema Sanitario.

Se modifica la letra d) del apartado 2 del artículo 44
de la Ley 1/1993, de 6 de abril, de Ordenación del Siste-
ma Sanitario, que queda redactada del modo siguiente:

“d) Conceder subvenciones en el ámbito de las com-
petencias de la Gerencia Regional de Salud, en los térmi-
nos previstos en la legislación que resulte de aplicación.”

Disposición final sexta.- Modificación de la Ley
21/1994, de 15 de diciembre, de creación de la Agencia
de Inversiones y Servicios de Castilla y León.

Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 9 de
la Ley 21/1994, de 15 de diciembre, de creación de la
Agencia de Inversiones y Servicios de Castilla y León,
que queda redactada del modo siguiente:

“b) Aprobar la programación de sus actividades.”

Disposición final séptima.- Desarrollo reglamentario.

La Junta de Castilla y León dictará las disposiciones
necesarias para el desarrollo de los preceptos de esta ley.

Disposición final octava.- Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el 1 de enero de 2009, sin
perjuicio de sus aplicación a las convocatorias que se re-
alicen, con carácter anticipado, después de su publica-
ción con cargo a los presupuestos para 2009 y siguientes.

No obstante la disposición adicional séptima y la dis-
posición final cuarta de esta ley entran en vigor al día si-
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guiente de su publicación en el Boletín Oficial de Casti-
lla y León.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 11 de
septiembre de 2008

LA SECRETARIA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: María Mercedes Coloma Pesquera
EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

P.L. 5-VI1

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
las Cortes de Castilla y León, se ordena la publicación de
la Enmienda Transaccional presentada por los Grupos
Parlamentarios de la Cámara al Dictamen de la Comisión
de Arquitectura y Vivienda del Proyecto de Ley de Me-
didas sobre Urbanismo y Suelo, P.L. 5-VI1.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 11 de
septiembre de 2008.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

A LA MESA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

Los Grupos Parlamentarios Popular, Socialista y
Mixto de las Cortes de Castilla y León de conformidad
con lo establecido en el artículo 119.3 del Reglamento de
las Cortes, presentan la siguiente ENMIENDA TRAN-
SACCIONAL, al Proyecto de Ley de Medidas sobre Ur-
banismo y suelo.

A la Enmienda n.º 30 del Grupo Parlamentario Socia-
lista, se propone la siguiente MODIFICACIÓN:

Se acepta mediante transacción añadir un nuevo apar-
tado “e” al artículo 127.4. del siguiente tenor literal: “ A
favor de entidades de carácter asistencial, social o sindi-
cal sin ánimo de lucro, que promuevan la construcción
de viviendas con protección pública y acrediten su expe-
riencia y medios para garantizar la viabilidad de la pro-
moción.”

La presentanción de esta Enmienda Transaccional
comporta la retirada de la enmienda n.º 30 del Grupo
Parlamentario Socialista.

Valladolid, a 11 de septiembre de 2008.
EL PORTAVOZ G.P. POPULAR,

Fdo.: Carlos Fernández Carriedo
EL PORTAVOZ G.P. SOCIALISTA,

Fdo.: Francisco Ramos Antón
EL PORTAVOZ G.P. MIXTO,

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

P.L. 5-VII

PRESIDENCIA

El Pleno de las Cortes de Castilla y León, en Sesión
celebrada el 11 de septiembre de 2008, aprobó el Proyecto
de Ley de Medidas sobre Urbanismo y Suelo, P.L. 5-VII.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 11 de
septiembre de 2008.

LA SECRETARIA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: María Mercedes Coloma Pesquera

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago

APROBACIÓN POR EL PLENO

PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS SOBRE
URBANISMO Y SUELO.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de
Castilla y León, ha estado vigente desde el 5 de mayo de
1999, habiendo llegado a ser una de las normas más lon-
gevas del Derecho Urbanístico español. Hoy en día, la
experiencia de su aplicación aconseja actualizar algunos
de sus contenidos para mantener su sintonía con la socie-
dad de Castilla y León, al tiempo que otros deben adap-
tarse a la legislación básica del Estado en materia de sue-
lo. Junto a esos dos objetivos generales, esta Ley preten-
de apoyar la política de vivienda en un momento de gran
sensibilidad social con el mandato del artículo 47 de la
Constitución: el urbanismo debe ser un instrumento más,
y no el menos importante, para promover su efectivo
cumplimiento. Y también es conveniente, en este preciso
momento, apoyar al sector de la construcción, que ha
contribuido de forma relevante al reciente desarrollo so-
cial y económico de nuestra Comunidad Autónoma.

Estos cuatro objetivos se despliegan en múltiples me-
didas a lo largo de la Ley de Urbanismo, que se articulan
en cinco estrategias: reforzar los instrumentos de apoyo a
la política de vivienda, profundizar en la exigencia de ca-
lidad de vida, garantizar el acceso a la información, me-
jorar los mecanismos de coordinación administrativa y
simplificar la normativa para hacerla ágil y eficaz. Como
apertura, en el Título Preliminar se elevan a rango legal
los objetivos de la actividad urbanística pública avanza-
dos por nuestro Reglamento de Urbanismo, que son co-
herentes con los principios básicos que establece la nue-
va Ley de Suelo, declaración programática útil en cuanto
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refleja la pluralidad de intereses públicos a los que debe
servir el urbanismo.

II. La primera estrategia responde directamente al
objetivo central de esta Ley, al insistir en el carácter
instrumental del urbanismo respecto de las políticas so-
ciales, en especial la de vivienda. Siguiendo el orden
establecido en la Ley de Urbanismo, en primer lugar, el
artículo 20 acota las posibilidades de “monetizar”, es
decir, de pactar la conversión en efectivo del aprove-
chamiento municipal obtenido por cesión, opción que
sólo será legítima cuando resulte imposible ceder suelo
apto para materializar dicho aprovechamiento mediante
la construcción de viviendas protegidas. La regulación
de los convenios urbanísticos, mediante los cuales se
articula necesariamente la operación, se hace eco de
esta nueva regla.

En el Título II responden a esta estrategia: la obliga-
toriedad de que los Planes Generales delimiten reservas
para ampliar los patrimonios públicos de suelo; la posibi-
lidad de establecer densidades superiores a las normales
en actuaciones de reforma interior; la previsión, confor-
me al artículo 38, de que ciertas tipologías de integración
social tengan la consideración de equipamiento y la re-
gulación detallada de la reserva para la construcción de
viviendas con protección pública. Aquí la regla general
es reservar del 30 al 80 por ciento de la edificabilidad re-
sidencial, mientras que las excepciones, siempre justifi-
cadas, permitirán introducir cierto grado de flexibilidad
en una Comunidad Autónoma con amplísima variedad
de situaciones sociales, en el marco de las posibilidades
que abre la Ley de Suelo.

Pero es la gestión el aspecto de la actividad urbanísti-
ca que más puede ayudar a la política de vivienda. En los
últimos años se ha divulgado la figura del urbanizador no
propietario como herramienta de futuro para dinamizar el
mercado inmobiliario, pero su uso en Castilla y León es
aún escaso. La reforma del sistema de concurrencia pre-
tende remover los obstáculos identificados, eliminando
exigencias de justificación para su puesta en práctica y
complicaciones innecesarias en la fase de concurso, au-
mentando la seguridad jurídica y las opciones del urbani-
zador, regulando modelos de bases y abriendo a la Ad-
ministración autonómica el uso del sistema cuando se
trate de desarrollar los instrumentos de ordenación del
territorio.

Aunque se facilite la concurrencia, cabe esperar que
los propietarios mantengan su protagonismo en la activi-
dad urbanística. Por eso, se redefinen los sistemas de ac-
tuación aislada, en especial la normalización, que deja
atrás su carácter excepcional, y las limitaciones de la vi-
gente Ley. También las actuaciones aisladas ordinarias,
llamadas ahora actuaciones de urbanización, se poten-
cian con la regulación de su gestión pública como modo
alternativo a la normal gestión privada. En cuanto al sis-
tema de compensación, será obligatorio expropiar a los
propietarios no adheridos, se agiliza la constitución de la

Junta de Compensación y se habilita la puesta a disposi-
ción anticipada de los terrenos destinados a dotaciones
urbanísticas públicas.

Hay además medidas de dinamización comunes a la
concurrencia y a los sistemas gestionados por los propie-
tarios: la más importante es promover la tramitación si-
multánea del Proyecto de Actuación con el planeamien-
to. Destacan también la aprobación definitiva tácita, po-
sible si no se presentan alegaciones ni se introducen
cambios tras la aprobación inicial; las facilidades para el
cambio de sistema; la prohibición de disolver una enti-
dad urbanística colaboradora sin cumplir sus compromi-
sos; las actuaciones aisladas para rehabilitar la urbaniza-
ción de las parcelas que hayan perdido la condición de
solar; la simplificación del sistema de ocupación directa;
y la ampliación de las posibilidades del canon y la garan-
tía de urbanización.

En el Título V se reforman en profundidad los patri-
monios públicos de suelo, en la línea indicada por la le-
gislación del Estado, que ha escuchado el histórico cla-
mor de la Administración local para racionalizar esta ins-
titución. Con buen criterio, se prefieren patrimonios
útiles antes que omnicomprensivos. Los integrarán tan
sólo los bienes obtenidos como participación pública en
el aprovechamiento urbanístico, más los bienes patrimo-
niales incorporados al proceso urbanístico como suelo
urbano no consolidado o urbanizable. En esas condicio-
nes resulta factible el carácter de “patrimonio separado”
y adscribirlo con claridad a las finalidades urbanísticas
que señala la Ley de Suelo, destacando la construcción
de viviendas protegidas.

En el resto de la Ley, el apoyo a la política de vivien-
da se plasma en la apertura a la concurrencia del suelo
consolidado mediante la aplicación del régimen de susti-
tución forzosa, que favorece la edificación de solares va-
cantes y la rehabilitación, y, por último, en el mandato de
la Disposición Adicional Tercera, para que la Consejería
competente en materia de urbanismo elabore y gestione
un programa de actuaciones de urbanización, con el ob-
jetivo de crear suelo para la construcción de viviendas
protegidas, con las dotaciones urbanísticas necesarias
para la calidad de vida de la población.

III. El segundo bloque de reformas insiste en el ca-
rácter instrumental del urbanismo para las políticas so-
ciales, que se manifiestan en la ciudad como marco de
convivencia; el derecho a la vivienda implica su ubica-
ción en un entorno adecuado y bien servido por dotacio-
nes urbanísticas. Como primera aplicación de esta idea,
en los artículos 11 y 30 se unifican los criterios para cla-
sificar el suelo urbano en torno al requisito inexcusable
de la dotación de los servicios adecuados, pues hoy en
día es inconcebible que un suelo urbano carezca de ellos.
Es más, la clasificación de suelo urbano y la misma con-
dición de solar pueden perderse si los servicios se dete-
rioran o dejan de ser suficientes para las previsiones del
planeamiento.
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También dentro del Titulo I, en el artículo 16 se am-
plían las funciones del suelo rústico de entorno urbano,
respondiendo al auge de las actividades vinculadas al
ocio. Más importante es el artículo 13, que refuerza la
promoción legal del desarrollo compacto, mediante la
exigencia de contigüidad al suelo urbano de los nuevos
sectores urbanizables, si bien habilitando al Reglamento
para ponderar las excepciones convenientes a la comple-
jidad de la dinámica urbana. Esta línea normativa se
completa en el artículo 34, que restringe la posibilidad de
alterar el modelo territorial mediante decisión unilateral
de la Administración local, y exige una previsión de do-
taciones racionalmente simultánea al crecimiento demo-
gráfico.

En el marco de esta estrategia, el artículo 38 insiste
en que la planificación no debe ser una práctica burocrá-
tica mientras se alcanza la condición de suelo urbano
consolidado, entendido a veces como ausencia de lími-
tes: los estándares con los que se aprueba un nuevo sec-
tor son un compromiso de la Administración con los ciu-
dadanos que no tiene fecha de caducidad. Pero esa previ-
sión tiene que ser realista, y por eso el artículo 36
permite otras densidades en cierto número de casos, así
como reducciones en el cómputo de edificabilidad para
usos cuya implantación quiera incentivarse. En cuanto a
los equipamientos, la posibilidad de destinar la mitad de
la reserva a usos privados ha generado disfunciones,
siendo preferible a la luz de la experiencia reducir la re-
serva total, pero restringirla a los usos públicos. Además,
se señala la edificabilidad en términos absolutos como
único parámetro para calcular densidades y reservas do-
tacionales, sin que los coeficientes de ponderación jue-
guen más papel que el de auxiliares de la gestión: opción
de apariencia técnica pero en la práctica determinante
para el espacio urbano que realmente se construye.

La protección del medio ambiente y del patrimonio
cultural es un objetivo común de las políticas públicas
que se enmarca de forma natural en la estrategia pro cali-
dad de vida. En tal sentido esta Ley, además de promo-
ver el urbanismo compacto, traslada recientes normas
ambientales a la definición del suelo rústico con protec-
ción natural, y refuerza la protección del suelo rústico
con la prohibición de obras de urbanización, frente a la
ambigüedad del precepto vigente. También se cumple el
mandato de la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evalua-
ción de los efectos de determinados planes y programas
en el medio ambiente, al regular un proceso de evalua-
ción ambiental dentro del procedimiento de aprobación
del planeamiento urbanístico. Por último, la reforma del
artículo 107 continúa el camino abierto por la Ley de Ur-
banismo a favor de la rehabilitación urbana como opción
preferible a la declaración de ruina.

IV. Mención especial merecen las medidas a favor de
la transparencia administrativa; es decir, de la mayor y
mejor información, que contribuyan a disipar el halo de
oscuridad con el que se ve recubierta la actividad urba-

nística. Lógicamente, es en el planeamiento donde se in-
siste más, haciendo ya obligatoria la publicación en pági-
nas Web no sólo de los anuncios oficiales de informa-
ción pública y aprobación definitiva sino también de los
propios instrumentos, tanto de los aprobados como de los
que se tramiten. Las Diputaciones Provinciales jugarán
un importante papel para ayudar a los pequeños munici-
pios que no puedan asumir estas nuevas obligaciones.
Otras medidas en esta misma línea son: la ampliación a
dos meses del plazo de información pública para los ins-
trumentos que estén sometidos a evaluación ambiental,
plazo que cumple los 45 días hábiles de la normativa am-
biental siendo más fácilmente aprehensible; la obligación
de notificar a los alegantes la suerte que hayan corrido
sus pretensiones, motivadamente; la asignación al Bole-
tín Oficial de Castilla y León del papel de medio de co-
municación oficial a efectos urbanísticos, mientras que
actualmente la información debe rastrearse en diez bole-
tines; y se recoge el mandato de la Ley de Suelo de iden-
tificar a los propietarios que se vean afectados por modi-
ficaciones puntuales.

Los convenios concentran mandatos a favor de la
transparencia: deberán someterse al procedimiento nor-
mal de tramitación para los instrumentos de gestión, in-
cluida la información pública y la publicación oficial; es-
tarán sometidos a la conformidad de los propietarios
afectados, en cuanto sus compromisos excedan de los de-
beres urbanísticos normales; y no podrán autorizar la
percepción anticipada de prestaciones, opción que se ha-
bía convertido en cláusula de irreversibilidad. En el resto
de la Ley, esta estrategia está presente en nuevas obliga-
ciones: notificar al Registro de la Propiedad la incoación
de procedimientos sancionadores; remitir al Registro de
Urbanismo los instrumentos de planeamiento y gestión
de aprobación municipal, como requisito para su publi-
cación oficial; y habilitar la consulta de dichos instru-
mentos en la página Web municipal, con el citado auxi-
lio de la Diputación Provincial. Se añaden además nue-
vas reglas para las consultas urbanísticas, y para el
informe de seguimiento de la actividad urbanística, intro-
ducido por el Reglamento, que se hace obligatorio para
la Junta de Castilla y León y los Ayuntamientos con más
de 5.000 habitantes.

V. La cuarta estrategia se enfrenta al constante desa-
fío de la coordinación administrativa, o al de evitar que
la acumulación de buenas intenciones perjudique la efi-
cacia de las políticas públicas: en los artículos 10 y 33 y
en la Disposición Final Segunda se aclara la relación de
los instrumentos de ordenación del territorio con el pla-
neamiento urbanístico, ahora que contamos con cierta
experiencia en la aplicación de los primeros. Más impor-
tante es la posibilidad de clasificar como suelo urbaniza-
ble terrenos llamados a ser rústicos por sus propias ca-
racterísticas o por mandato de normas sectoriales, como
mecanismo no para urbanizarlos, sino, al contrario, para
mantenerlos en su estado y garantizar su protección, pero
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además ganándolos para el uso público mediante su cali-
ficación como sistemas generales. Así sus propietarios
podrán materializar su aprovechamiento en otros ámbi-
tos, y la Administración obtendrá gratuitamente terrenos
de interés para infraestructuras o equipamientos, o con
valores naturales, culturales u otros análogos.

En esta misma línea se inscribe la previsión de sen-
das categorías específicas de suelo rústico para las activi-
dades extractivas y los asentamientos irregulares. Pero es
en el planeamiento donde la necesidad de profundizar la
coordinación administrativa se ha hecho clara en los últi-
mos años. A tal efecto, se regulan las Normas Urbanísti-
cas de Coordinación, instrumento específicamente urba-
nístico para ámbitos que excedan de los límites munici-
pales, y las Normas Urbanísticas Territoriales, ante la
evidencia de que muchos de los 1.700 municipios con
menos de 500 habitantes difícilmente serán capaces de
abordar su propio planeamiento a medio plazo, y, por lo
tanto, seguirán necesitando un tratamiento específico.
Más ambiciosas son las reformas que buscan introducir
sentido común en el proceso de emisión de informes sec-
toriales: hoy en día es frecuente la paralización de impor-
tantes proyectos, no pocas veces con desánimo de los in-
versores, por la inútil repetición de trámites, por la de-
mora en la emisión de informes, o por su ambigüedad
cuando se emiten, entre otras disfunciones contrarias a la
legislación sobre procedimiento administrativo. En cuan-
to a los trámites ambientales, se aclara cuáles son los ins-
trumentos que deben ser objeto de evaluación ambiental
o de evaluación de impacto ambiental y se remite al Re-
glamento la adaptación del planeamiento urbanístico a
sus peculiaridades procedimentales.

En el resto de la Ley, la coordinación administrativa
ha llevado a derogar los criterios de delegación compe-
tencial, en favor de los establecidos en la normativa de
régimen local; a prohibir, como parcelación urbanística
en suelo rústico, tan sólo los pro indivisos que conlleven
derecho de utilización exclusiva; y a reforzar la indepen-
dencia de las Comisiones Territoriales de Valoración. En
materia de planeamiento aún hay más reformas que bus-
can aumentar la flexibilidad, entendida como capacidad
de respuesta frente a una realidad imprevisible, por ejem-
plo en cuanto a los límites de densidad y las reservas do-
tacionales, en especial las de aparcamiento; y la regla ge-
neral que prohíbe a los instrumentos de gestión modifi-
car las determinaciones del planeamiento se levanta para
las más vinculadas a aquéllos: la delimitación de unida-
des de actuación.

VI. La última estrategia es la simplificación normati-
va, basada en la idea de que es menos necesario plantar
nuevos árboles en el ya frondoso bosque legislativo, que
aclararlo para hacer posible el tránsito a través del mis-
mo. Por eso se remiten a la regulación reglamentaria nor-
mas de procedimiento y pormenores técnicos mediante
los cuales la Ley de Urbanismo combatía su inicial au-
sencia de desarrollo; un problema superado al aprobarse

su Reglamento. Esta “deslegalización” se aplica al régi-
men del suelo rústico (donde se remite al Reglamento la
regulación específica para cada categoría y el procedi-
miento para autorizar usos excepcionales), al cálculo del
aprovechamiento medio, al detalle de las reservas dota-
cionales (limitándose la Ley a su cuantía total), a varios
aspectos procedimentales del planeamiento y la gestión,
a la composición y funciones de los órganos de coordina-
ción administrativa, etc. Como consecuencia lógica de
este criterio, varios mandatos de la Ley de Suelo sobre
procedimiento y documentación no se incorporan a la
Ley de Urbanismo, pues su carácter es netamente regla-
mentario, y su presencia en la Ley resultaría disonante:
¿cómo explicar que el plano de clasificación de suelo no
se exija con rango legal, y sí lo fueran documentos se-
cundarios? No se pretende ignorar aspectos concretos de
la Ley de Suelo, sino ubicar su desarrollo en la norma
adecuada: el Reglamento de Urbanismo de Castilla y
León. Ahora bien, en ciertos casos el criterio es el con-
trario: elevar a rango legal normas que se habían abierto
camino reglamentariamente, con las limitaciones propias
de ese nivel. Así se hace con los criterios conforme a los
cuales los terrenos urbanos deben incluirse en la catego-
ría de suelo urbano no consolidado, con las reglas para
diferenciar revisión y modificación del planeamiento,
con la definición del urbanizador como agente de la ges-
tión urbanística, y con las reglas básicas para recibir y
conservar la urbanización.

Otra reforma que obedece a la estrategia de simplifi-
cación es la unificación de las categorías de suelo urba-
nizable, pues la distinción entre delimitado y no delimi-
tado se ha revelado poco útil, obligando a los Ayunta-
mientos a aproximar su regulación para asegurar un
desarrollo estructurado. El motivo subsistente para la
distinción, que era el carácter residual del suelo urbani-
zable previsto en la anterior legislación básica del Esta-
do, ha sido eliminado por la nueva Ley de Suelo. De
esta unificación se hacen necesario eco los numerosos
artículos en los que se establecían previsiones particula-
res para una u otra categoría.

Un capítulo en el que la simplificación corre pareja a
la adaptación a la legislación básica es el relativo al régi-
men del suelo urbano y urbanizable. De los artículos 17
al 20 anteriores, ahora sólo los tres primeros conciernen
a los propietarios en exclusiva: el 17 y el 18 para aque-
llos cuyos terrenos cuenten con ordenación detallada,
donde se despliegan sus derechos y deberes, y el 19 para
los que aún no tengan dicha ordenación, cuyos derechos
se limitan a la potestad de promoverla y a los usos provi-
sionales entre tanto. El artículo 20 recoge los mandatos
de la Ley de Suelo sobre deberes del promotor de actua-
ciones urbanísticas, sea o no propietario de los terrenos.
Entre otros aspectos relevantes, cabe destacar que se
hace uso de la potestad que la Ley de Suelo otorga al le-
gislador autonómico para reducir las cesiones de aprove-
chamiento donde la rentabilidad sea menor, que en Casti-
lla y León se identifican con conjuntos históricos y nú-
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cleos rurales. Por otro lado, no es bueno para la seguri-
dad jurídica ni para la sensación subjetiva de justicia
multiplicar ad hoc los regímenes de cesión; de ahí que se
mantenga el 10 por ciento del aprovechamiento en suelo
urbano no consolidado y urbanizable, con las excepcio-
nes citadas. El mismo porcentaje se aplicará en las actua-
ciones de dotación, que en la lógica de nuestro sistema se
identifican con los incrementos de aprovechamiento en
suelo urbano consolidado, pero aclarando que la cesión
se aplicará como porcentaje del aumento, no del aprove-
chamiento inicial, y sólo sobre aumentos futuros, pues la
Ley no tiene efecto retroactivo.

Otros ejemplos de simplificación son los siguientes:
los usos provisionales en suelo urbanizable no tienen por
qué distinguirse de los usos excepcionales en suelo rústi-
co, salvo en la garantía de su propia provisionalidad; se
unifican las reglas para la constitución y funcionamiento
de las entidades urbanísticas colaboradoras, entre las
cuales resultaban atípicas precisamente las más comu-
nes; se eliminan las complejas reglas para el tratamiento
de los bienes de uso y dominio público preexistentes; y
se designa al Registro de la Propiedad como criterio para
identificar a los propietarios a efectos de los trámites ur-
banísticos. Por último, se derogan en pro de la seguridad
jurídica las determinaciones de instrumentos de planea-
miento y gestión en vigor que resultan claramente con-
trarias al nuevo régimen legal, identificando, al efecto,
algunas cuestiones de gran relevancia, relativas a los de-
rechos y deberes urbanísticos y al carácter abierto de la
gestión urbanística.

En consecuencia, de acuerdo con la atribución com-
petencial efectuada en la Constitución y en el Estatuto de
Autonomía de Castilla y León, se dicta esta Ley:

Artículo 1.- Reforma del Título Preliminar de la Ley de
Urbanismo de Castilla y León.

El Título Preliminar de la Ley de Urbanismo de Cas-
tilla y León se modifica en los siguientes términos:

Uno. El párrafo primero del artículo 4 queda redacta-
do del siguiente modo:

“En aplicación de los principios constitucionales
de la política económica y social, desarrollados en la
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, la actividad urba-
nística pública se orientará a la consecución de los si-
guientes objetivos:”

Dos. Se modifica el apartado b) del artículo 4 y se
añade un nuevo apartado e) a este artículo que quedan
redactados del siguiente modo:

“b) Establecer una ordenación urbanística para los
municipios de Castilla y León, guiada por el principio de
desarrollo sostenible, que favorezca:

1º. El desarrollo territorial y urbano equilibrado y so-
lidario, basado en el uso racional de los recursos natura-

les y orientado a la articulación e integración del término
municipal a escala de Castilla y León, de España y de la
Unión Europea.

2º. El progreso social y económico, mediante la mo-
dernización de infraestructuras y equipamientos y la re-
gulación del uso del suelo para favorecer la funcionali-
dad del tejido productivo, la atracción de nuevas inver-
siones y la capacidad para incorporar las innovaciones
tecnológicas.

3º. El cumplimiento del derecho constitucional a dis-
frutar de una vivienda digna, adecuada y accesible para
todas las personas, libre de ruido y otras inmisiones con-
taminantes, y emplazada en un entorno urbano adecuado.

4º. La cohesión social de la población, mediante la
mezcla equilibrada de usos, actividades y grupos socia-
les, la integración de los sistemas e infraestructuras de
transporte y la previsión de las dotaciones necesarias en
condiciones óptimas de accesibilidad y funcionalidad.

5º. La mejora de la calidad de vida de la población,
mediante la prevención de riesgos naturales y tecnológi-
cos, la prestación de servicios esenciales, el control de
densidad y la rehabilitación de áreas urbanas degradadas.

6º. La igualdad de trato y de oportunidades para todas
las personas, mediante el libre acceso a la información,
el fomento de la participación social y la sensibilidad con
las peculiaridades locales y los grupos sociales menos fa-
vorecidos.

7º. La protección del medio ambiente, incluida la
conservación y, en caso necesario, la recuperación y me-
jora del aire, el agua, los espacios naturales, la fauna, la
flora y en general de las condiciones ambientales ade-
cuadas.

8º. La prevención de la contaminación y la limitación
de sus efectos sobre la salud y el medio ambiente, fo-
mentando el transporte público, la movilidad sostenible,
la eficiencia energética, las energías renovables y el de-
sarrollo urbano compacto.

9º. La protección del patrimonio cultural y del paisa-
je, mediante la conservación y recuperación del patrimo-
nio arqueológico, los espacios urbanos relevantes, los
elementos y tipos arquitectónicos singulares y los demás
bienes de interés cultural.

10º. La protección del medio rural, incluida la preser-
vación y puesta en valor del suelo rústico, los paisajes de
interés cultural e histórico, el patrimonio etnológico y las
formas tradicionales de ocupación humana del territorio.

11º. La mejora de la calidad urbana, mediante normas
que favorezcan la continuidad y armonía del espacio ur-
bano e impidan una inadecuada concentración de usos o
actividades, o la abusiva repetición de soluciones urba-
nísticas.
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e) Impedir la especulación del suelo, en cuanto perju-
dica el acceso a la vivienda, la creación de suelo para ac-
tividades productivas y la disposición de nuevas dotacio-
nes urbanísticas.”

Artículo 2.- Reforma del Título I de la Ley de Urbanismo
de Castilla y León.

El Título I de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno. El apartado 2 del artículo 10 queda redactado
del siguiente modo:

“2. La clasificación del suelo será realizada por los
instrumentos de planeamiento general o por los instru-
mentos de ordenación del territorio habilitados para ello
en su legislación específica.”

Dos. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 10 que
queda redactado del siguiente modo:

“3. A efectos de la aplicación de la Ley 8/2007, de 28
de mayo, de Suelo, se entiende que:

a) Se encuentran en la situación básica de suelo rural
los terrenos clasificados como suelo rústico y los que
tengan dicha condición conforme al artículo 30, así como
los terrenos clasificados como suelo urbanizable, hasta la
recepción de la urbanización.

b) Se encuentran en la situación básica de suelo urba-
nizado los terrenos clasificados como suelo urbano y los
que tengan dicha condición conforme al artículo 30, así
como los terrenos clasificados como suelo urbanizable,
una vez recibida la urbanización.”

Tres. El articulo 11 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 11. Suelo urbano.

Se clasificarán como suelo urbano los terrenos inte-
grados de forma legal y efectiva en la red de dotaciones
y servicios de un núcleo de población, y que, por tanto,
cuenten con acceso público integrado en la malla urbana,
abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de
energía eléctrica, en condiciones suficientes y adecuadas
para servir a las construcciones e instalaciones que per-
mita el planeamiento urbanístico.”

Cuatro. El párrafo primero del artículo 12 pasa a ser
el apartado primero de dicho artículo y se modifica el
apartado b) que pasa a ser la letra b) del apartado 1, re-
dactados del siguiente modo:

“1. En el suelo urbano, el planeamiento general podrá
distinguir las siguientes categorías:

b) Suelo urbano no consolidado, constituido por los
demás terrenos que se puedan clasificar como suelo ur-
bano. En particular, se incluirán en esta categoría:

1º. Los terrenos urbanos en los que sean precisas ac-
tuaciones de urbanización, reforma interior u obtención

de dotaciones urbanísticas, que deban ser objeto de equi-
distribución o reparcelación.

2º. Los terrenos urbanos donde se prevea una ordena-
ción sustancialmente diferente de la vigente, y al menos
aquellos donde se prevea un aumento del número de vi-
viendas o de la superficie o volumen edificables con des-
tino privado, superior al 30 por ciento respecto de la or-
denación antes vigente.”

Cinco. Se añade un nuevo apartado 2 al artículo 12
que queda redactado del siguiente modo:

“2. El suelo urbano no consolidado se agrupará en
sectores, en los que la ordenación detallada podrá ser es-
tablecida por los instrumentos citados en el artículo 10 o
ser remitida al planeamiento de desarrollo.”

Seis. El artículo 13 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 13. Suelo urbanizable.

1. Se clasificarán como suelo urbanizable los terrenos
que cumplan simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Que su transformación en suelo urbano se conside-
re justificada a la vista de las demandas de suelo para
usos residenciales, dotacionales o productivos.

b) Que sean colindantes al suelo urbano de un núcleo
de población. Este requisito puede excusarse de forma
justificada, y con las limitaciones que se señalen regla-
mentariamente:

1º. Cuando el uso predominante sea industrial.

2º. Cuando los terrenos estén separados del suelo ur-
bano por otros sectores de suelo urbanizable o por terre-
nos protegidos por la legislación sectorial.

3º. Cuando se trate de actuaciones previstas en un
instrumento de ordenación del territorio.

2. Asimismo podrán clasificarse como suelo urbani-
zable terrenos que, cumpliendo requisitos para ser clasi-
ficados como suelo rústico conforme a la legislación sec-
torial o al artículo 15, sea conveniente calificar como sis-
tema general de espacios protegidos a efectos de su
obtención para el uso público. Estos terrenos no podrán
ser urbanizados. Los efectos de la clasificación se limita-
rán a las actuaciones necesarias para su obtención y en
su caso recuperación y adecuación, en el marco de la
normativa que los proteja.

3. El suelo urbanizable se agrupará en sectores, en los
que la ordenación detallada podrá ser establecida por los
instrumentos citados en el artículo 10 o ser remitida al
planeamiento de desarrollo.”

Siete. El párrafo primero del artículo 15 queda redac-
tado del siguiente modo:

“Se clasificarán como suelo rústico los terrenos que
no se clasifiquen como suelo urbano o urbanizable, y al
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menos los que deban preservarse de la urbanización, en-
tendiendo como tales:”

Ocho: Las letras b) y g) del apartado 1 del artículo 16
quedan redactadas del siguiente modo:

“b) Suelo rústico de entorno urbano, constituido por
los terrenos contiguos al suelo urbano o urbanizable que
el planeamiento estime necesario proteger para no com-
prometer su desarrollo futuro, para preservar el paisaje y
las perspectivas tradicionales, para asegurar una transi-
ción armónica del medio urbano al natural o para favore-
cer actividades vinculadas al ocio compatibles con su na-
turaleza rústica.

g) Suelo rústico con protección natural, constituido por:

1º. Los ámbitos que deban ser objeto de especial
protección conforme a la legislación sobre espacios na-
turales.

2º. Las vías pecuarias, salvo si ya forman parte del
suelo urbano o urbanizable, o se autorice un trazado al-
ternativo.

3º. Los terrenos definidos en la normativa de aguas
como dominio público hidráulico, cauces de corrientes
naturales continuas y discontinuas, lechos de lagos, lagu-
nas, zonas húmedas y embalses superficiales, y zonas de
servidumbre de las riberas.

4º. Los demás terrenos que se estime necesario prote-
ger para preservar o regenerar el suelo, la fauna, la flora
o las masas forestales, o porque deban ser objeto de res-
tauración ambiental, o por cualesquiera otros valores na-
turales acreditados, presentes o pasados.”

Nueve. Se añaden dos nuevas letras, i) y j) al aparta-
do 1 del artículo 16 que quedan redactadas del siguiente
modo:

“i) Suelo rústico de actividades extractivas, constitui-
do por los terrenos que el planeamiento estime necesario
reservar para tal finalidad.

j) Suelo rústico de asentamiento irregular, constituido
por los terrenos parcelados u ocupados por edificaciones
mediante procesos ajenos al marco normativo vigente en
su momento.”

Diez. Se modifica la rúbrica del artículo 17 que queda
redactado del siguiente modo:

“Artículo 17. Derechos en suelo urbano o urbanizable
con ordenación detallada.”

Once. El apartado 1 del artículo 17 queda redactado
del siguiente modo:

“1. Los propietarios de terrenos clasificados como
suelo urbano o urbanizable que tengan ordenación deta-
llada, tienen derecho a urbanizar sus parcelas para que
alcancen o recuperen la condición de solar, y a edificar
sus solares, en las condiciones que señale en cada caso la
normativa urbanística. En suelo urbano no consolidado y

urbanizable, el derecho a urbanizar se limita al de parti-
cipar en la ejecución de las actuaciones urbanísticas, en
un régimen de equitativa distribución de beneficios y
cargas entre todos los propietarios afectados en propor-
ción a su aportación.”

Doce. Las letras a) y b) del apartado 2 del artículo 17
quedan redactadas del siguiente modo:

“a) En suelo urbano consolidado, el aprovechamiento
real, resultante de aplicar las determinaciones del planea-
miento a la superficie bruta de sus parcelas. No obstante,
cuando una revisión o modificación del planeamiento in-
cremente dicho aprovechamiento, corresponderá a los
propietarios la suma del aprovechamiento original más el
90 por ciento del incremento.

b) En suelo urbano no consolidado y urbanizable con
ordenación detallada, el aprovechamiento que resulte de
aplicar a la superficie bruta de sus parcelas el 90 por
ciento del aprovechamiento medio del sector. No obstan-
te, se aplica íntegramente el aprovechamiento medio:

1º. En sectores incluidos totalmente en ámbitos de-
clarados Bien de Interés Cultural.

2º. En sectores de suelo urbano no consolidado de los
municipios con población inferior a 20.000 habitantes
sin Plan General de Ordenación Urbana.”

Trece. El apartado 3 del artículo 17 queda redactado
del siguiente modo:

“3. En suelo urbano consolidado, los propietarios ma-
terializarán su aprovechamiento sobre la superficie neta
de sus parcelas o sobre los solares que resulten de una
actuación aislada; y en suelo urbano no consolidado y ur-
banizable con ordenación detallada, sobre los solares que
resulten de una actuación integrada. Cuando no sea posi-
ble, serán compensados en la forma que se determine re-
glamentariamente.”

Catorce. El artículo 18 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 18. Deberes y limitaciones en suelo urbano
urbanizable con ordenación detallada.

1. Para ejercer los derechos definidos en el artículo
anterior, los propietarios de terrenos clasificados como
suelo urbano o urbanizable que cuenten con ordenación
detallada deben asumir como carga real la participación
en los deberes de la promoción de las actuaciones urba-
nísticas, que se desarrollan en el artículo 20. Asimismo
deben:

a) Permitir ocupar los bienes necesarios para la reali-
zación de las obras al urbanizador responsable de ejecu-
tar la actuación.

b) En suelo urbano no consolidado y urbanizable,
proceder al reparto equitativo de los beneficios y cargas
derivados del planeamiento.
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c) Edificar sus solares en los plazos y condiciones
que señalen el planeamiento y la licencia urbanísticas.

2. Los terrenos clasificados como suelo urbano o ur-
banizable con ordenación detallada no podrán ser desti-
nados a los usos permitidos por el planeamiento hasta
haber alcanzado la condición de solar, salvo que se auto-
rice la ejecución simultánea de la urbanización y la edifi-
cación, con las garantías que se determinen reglamenta-
riamente. En los mismos términos, se podrá autorizar la
ejecución de la urbanización por fases.”

Quince. El artículo 19 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 19. Régimen del suelo urbano o urbaniza-
ble sin ordenación detallada.

1. Los propietarios de terrenos clasificados como sue-
lo urbano o urbanizable que aún no tengan ordenación
detallada tienen derecho a promover su urbanización,
presentando al Ayuntamiento un instrumento de planea-
miento que establezca su ordenación detallada, tras cuya
aprobación se aplicará el régimen de derechos y deberes
definido en los artículos 17 y 18.

2. En suelo urbanizable, hasta que se apruebe el ins-
trumento citado en el apartado anterior, se aplicará el ré-
gimen del suelo rústico común. No obstante, los usos ex-
cepcionales citados en el artículo 23 sólo podrán autori-
zarse con carácter provisional, y si, cuando se apruebe la
ordenación detallada, resultaran incompatibles con ella,
habrán de cesar, con demolición de las obras vinculadas
a los mismos y sin indemnización alguna, disponiendo
de plazo hasta la entrada en vigor del Proyecto de Actua-
ción. La eficacia de la autorización, bajo las indicadas
condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes,
quedará supeditada a su constancia en el Registro de la
Propiedad.”

Dieciséis. El artículo 20 queda redactado del siguien-
te modo:

“Artículo 20. Deberes de la promoción de las actua-
ciones urbanísticas.

La promoción de las actuaciones urbanísticas com-
porta los siguientes deberes:

a) Entregar al Ayuntamiento los terrenos reservados
para dotaciones urbanísticas públicas. En suelo urbano
consolidado, la entrega se limita a los terrenos exteriores
a las alineaciones señaladas en el planeamiento. En suelo
urbano no consolidado y urbanizable, se incluirán los te-
rrenos destinados a sistemas generales, así como a la co-
nexión del sector con dichos sistemas generales y a la
ampliación o refuerzo de estos, de forma que se asegure
su correcto funcionamiento.

b) Entregar a la Administración actuante, con destino
al correspondiente patrimonio público de suelo, los terre-
nos aptos para materializar el aprovechamiento que exce-
da del correspondiente a los propietarios, libres de cargas

de urbanización. La Administración actuante puede ad-
mitir que dichos terrenos se sustituyan por su equivalente
en efectivo, previo convenio en el que se acredite que los
terrenos no pueden destinarse a la construcción de vi-
viendas con protección pública.

c) Costear y, en su caso, ejecutar todas las obras de
urbanización para que las parcelas alcancen o recuperen
la condición de solar, sin perjuicio del derecho al reinte-
gro de los gastos de instalación de las redes de servicios
con cargo a sus entidades prestadoras, conforme a la le-
gislación sectorial:

1º. En suelo urbano consolidado, este deber se limita
a las obras precisas para completar los servicios urbanos
y regularizar las vías públicas existentes.

2º. En suelo urbano no consolidado y urbanizable,
este deber incluye las obras precisas para conectar el
sector con los sistemas generales, así como para la am-
pliación o refuerzo de estos, de forma que se asegure su
correcto funcionamiento; entre dichas obras se entende-
rán incluidas las de potabilización, suministro y depura-
ción de agua que se requieran conforme a su legislación
reguladora y las infraestructuras de transporte público
que el planeamiento exija para promover la movilidad
sostenible.

d) Entregar al Ayuntamiento, junto con el suelo co-
rrespondiente, las obras e infraestructuras a que se refiere
la letra anterior cuando deban formar parte del dominio
público como soporte inmueble de las instalaciones pro-
pias de cualesquiera redes de dotaciones y servicios, así
como también dichas instalaciones cuando estén destina-
das a la prestación de servicios de titularidad pública.

e) Garantizar los derechos de realojo y retorno de los
ocupantes legales de viviendas que constituyan su resi-
dencia habitual, en las condiciones que se señalen re-
glamentariamente.

f) Indemnizar a los titulares de derechos sobre las
construcciones y edificaciones que deban ser demolidas
y las obras, instalaciones, plantaciones y sembrados que
no puedan conservarse.”

Diecisiete. El artículo 22 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 22. Condición de solar.

1. Tendrán la condición de solar las superficies de
suelo urbano consolidado legalmente divididas, aptas
para su uso inmediato conforme a las determinaciones
del planeamiento urbanístico, urbanizadas con arreglo a
las alineaciones, rasantes y normas técnicas establecidas
en aquél, y que cuenten con acceso por vía pavimentada
de uso y dominio público, y servicios urbanos de abaste-
cimiento de agua potable, evacuación de aguas residua-
les a red de saneamiento, suministro de energía eléctrica
y alumbrado público, así como con aquellos otros que
exija el planeamiento urbanístico, en condiciones de cau-
dal y potencia adecuadas a los usos permitidos. La con-
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dición de solar se extinguirá por el cambio de clasifica-
ción de los terrenos o por la obsolescencia o inadecua-
ción sobrevenida de la urbanización.

2. Los terrenos incluidos en suelo urbano no consoli-
dado y urbanizable sólo podrán alcanzar la condición de
solar cuando se hayan ejecutado y recibido conforme al
planeamiento urbanístico las obras de urbanización exi-
gibles, incluidas las necesarias para la conexión del sec-
tor con los sistemas generales existentes, y para la am-
pliación o el refuerzo de éstos, en su caso”.

Dieciocho. El párrafo primero del apartado 2 del artí-
culo 23 queda redactado del siguiente modo:

“2. Asimismo, en suelo rústico podrán autorizarse los
siguientes usos excepcionales, conforme al artículo 25 y
a las condiciones que se señalen reglamentariamente,
atendiendo a su interés público, a su conformidad con la
naturaleza rústica de los terrenos y a su compatibilidad
con los valores protegidos por la legislación sectorial:”

Diecinueve. La letra b) del apartado 1 del artículo 24
queda redactada del siguiente modo:

“b) Respetar el régimen mínimo de protección que se
señale reglamentariamente para cada categoría de suelo,
así como las demás condiciones que imponga la normati-
va sectorial o el planeamiento urbanístico, según las ca-
racterísticas específicas de cada uso y cada terreno.”

Veinte. El apartado 2 del artículo 24 queda redactado
del siguiente modo:

“2. En suelo rústico están prohibidas las parcelacio-
nes urbanísticas, entendidas como división simultánea o
sucesiva de terrenos en dos o más lotes, o cuotas indivi-
sas de los mismos que conlleven derecho de utilización
exclusiva, con el fin manifiesto o implícito de urbanizar-
los o edificarlos total o parcialmente. A tal efecto, en los
supuestos en los que la legislación agraria u otras normas
sectoriales permitan divisiones o segregaciones sin res-
petar la unidad mínima de cultivo, con finalidad cons-
tructiva, ésta quedará subordinada al régimen establecido
en esta Ley para mantener la naturaleza rústica de los te-
rrenos, y no podrá dar lugar a la implantación de servi-
cios urbanos o a la formación de nuevos núcleos de po-
blación.”

Veintiuno. El apartado 4 del artículo 24 queda redac-
tado del siguiente modo:

“4. En suelo rústico están prohibidas las obras de ur-
banización, salvo las necesarias para ejecutar infraestruc-
turas o sistemas generales previstos en la normativa sec-
torial o en el planeamiento urbanístico.”

Veintidós. El párrafo primero del apartado 1 del artí-
culo 25 queda redactado del siguiente modo:

“1. Los usos excepcionales en suelo rústico relacio-
nados en el artículo 23.2 se adscribirán reglamenta-
riamente, para cada categoría de suelo rústico, a alguno
de los siguientes regímenes:”

Veintitrés. El apartado 2 del artículo 25 queda redac-
tado del siguiente modo:

“2. El procedimiento para la autorización de los usos
excepcionales en suelo rústico se integrará en el regulado
en el artículo 99 para la obtención de las licencias urba-
nísticas, con las particularidades que se señalen regla-
mentariamente.”

Veinticuatro. La letra c) del apartado 3 del artículo 25
queda redactada del siguiente modo

“c) Vincular el terreno al uso una vez autorizado, ha-
ciendo constar en el Registro de la Propiedad esa vincu-
lación, así como su condición de indivisible en los su-
puestos que reglamentariamente se determine, y las limi-
taciones impuestas por la autorización.”

Veinticinco. El apartado a) del artículo 30 queda re-
dactado del siguiente modo:

“a) Tendrán la condición de suelo urbano los terrenos
que formen parte de un núcleo de población y cuenten
con acceso público integrado en la malla urbana, abaste-
cimiento de agua, saneamiento y suministro de energía
eléctrica.”

Artículo 3.- Reforma del Título II de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título II de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno. El párrafo primero del apartado 2 del artículo
33 y la letra b) de este apartado quedan redactados en los
siguientes términos:

“2. Los instrumentos de planeamiento general tie-
nen como objeto establecer la ordenación general, sin
perjuicio de que también puedan establecer la ordena-
ción detallada:

b) Normas Urbanísticas Municipales, cuya elabora-
ción es obligatoria en los municipios con población igual
o superior a 500 habitantes que no cuenten con Plan Ge-
neral de Ordenación Urbana, y potestativa en los demás
municipios.”

Dos. Se añaden dos nuevas letras c) y d) al apartado 2
del artículo 33, redactadas del siguiente modo:

“c) Normas Urbanísticas de Coordinación, que pue-
den elaborarse para los ámbitos donde sea conveniente
coordinar las determinaciones del planeamiento urbanís-
tico municipal.

d) Normas Urbanísticas Territoriales, que pueden ela-
borarse para los municipios sin planeamiento general
propio, donde sea conveniente desarrollar el régimen
previsto en los artículos 30 a 32.”

Tres. El párrafo primero del apartado 3 del artícu-
lo 33 queda redactado del siguiente modo:



7514 7 de Octubre de 2008 B.O. Cortes C. y L. N.º 123

“3. Los instrumentos de planeamiento de desarrollo
tienen como objeto establecer la ordenación detallada de
los sectores u otros ámbitos a los que se apliquen:”

Cuatro. El apartado 4 del artículo 33 queda redactado
del siguiente modo:

“4. Las determinaciones del planeamiento urbanístico
podrán también ser establecidas mediante el procedi-
miento de subrogación regulado en el artículo 59 o bien
mediante instrumentos de ordenación del territorio, cuan-
do concurran circunstancias de interés supralocal, tales
como ausencia de planeamiento municipal, necesidad de
viviendas con protección pública, de suelo para activida-
des productivas o de dotaciones urbanísticas públicas,
conveniencia de proteger el medio ambiente o el patri-
monio cultural, existencia de riesgos naturales o tecnoló-
gicos, u otras análogas.”

Cinco. El apartado 2 del artículo 34 queda redactado
del siguiente modo:

“2. El planeamiento orientará el crecimiento de los
núcleos de población a completar las tramas urbanas
existentes y a solucionar los problemas urbanísticos de
las áreas degradadas favoreciendo la reconversión y reu-
tilización de los inmuebles abandonados, con preferencia
a los procesos de extensión discontinua o exterior a los
núcleos. A tal efecto, salvo que los instrumentos de orde-
nación del territorio establezcan otros criterios, el plane-
amiento no podrá generar nuevos núcleos de población
ni modificar los existentes, de manera que se comprome-
ta la capacidad y funcionalidad de las redes de servicios
de interés general.”

Seis. El apartado 2 del artículo 35 queda redactado
del siguiente modo:

“2. Los sectores se definirán en el instrumento de pla-
neamiento general.”

Siete. Las letras b), c) y e) del apartado 1 del artículo
36 quedan redactadas del siguiente modo:

“b) En suelo urbano consolidado, cuando ya existan
más de 100 viviendas ó 15.000 metros cuadrados edifica-
bles por hectárea, el planeamiento no podrá contener de-
terminaciones de las que resulte un aumento del aprove-
chamiento o de la densidad de población totales.

c) En suelo urbano no consolidado y urbanizable, la
densidad de población y edificación respetará los si-
guientes límites:

1º. En núcleos de población con más de 20.000 habi-
tantes: de 30 a 70 viviendas y hasta 10.000 metros cua-
drados edificables por hectárea.

2º. En otros núcleos de población incluidos en muni-
cipios con Plan General de Ordenación Urbana: de 20 a
50 viviendas, y hasta 7.500 metros cuadrados edificables
por hectárea.

3º. En los demás núcleos de población: de 10 a 30 vi-
viendas, y hasta 5.000 metros cuadrados edificables por
hectárea.

4º. En suelo urbano no consolidado se podrán esta-
blecer densidades que no cumplan estos límites, cuando
se trate de actuaciones de reforma interior con las finali-
dades que reglamentariamente se determinen, así como
donde se justifique la conveniencia de respetar los pará-
metros de la edificación tradicional, en especial en el in-
terior o en el entorno de los Conjuntos Históricos y en
las zonas donde se constate la existencia histórica de po-
blamiento disperso.

e) Para la aplicación de las normas anteriores:

1º. Se excluirán de las superficies de referencia los
terrenos reservados para sistemas generales.

2º. No se tendrá en cuenta la edificabilidad destinada
a dotaciones urbanísticas públicas.

3º. Reglamentariamente se identificarán otros usos no
lucrativos que el planeamiento pueda eximir del cómputo
de edificabilidad, así como los usos a los que puedan
aplicarse coeficientes reductores a fin de incentivar su
implantación.”

Ocho. La letra d) del apartado 1 del artículo 38 queda
redactada del siguiente modo:

“d) Equipamientos: sistema de construcciones, insta-
laciones y espacios asociados, destinados a la prestación
de servicios sanitarios, sociales, educativos, culturales,
deportivos, administrativos, logísticos, religiosos, de alo-
jamiento de integración, de seguridad, de ocio y otros
que se consideren necesarios.”

Nueve. Se añade una nueva letra e) al apartado 1 del
artículo 38 que queda redactada del siguiente modo:

“e) Espacios protegidos: sistema de espacios protegi-
dos por la normativa sectorial que sea conveniente inte-
grar en la red de dotaciones urbanísticas.”

Diez. Las letras a) y b) del apartado 2 del artículo 38
quedan redactadas del siguiente modo:

“a) El planeamiento fijará índices de variedad urbana
en suelo urbano no consolidado y urbanizable, consis-
tentes en reservas para usos y tipologías no predominan-
tes cuyos mínimos se determinarán reglamentariamente.

b) El planeamiento deberá reservar para viviendas
con protección pública del 30 al 80 por ciento de la edifi-
cabilidad residencial de cada sector de suelo urbano no
consolidado y suelo urbanizable. No obstante, de forma
excepcional y justificada, el planeamiento general podrá:

1º. En suelo urbano no consolidado, reducir la reser-
va al 10 por ciento en determinados sectores de los mu-
nicipios con Plan General de Ordenación Urbana y excu-
sarla en determinados sectores de los demás municipios,
justificándolo en el cumplimiento de los objetivos muni-



75157 de Octubre de 2008B.O. Cortes C. y L. N.º 123

cipales en materia de vivienda y en las circunstancias del
municipio y del sector.

2º. En suelo urbanizable, reducir la reserva al 20 por
ciento en determinados sectores de los municipios con
Plan General de Ordenación Urbana y al 10 por ciento en
determinados sectores de los demás municipios. A tal
efecto se aplicarán los criterios señalados en el apartado
anterior, justificando, en todo caso, el cumplimiento de
la reserva del 30 por ciento de la edificabilidad residen-
cial para el conjunto del suelo urbanizable del ámbito de
planeamiento general, con una distribución respetuosa
con el principio de cohesión social.”

Once. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 38
que queda redactado del siguiente modo:

“4. Los terrenos clasificados como suelo urbano no
consolidado y suelo urbanizable mantendrán sus estánda-
res dotacionales incluso tras convertirse en suelo urbano
consolidado. No obstante, transcurridos ocho años desde
la recepción de la urbanización, los terrenos calificados
como equipamiento público que aún estuvieran sin uso
podrán destinarse a equipamiento privado, previo ofreci-
miento a la Junta de Castilla y León y con un máximo
del 50 por ciento de la reserva original.”

Doce. El artículo 40 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 40. Objeto.

El Plan General de Ordenación Urbana tiene por ob-
jeto establecer la ordenación general para todo el término
municipal, y la ordenación detallada en todo el suelo ur-
bano consolidado, así como en los sectores de suelo ur-
bano no consolidado y suelo urbanizable en los que se
considere oportuno habilitar su ejecución directa sin ne-
cesidad de planeamiento de desarrollo.”

Trece. Se añade un epígrafe 5º al apartado c) del artí-
culo 41, redactado del siguiente modo:

“5º Sistema general de espacios protegidos.”

Catorce. Los apartados e) y f) del artículo 41 quedan
redactados del siguiente modo:

“e) En suelo urbano no consolidado y urbanizable,
delimitación de sectores, indicando su densidad máxima
y mínima, los usos predominantes, compatibles y prohi-
bidos, los sistemas generales y otras dotaciones urbanís-
ticas incluidas, en su caso, y el plazo para aprobar la or-
denación detallada, salvo cuando la misma venga esta-
blecida directamente en el Plan General.

f) Delimitación de reservas para ampliar los patrimo-
nios públicos de suelo.”

Quince. El apartado 2 del artículo 42 queda redactado
del siguiente modo:

“Asimismo, el Plan General podrá también establecer
las determinaciones de ordenación detallada citadas en el
número anterior en los sectores de suelo urbano no con-

solidado y suelo urbanizable, con las siguientes particu-
laridades, que se desarrollarán reglamentariamente:

a) Para el conjunto de los sistemas locales de espa-
cios libres públicos y equipamientos públicos se reserva-
rán al menos 25 metros cuadrados por cada 100 metros
cuadrados construibles en suelo urbano no consolidado,
y 35 metros cuadrados por cada 100 metros cuadrados
construibles en suelo urbanizable, todos ellos de titulari-
dad y uso público.

b) Se preverán dos plazas de aparcamiento, al menos
una de ellas de uso público, por cada 100 metros cuadra-
dos construibles. Reglamentariamente, se determinarán
los usos vinculados al transporte compatibles con esta re-
serva, y las reducciones admisibles de la misma en fun-
ción del uso y demás características del sector.

c) A efectos de la gestión urbanística, para cada sec-
tor se calculará el aprovechamiento medio y se delimita-
rán las unidades de actuación, con las reglas que se seña-
len reglamentariamente. Las unidades podrán ser modifi-
cadas en el Proyecto de Actuación.”

Dieciséis. La rúbrica del Capítulo III del Título II
será NORMAS URBANÍSTICAS.

Diecisiete. El artículo 43 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 43. Objeto.

1. Las Normas Urbanísticas Municipales tienen por
objeto establecer la ordenación general para todo el tér-
mino municipal, y la ordenación detallada en todo el sue-
lo urbano consolidado, así como en los sectores de suelo
urbano no consolidado y suelo urbanizable en los que se
considere oportuno habilitar su ejecución directa sin ne-
cesidad de planeamiento de desarrollo.

2. Las Normas Urbanísticas de Coordinación tienen
por objeto coordinar y armonizar todas o algunas de las
determinaciones del planeamiento urbanístico de los mu-
nicipios de su ámbito, entre sí y con la planificación sec-
torial y los instrumentos de ordenación del territorio.

3. Las Normas Urbanísticas Territoriales tienen por
objeto establecer las determinaciones de planeamiento
urbanístico que sean necesarias en los municipios sin
planeamiento general propio.”

Dieciocho. El artículo 44 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 44. Determinaciones.

1. Las Normas Urbanísticas Municipales establecerán
las determinaciones de ordenación general y detallada ci-
tadas en los artículos 41 y 42, con las modulaciones que
reglamentariamente se determinen para simplificar su re-
dacción y reducir las reservas dotacionales según las ca-
racterísticas del municipio. En particular:
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a) No será obligatorio distinguir sistemas generales y
locales, ni delimitar reservas para ampliar los patrimo-
nios públicos de suelo.

b) La reserva para aparcamientos se limitará a una
plaza de uso público por cada 100 metros cuadrados
construibles.

c) Para el conjunto de los sistemas locales de espa-
cios libres públicos y equipamientos públicos se reserva-
rán al menos 20 metros cuadrados por cada 100 metros
cuadrados construibles en suelo urbano no consolidado,
y 30 metros cuadrados por cada 100 metros cuadrados
construibles en suelo urbanizable, todos ellos de titulari-
dad y uso público.

2. Las Normas Urbanísticas de Coordinación estable-
cerán las determinaciones de ordenación general y deta-
llada precisas para cumplir su función coordinadora y ar-
monizadora, que puede ser de alcance total o parcial res-
pecto de las previsiones del planeamiento municipal, en
función de las necesidades del ámbito. En caso necesario
podrán modificar las determinaciones del planeamiento
municipal que estuvieran vigentes, en función de intere-
ses y competencias de ámbito supralocal.

3. Las Normas Urbanísticas Territoriales establecerán
las determinaciones de ordenación general y detallada
precisas para conseguir una ordenación urbanística bási-
ca en los municipios sin planeamiento general propio.”

Diecinueve. El apartado 1 del artículo 46 queda re-
dactado del siguiente modo:

“1. Los Planes Parciales tienen por objeto establecer
la ordenación detallada de los sectores de suelo urbaniza-
ble o bien modificar o completar, en su caso, la ordena-
ción detallada ya establecida por el planeamiento gene-
ral.”

Veinte. El apartado 4 del artículo 46 queda redactado
del siguiente modo:

“4. Los Planes Parciales deberán definir con preci-
sión los sistemas generales y demás dotaciones urbanísti-
cas necesarias para su desarrollo, incluidas las obras de
conexión con las dotaciones ya existentes, y las de am-
pliación o refuerzo de éstas que sean precisas para asegu-
rar su correcto funcionamiento. Asimismo incluirán las
medidas necesarias para la integración del sector en su
entorno y para la protección del medio ambiente.”

Veintiuno. El apartado 4 del artículo 50 queda redac-
tado del siguiente modo:

“4. Durante la elaboración del planeamiento el Ayun-
tamiento podrá elaborar y exponer al público Avances
expresivos de sus objetivos y propuestas generales. El
Avance será obligatorio para los instrumentos sometidos
a evaluación ambiental, y tendrá la consideración de do-
cumento inicial a efectos de las fases de consulta previa
y elaboración del documento de referencia.”

Veintidós. El apartado 1 del artículo 52 queda redac-
tado del siguiente modo:

“1. Corresponde al Ayuntamiento acordar la aproba-
ción inicial de los instrumentos de planeamiento urbanís-
tico, debiendo abrir inmediatamente un periodo de infor-
mación pública, que se desarrollará conforme a lo dis-
puesto en el artículo 142. Este periodo podrá usarse para
satisfacer las exigencias de publicidad de la legislación
sectorial, siempre que cumpla los requisitos establecidos
en cada caso.”

Veintitrés. El apartado 2 del artículo 52 queda redac-
tado del siguiente modo:

“2. A tal efecto, el Ayuntamiento publicará anuncios
al menos en el Boletín Oficial de Castilla y León, en uno
de los diarios de mayor difusión en la provincia y en su
página Web, o en su defecto en la página Web de la Di-
putación Provincial. La duración del periodo de informa-
ción pública será:

a) De dos a tres meses para el planeamiento general y
sus revisiones, así como para los demás instrumentos de
planeamiento urbanístico sometidos a evaluación am-
biental.

b) De uno a tres meses para los demás instrumentos
de planeamiento urbanístico.”

Veinticuatro. El apartado 4 del artículo 52 queda re-
dactado del siguiente modo:

“4. Respecto del documento dispuesto para su apro-
bación inicial, previamente al acuerdo, el Ayuntamiento
deberá recabar los informes exigidos por la legislación
sectorial del Estado y de la Comunidad Autónoma, así
como los informes de la Diputación Provincial y del ór-
gano urbanístico de la Comunidad Autónoma que re-
glamentariamente se determine. Este último será vincu-
lante dentro del ámbito competencial de la Comunidad
Autónoma en materia de urbanismo y ordenación del te-
rritorio. Respecto de los informes citados se aplicarán las
siguientes reglas, salvo cuando la legislación del Estado
señale otras diferentes:

a) Con la solicitud de informe se adjuntará un ejem-
plar completo del instrumento en formato digital.

b) Los informes serán vinculantes cuando así lo de-
termine la legislación sectorial, pero sólo dentro del ám-
bito competencial que justifique su emisión. Su carácter
desfavorable, en su caso, se hará constar expresa y moti-
vadamente.

c) No serán exigibles al Ayuntamiento documentos
cuya elaboración corresponda al órgano informante, ni
su ausencia será causa de interrupción del plazo para la
emisión de informes.

d) El plazo para la emisión de los informes será de
tres meses desde la recepción de la solicitud, salvo cuan-
do la normativa sectorial señale otro diferente. Transcu-
rrido el plazo sin que el informe haya sido notificado al
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Ayuntamiento, se podrá continuar el procedimiento. Los
informes notificados después de dicho plazo podrán no
ser tenidos en cuenta.

e) No será exigible un segundo informe cuando el
Ayuntamiento se limite a cumplir lo prescrito en el pri-
mero. En otro caso, el segundo y ulteriores informes no
podrán disentir del primero respecto de lo que no haya
sido modificado, ni podrán exigir documentación u otras
condiciones que no se hayan requerido en el primero.”

Veinticinco. El apartado 5 del artículo 52 queda re-
dactado del siguiente modo:

“5. A la vista del resultado de la información pública
y de los informes citados en el apartado anterior, cuando
los cambios que procedan impliquen una alteración sus-
tancial de la ordenación general, sin que pueda entender-
se como tal la simple alteración de una o varias de sus
determinaciones o de la ordenación detallada, el Ayunta-
miento abrirá un nuevo período de información pública
de un mes de duración, en el que no será necesario soli-
citar los informes citados en el número anterior.”

Veintiséis. Se añade un nuevo artículo 52 bis al Capí-
tulo V del Título II, redactado del siguiente modo:

“Artículo 52 bis. Trámite ambiental.

1. Conforme a la legislación básica del estado en la
materia, serán objeto de evaluación ambiental los instru-
mentos de planeamiento general que puedan tener efec-
tos significativos sobre el medio ambiente, entendiendo
como tales:

a) Los instrumentos de planeamiento general y sus
revisiones, en todo caso.

b) Las modificaciones de instrumentos de planea-
miento general en las que concurran alguna de las si-
guientes circunstancias:

1º. Que clasifiquen suelo urbano o urbanizable no co-
lindante con el suelo urbano de un núcleo de población
existente, salvo que el uso predominante sea industrial.

2º. Que modifiquen la clasificación de vías pecuarias,
montes de utilidad pública, zonas húmedas catalogadas o
terrenos clasificados como suelo rústico con protección
natural.

3º. Que modifiquen la clasificación de suelo en Es-
pacios Naturales Protegidos o en espacios de la Red Na-
tura 2000, salvo si la Consejería de Medio Ambiente
considera que no existe una afección significativa sobre
los mismos.

4º. Que se incremente más de un 20 % la superficie
conjunta de suelo urbano y urbanizable respecto de la or-
denación anterior. Si el uso predominante es industrial,
sólo se requerirá evaluación ambiental si además el ám-
bito es mayor de 50 hectáreas.

2. Serán objeto de evaluación de impacto ambiental
los instrumentos de planeamiento con ordenación deta-

llada, incluidas sus revisiones y modificaciones, cuando
así lo dispongan la legislación ambiental o los instru-
mentos de ordenación del territorio, así como los que or-
denen terrenos incluidos en la Red Ecológica Europea
Natura 2000 o en suelo rústico con protección natural,
salvo si afectan exclusivamente al suelo urbano.

3. Reglamentariamente se adaptarán al planeamiento
urbanístico los procedimientos de evaluación ambiental
y evaluación de impacto ambiental previstos en la legis-
lación sectorial.”

Veintisiete. Se modifica la rúbrica del artículo 53 que
queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 53. Suspensión de licencias y otros proce-
dimientos”.

Veintiocho. El apartado 1 del artículo 53 queda re-
dactado del siguiente modo:

“1. El acuerdo de aprobación inicial de los instru-
mentos de planeamiento determinará la suspensión del
otorgamiento de las licencias urbanísticas que se señalen
reglamentariamente según el tipo de instrumento, y de
las demás que el Ayuntamiento estime procedente, en las
áreas donde se prevea alterar el régimen urbanístico vi-
gente. El acuerdo se notificará a los solicitantes de licen-
cias pendientes de resolución, indicando su derecho a in-
demnización por los gastos realizados en concepto de
proyectos y tasas. En los mismos términos se suspenderá
la tramitación de otros instrumentos de planeamiento y
gestión urbanística.”

Veintinueve. El apartado 1 del artículo 54 queda re-
dactado del siguiente modo:

“1. A la vista del resultado de los trámites anteriores,
y antes de doce meses desde la publicación del acuerdo
de aprobación inicial, el Ayuntamiento resolverá motiva-
damente sobre las alegaciones presentadas y acordará la
aprobación provisional, señalando los cambios que pro-
cedan respecto de lo aprobado inicialmente. El acuerdo
se notificará a los organismos que hayan emitido infor-
mes y a quienes hayan presentado alegaciones durante el
período de información pública.”

Treinta. Se añade una letra d) al apartado 2 del artí-
culo 54 que queda redactado del siguiente modo:

“d) La denegación de la aprobación cuando las de-
ficiencias no sean subsanables o requieran la tramitación
de un nuevo procedimiento.”

Treinta y uno. El párrafo primero del apartado 2 del
artículo 55 queda redactado del siguiente modo:

“2. La aprobación definitiva de los Planes Parciales y
de los Planes Especiales que se ajusten a las previsiones
del planeamiento general corresponde:”

Treinta y dos. Se añade un nuevo artículo 55 bis al
Capítulo V del Título II, redactado del siguiente modo:
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“Artículo 55 bis. Aprobación de planeamiento supra-
municipal.

Para las Normas Urbanísticas de Coordinación y las
Normas Urbanísticas Territoriales, así como para los Pla-
nes Especiales que afecten a varios términos municipales
o que no se ajusten a las previsiones del planeamiento
general, se aplicará lo previsto en los artículos 50 a 54,
sustituyendo las referencias al Ayuntamiento por la Con-
sejería competente en materia de urbanismo, que podrá
actuar de oficio o a propuesta de la Diputación Provin-
cial o de los municipios interesados.”

Treinta y tres. El artículo 57 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 57. Revisión.

1. Se entiende por Revisión del planeamiento gene-
ral la total reconsideración de la ordenación general vi-
gente. En particular, debe seguirse este procedimiento
cuando se pretenda aumentar la superficie de suelo ur-
bano y urbanizable o la previsión del número de vivien-
das de un término municipal en más de un 50 por ciento
respecto de la ordenación anterior, bien aisladamente o
en unión de las modificaciones aprobadas en los últi-
mos cuatro años.

2. La aprobación definitiva de la Revisión producirá
la sustitución del instrumento revisado. En cuanto a de-
terminaciones y procedimiento, se ajustará a lo dispuesto
en los artículos anteriores para el propio planeamiento
general.”

Treinta y cuatro. Las letras a), b), c) y d) del apartado
3 del artículo 58 quedan redactadas del siguiente modo:

“a) En los municipios con Plan General de Ordena-
ción Urbana adaptado a esta Ley, corresponde al Ayunta-
miento la aprobación definitiva de las modificaciones de
planeamiento que no afecten a la ordenación general vi-
gente, conforme a lo previsto en el artículo 55.2.a).

b) En todos los municipios, corresponde al Ayunta-
miento la aprobación definitiva de las modificaciones
de planeamiento de cualquier tipo cuyo único objeto
sea alterar la delimitación de las unidades de actuación
o los plazos para cumplir deberes urbanísticos, confor-
me a lo previsto en el artículo 55.2.a), no siendo pre-
ceptivo lo dispuesto en los artículos 52 (apartados 4 y
5), 52 bis y 53.

c) La aprobación de las modificaciones que afecten a
espacios libres públicos o equipamientos públicos, exis-
tentes o previstos en el planeamiento, requerirá la susti-
tución de los que se eliminen por otros de superficie y
funcionalidad similar.

d) La aprobación de las modificaciones que aumen-
ten el volumen edificable o la densidad de población, o
que cambien el uso del suelo, requerirá un incremento
proporcional de las dotaciones urbanísticas públicas en el

entorno próximo, y que se haga constar la identidad de
los propietarios o titulares de otros derechos reales sobre
las fincas afectadas durante los cinco años anteriores a la
aprobación inicial de la modificación.”

Treinta y cinco. El artículo 59 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 59. Subrogación.

Procederá la subrogación de la Comunidad Autóno-
ma en las competencias municipales de elaboración y
aprobación del planeamiento urbanístico, de oficio o a
instancia de quienes se sientan afectados por la inactivi-
dad administrativa:

a) Si una vez transcurridos los plazos para el cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 33.2 y en las dispo-
siciones transitorias, el Ayuntamiento no lo hubiera lle-
vado a efecto.

b) En los supuestos previstos en el artículo 33.4.

c) Si una vez transcurridos los plazos previstos en los
artículos 52, 54, 55 y 56, no se hubieran cumplimentado
los trámites establecidos en éstos.”

Treinta y seis. El artículo 60 queda redactado del si-
guiente modo:

“Artículo 60. Ejecutividad.

Los instrumentos de planeamiento urbanístico serán
ejecutivos y entrarán en vigor al día siguiente de la pu-
blicación de su acuerdo de aprobación definitiva en el
Boletín Oficial de Castilla y León, con los requisitos es-
tablecidos en el artículo siguiente.”

Treinta y siete. El apartado 2 del artículo 61 queda
redactado del siguiente modo:

“2. La Administración competente para la aprobación
definitiva deberá publicar el acuerdo en el Boletín Ofi-
cial de Castilla y León y en su página Web, o en su de-
fecto en la página Web de la Diputación Provincial. A
efectos del artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases del Régimen Local, como anexo
al acuerdo se publicarán en el Boletín Oficial de Castilla
y León la memoria vinculante y las normas urbanísticas
del instrumento aprobado, entendiendo como tales exclu-
sivamente los documentos escritos de carácter normati-
vo; asimismo se publicará una relación de los demás do-
cumentos que integren el instrumento aprobado y la do-
cumentación exigida en la legislación ambiental.”

Treinta y ocho. Se añade un nuevo apartado 4 al artí-
culo 64 que queda redactado del siguiente modo:

“4. A efectos de la aplicación de la Ley 8/2007, de 28
de mayo, de Suelo, se entiende que la situación de “fuera
de ordenación” regulada en dicha Ley se corresponde
con la situación homónima y con la situación de discon-
formidad con el planeamiento reguladas en esta Ley.”
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Artículo 4.- Reforma del Título III de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título III de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León queda modificado en los siguientes términos:

Uno. El apartado 2 del artículo 65 queda redactado
del siguiente modo:

“2. En suelo urbano consolidado, la gestión urbanísti-
ca se efectuará mediante actuaciones aisladas, que se de-
sarrollarán sobre las parcelas existentes o sobre agrupa-
ciones de parcelas denominadas unidades de normaliza-
ción, conforme al artículo 71.”

Dos. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 65 que
queda redactado del siguiente modo:

“5. A efectos de la aplicación de la Ley 8/2007, de 28
de mayo, de Suelo, se entiende que:

a) Las “actuaciones de nueva urbanización” se co-
rresponden con las actuaciones integradas en suelo urba-
nizable.

b) Las “actuaciones de reforma o renovación de la ur-
banización” se corresponden con las actuaciones integra-
das en suelo urbano no consolidado.

c) Las “actuaciones de dotación” se corresponden
con las actuaciones aisladas y las modificaciones de pla-
neamiento que aumenten la edificabilidad o la densidad
en suelo urbano consolidado.

d) Los “instrumentos de distribución de beneficios y
cargas” se corresponden con los instrumentos de gestión
urbanística; en particular, el “proyecto de expropiación”
se corresponde también con el Proyecto de Actuación
cuando se aplique el sistema de expropiación.”

Tres. La letra b) del apartado 2 del artículo 67 queda
redactada del siguiente modo:

“b) Su constitución y estatutos serán aprobados por el
Ayuntamiento con el procedimiento que se señale re-
glamentariamente, que incluirá audiencia a los propieta-
rios. Adquirirán personalidad jurídica con la publicación
de los estatutos en el Boletín Oficial de Castilla y León y
su inscripción en el Registro de Urbanismo de Castilla y
León. La Consejería competente en materia de urbanis-
mo podrá aprobar modelos generales de estatutos, aplica-
bles sin necesidad de nueva tramitación y publicación si
lo admite una mayoría cualificada de los asociados.”

Cuatro. Se añade una nueva letra e) al apartado 2 del
artículo 67, que queda redactada del siguiente modo.

“e) No podrá acordarse la disolución de una entidad
urbanística colaboradora hasta que haya cumplido todos
sus compromisos de gestión urbanística.”

Cinco. El artículo 68 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 68. Ejecución de la urbanización.

1. La ejecución de la urbanización corresponde al ur-
banizador, que es la persona física o jurídica, pública o
privada, que, sea o no propietaria de los terrenos afecta-
dos por una actuación urbanística, contrae la responsabi-
lidad de su ejecución, asume las obligaciones estableci-
das en los instrumentos de planeamiento y gestión urba-
nística y financia los gastos de urbanización, sin
perjuicio de la obligación de los propietarios de costear-
los, en su caso. La habilitación a particulares no propie-
tarios para el desarrollo de esta actividad deberá atribuir-
se mediante los sistemas previstos en esta Ley.

2. Son gastos de urbanización todos aquellos que pre-
cise la gestión urbanística, que se detallarán reglamenta-
riamente

3. Los gastos de urbanización y, en su caso, el canon
de urbanización, podrán satisfacerse de forma total o par-
cial mediante entrega de suelo edificable o de aprovecha-
miento de valor equivalente.”

Seis. Se añade un artículo 68 bis al Capítulo I del Tí-
tulo III, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 68 bis. Recepción y conservación de la ur-
banización.

1. Terminada la ejecución de la urbanización el
Ayuntamiento procederá a su recepción, conforme al
procedimiento que se señale reglamentariamente. El Re-
glamento fijará un plazo previo de entre 1 y 6 meses, se-
gún las características de la actuación para que el Ayun-
tamiento compruebe las obras y, en su caso, requiera al
urbanizador para que subsane las deficiencias observa-
das. Transcurrido dicho plazo sin que el urbanizador re-
ciba el requerimiento, la urbanización se entenderá reci-
bida por silencio.

2. La urbanización tendrá un plazo de garantía de un
año a contar desde el día siguiente a la recepción, duran-
te el cual el urbanizador deberá subsanar las deficiencias
derivadas de una incorrecta ejecución, previo requeri-
miento municipal.

3. Una vez recibida la urbanización, los terrenos des-
tinados en el planeamiento a vías públicas y espacios li-
bres públicos deben integrarse en el dominio público,
salvo las instalaciones y demás elementos necesarios
para la prestación de servicios que conforme a la legisla-
ción sectorial deban ser cedidos a sus entidades prestado-
ras. Los servicios urbanos de trazado aéreo o subterráneo
pueden discurrir sobre o bajo terrenos de titularidad pri-
vada, si se constituye una servidumbre que asegure su
conservación, mantenimiento y ampliación.

4. Una vez recibida la urbanización, su conservación
y mantenimiento corresponden al Ayuntamiento, sin per-
juicio de las obligaciones derivadas del plazo de garan-
tía, con las siguientes excepciones:
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a) La conservación y mantenimiento de los servicios
urbanos corresponde a sus entidades prestadoras, salvo si
la legislación sectorial prevé otro régimen.

b) El Ayuntamiento puede suscribir un convenio ur-
banístico con los propietarios de bienes inmuebles inclui-
dos en un ámbito determinado, con objeto de que colabo-
ren en la conservación y mantenimiento de la urbaniza-
ción de dicho ámbito.”

Siete. El artículo 69 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 69. Actuaciones aisladas.

1. Las actuaciones aisladas pueden tener por objeto:

a) Completar o rehabilitar la urbanización de las par-
celas de suelo urbano consolidado, a fin de que alcancen
o recuperen la condición de solar, o bien edificar los so-
lares o rehabilitar las construcciones existentes en los
mismos. A tal efecto, pueden desarrollarse, mediante
gestión pública o privada:

1º. Actuaciones de urbanización.

2º. Actuaciones de normalización.

3º. Actuaciones de urbanización y normalización.

b) Ejecutar los sistemas generales y demás dotacio-
nes urbanísticas públicas, así como ampliar los patrimo-
nios públicos de suelo, en toda clase de suelo. A tal efec-
to pueden desarrollarse, mediante gestión pública:

1º. Actuaciones de expropiación.

2º. Actuaciones de ocupación directa.

3º. Actuaciones mediante obras públicas ordinarias,
conforme a la legislación de régimen local.

2. La gestión de las actuaciones aisladas puede ser:

a) Pública, asumiendo la condición de urbanizador el
Ayuntamiento u otra de las entidades citadas en el primer
apartado del artículo 67.

b) Privada, asumiendo la condición de urbanizador
los propietarios u otras personas que adquieran dicha
condición conforme a lo previsto en esta Ley.”

Ocho. Se modifica la rúbrica del artículo 70 que que-
da redactado del siguiente modo:

“Artículo 70. Actuaciones de urbanización.”

Nueve. El párrafo primero del apartado 1 del artículo
70 queda redactado del siguiente modo:

“1. Las actuaciones aisladas de urbanización de ges-
tión privada pueden ser ejecutadas por los propietarios
de suelo urbano consolidado sobre el ámbito necesario
para que sus parcelas adquieran la condición de solar, sin
más requisito que la obtención de la licencia urbanística
correspondiente, en la que se impondrán las condiciones
necesarias de entre las siguientes:”

Diez. El apartado 2 del artículo 70 queda redactado
del siguiente modo:

“2. En las actuaciones aisladas de urbanización de
gestión pública, la entidad que asuma la condición de ur-
banizador promueve y ejecuta la actuación como obra
pública ordinaria, y la financia, según el caso, con sus
propios medios o imponiendo un canon de urbanización
o contribuciones especiales a los propietarios beneficia-
dos por la actuación.”

Once. El artículo 71 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 71. Actuaciones de normalización.

1. Las actuaciones de normalización tendrán por ob-
jeto adaptar las parcelas de suelo urbano consolidado a
las determinaciones del planeamiento urbanístico.

2. La gestión de las actuaciones de normalización se
desarrollará sobre agrupaciones de parcelas denominadas
unidades de normalización, utilizándose como instru-
mento el Proyecto de Normalización. Reglamenta-
riamente se establecerán las condiciones para delimitar
dichas unidades así como el contenido del Proyecto y su
procedimiento de aprobación, la cual producirá los efec-
tos citados en el artículo 77.

3. Las actuaciones de normalización podrán gestio-
narse mediante cualquiera de los sistemas de actuación
previstos en el artículo 74.”

Doce. El apartado 2 del artículo 72 queda redactado
del siguiente modo:

“2. La gestión de las actuaciones integradas podrá ser
pública o privada. La aprobación del instrumento de pla-
neamiento que establezca la ordenación detallada del
sector habilita la presentación de iniciativas para desarro-
llar la actuación mediante alguno de los sistemas regula-
dos en este capítulo, sin perjuicio de la posibilidad de
presentación y tramitación simultánea de dichas iniciati-
vas junto con el planeamiento urbanístico.”

Trece. El párrafo primero del apartado 2 del artículo
73 queda redactado del siguiente modo:

“2. La delimitación de las unidades se realizará, si
procede, en el instrumento de planeamiento que establez-
ca la ordenación detallada del sector, y podrá modificar-
se justificadamente en el Proyecto de Actuación, o me-
diante el procedimiento previsto en el artículo 58.3.b).
En defecto de delimitación se entenderá que la unidad de
actuación coincide con el sector. En su caso, las unidades
se delimitarán de forma que permitan la correcta ejecu-
ción de las determinaciones del planeamiento urbanístico
y el cumplimiento conjunto de los deberes de urbaniza-
ción, cesión y equidistribución, respetando además las si-
guientes reglas:”
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Catorce. La letra c) del apartado 2 del artículo 73
queda redactada del siguiente modo:

“c) El aprovechamiento lucrativo total de una unidad
no podrá ser superior ni inferior en más de un 25 por
ciento, al que resulte de aplicar a su superficie el aprove-
chamiento medio del sector.”

Quince. El apartado 3 del artículo 73 queda redactado
del siguiente modo:

“3. Cuando en la unidad existan bienes de uso y do-
minio público, el aprovechamiento urbanístico corres-
pondiente a su superficie pertenecerá a su Administra-
ción titular.”

Dieciséis. El apartado 2 del artículo 74 queda redac-
tado del siguiente modo:

“2. Para desarrollar las actuaciones integradas de ini-
ciativa privada, podrán ser presentados Proyectos de Ac-
tuación en el Ayuntamiento, conforme al artículo 75 y si-
guientes, por quienes estén habilitados para optar a la
condición de urbanizador según el sistema de actuación
que se proponga, simultáneamente con el planeamiento
urbanístico que establezca la ordenación detallada o pre-
via aprobación del mismo. Una vez presentado en el
Ayuntamiento un Proyecto de Actuación, no podrá apro-
barse definitivamente ningún otro que afecte a la misma
unidad, hasta que el Ayuntamiento no resuelva, en su
caso, denegar la aprobación del primero.”

Diecisiete. Se añade un nuevo apartado 2 bis al artí-
culo 74 que queda redactado del siguiente modo:

“2 bis. Las actuaciones integradas de iniciativa públi-
ca se inician con la aprobación inicial del Proyecto de
Actuación elaborado por el Ayuntamiento, conforme al
artículo 76.”

Dieciocho. El párrafo primero del apartado 4 del artí-
culo 74 queda redactado del siguiente modo:

“4. El Ayuntamiento acordará el cambio del sistema
de actuación, de oficio o a instancia de cualquier intere-
sado, si se incumplen los plazos señalados en el Proyecto
de Actuación, si el urbanizador pierde las condiciones
que le habilitaban para serlo, o si el urbanizador lo solici-
ta por darse las condiciones para desarrollar la actuación
con otro sistema, conforme a las siguientes reglas:”

Diecinueve. La letra a) del apartado 4 del artículo 74
queda redactada del siguiente modo:

“a) Si previamente al acuerdo de cambio de sistema,
el urbanizador garantiza la totalidad de los gastos de ur-
banización pendientes, conservará sus derechos para ini-
ciar o proseguir la actuación durante el nuevo plazo que
el Ayuntamiento otorgue, de duración no superior al pla-
zo incumplido.”

Veinte. El apartado 2 del artículo 75 queda redactado
del siguiente modo:

“2. No podrán aprobarse Proyectos de Actuación en
ausencia de planeamiento urbanístico, ni tampoco podrán
modificar las determinaciones del mismo que estuvieran
vigentes, salvo la delimitación de las unidades de actua-
ción, y sin perjuicio de las adaptaciones materiales exigi-
das por la realidad física de los terrenos.”

Veintiuno. La letra a) del apartado 3 del artículo 75
queda redactada del siguiente modo:

“a) Identificación de los propietarios y del urbaniza-
dor propuesto.”

Veintidós. El apartado 2 del artículo 76 queda redac-
tado del siguiente modo:

“2. Los Proyectos de Actuación podrán aprobarse y
modificarse conjuntamente con el instrumento de planea-
miento urbanístico que establezca la ordenación detalla-
da de los terrenos; en tal caso, durante la tramitación pro-
cederá la notificación a los propietarios.”

Veintitrés. La letra a) del apartado 3 del artículo 76
queda redactada del siguiente modo:

“a) Corresponde al Ayuntamiento la aprobación ini-
cial y la apertura de un período de información pública
de un mes, lo que se anunciará en el Boletín Oficial de
Castilla y León y se notificará a los propietarios.”

Veinticuatro. La letra b) del apartado 3 del artículo
76 queda redactada del siguiente modo:

“b) Corresponde al Ayuntamiento acordar la aproba-
ción definitiva, señalando los cambios respecto de lo
aprobado inicialmente. El acuerdo de aprobación definiti-
va se notificará a los propietarios y a quienes hayan pre-
sentado alegaciones, y se publicará en el Boletín Oficial
de Castilla y León. No será preceptiva la aprobación defi-
nitiva expresa si no se presentan alegaciones o alternati-
vas en la información pública ni se introducen cambios
tras la aprobación inicial, en cuyo caso quedará elevada a
definitiva, y deberá notificarse y publicarse como tal.”

Veinticinco. El párrafo primero del apartado 1 del ar-
tículo 81 queda redactado del siguiente modo:

“1. La Junta de Compensación se constituirá de
acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 67 y ade-
más las siguientes:”

Veintiséis. Las letras d) y e) del apartado 1 del artícu-
lo 81 quedan redactadas del siguiente modo:

“d) Publicada la aprobación de los Estatutos, todos
los terrenos de la unidad quedarán vinculados a la actua-
ción, y sus propietarios obligados a constituir la Junta
antes de un mes desde la publicación.

e) A partir de la publicación, los propietarios que no
deseen formar parte de la Junta podrán solicitar la expro-
piación de sus bienes y derechos afectados en beneficio
de ésta, quedando inmediatamente excluidos de la mis-
ma. A su vez, la Junta deberá instar la expropiación de
los bienes y derechos de los propietarios que incumplan
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la obligación citada en la letra anterior. En ambos casos,
el Ayuntamiento deberá iniciar el procedimiento de ex-
propiación antes de seis meses desde la solicitud, pudien-
do tramitarse mientras tanto el Proyecto de Actuación.”

Veintisiete. El apartado 4 del artículo 81 queda redac-
tado del siguiente modo:

“4. La Junta de Compensación deberá colaborar con
el Ayuntamiento mediante la puesta a su disposición an-
ticipada de los terrenos destinados a dotaciones urbanís-
ticas públicas.”

Veintiocho. Las letras a) y b) del apartado 1 del artí-
culo 86 quedan redactadas del siguiente modo:

“a) Cualquier persona física o jurídica que presente
un Proyecto de Actuación al Ayuntamiento; en tal caso,
el Ayuntamiento deberá convocar un concurso, simultá-
neo a la información pública, para la selección del urba-
nizador.

b) El Ayuntamiento, mediante la elaboración y apro-
bación inicial de un Proyecto de Actuación y la convoca-
toria de un concurso, simultáneo a la información públi-
ca, para la selección del urbanizador.”

Veintinueve. Se añade una nueva letra c) al aparta-
do 1 del artículo 86 que queda redactada del siguiente
modo:

“c) La Administración de la Comunidad Autónoma,
cuando se trate de desarrollar las previsiones de los Pla-
nes y Proyectos Regionales; en tal caso, la Consejería
competente en materia de urbanismo asumirá las compe-
tencias municipales en materia de planeamiento y ges-
tión urbanística.”

Treinta. El apartado 1 del artículo 87 queda redacta-
do del siguiente modo:

“1. En el sistema de concurrencia el Proyecto de Ac-
tuación podrá ser elaborado por el Ayuntamiento, la Ad-
ministración de la Comunidad Autónoma o cualquier
persona física o jurídica, y, en su versión inicial, podrán
omitirse los contenidos citados en los apartados d), e) y
f) del artículo 75.3, que, en tal caso, deberán ser objeto
de las proposiciones jurídico-económicas que se deben
presentar en el concurso.”

Treinta y uno. El apartado 2 del artículo 87 queda re-
dactado del siguiente modo:

“2. Mediante el acuerdo de aprobación inicial del
Proyecto, el Ayuntamiento convocará un concurso para
la selección del urbanizador, señalando las bases para su
adjudicación, cuyos contenidos y criterios se determina-
rán reglamentariamente. El Ayuntamiento y la Conseje-
ría competente en materia de urbanismo podrán aprobar
modelos generales de bases, aplicables sin necesidad de
nueva tramitación.”

Treinta y dos. El apartado 3 del artículo 87 queda re-
dactado del siguiente modo:

“3. Durante el periodo de información pública, que
será como mínimo de dos meses, podrán presentarse tan-
to las alegaciones y sugerencias ordinarias como alterna-
tivas al Proyecto. Igualmente podrán presentarse durante
dicho periodo proposiciones jurídico-económicas para la
ejecución de la actuación, en plica cerrada. La apertura
de plicas tendrá lugar dentro de los cinco días hábiles si-
guientes al final del periodo.”

Treinta y tres. El apartado 6 del artículo 87 queda re-
dactado del siguiente modo:

“6. Cuando no resulte adjudicatario el promotor de
la iniciativa, el Ayuntamiento garantizará el reembolso,
por cuenta del urbanizador, de los gastos justificados de
elaboración del Proyecto, salvo si el concurso queda
desierto.”

Treinta y cuatro. Los epígrafes 4.º y 5.º de la letra b)
del apartado 4 del artículo 88 quedan redactados del si-
guiente modo:

“4º. A manifestar discrepancias respecto de los gastos
de urbanización previstos, que el Ayuntamiento resolve-
rá previo dictamen pericial, que se considerará gasto de
urbanización en caso de resultar favorable a las discre-
pancias manifestadas por los propietarios.

5º. A oponerse a la retribución al urbanizador en so-
lares, durante los dos meses siguientes a la aprobación
definitiva del Proyecto de Actuación, solicitando retri-
buirle en metálico y acompañando al efecto las garantías
necesarias para asegurar dicha retribución y el resto de
compromisos que el urbanizador hubiera contraído en re-
lación con el destino de los solares que habría de perci-
bir.”

Treinta y cinco. El epígrafe 3º de la letra c) del apar-
tado 4 del artículo 88 queda redactado del siguiente
modo:

“3º. A ceder total o parcialmente su condición en fa-
vor de tercero que se subrogue en sus obligaciones.”

Treinta y seis. El apartado 2 del artículo 93 queda re-
dactado del siguiente modo:

“2. La ocupación directa requiere que esté aprobada
la ordenación detallada de la unidad de actuación en la
que haya de integrarse el propietario de los terrenos que
se vayan ocupar, salvo consentimiento del mismo pro-
pietario.”

Treinta y siete. La letra a) del apartado 3 del artículo
93 queda redactado del siguiente modo:

“a) La relación de terrenos que se vayan ocupar, sus
propietarios, el aprovechamiento que les corresponda y
las unidades de actuación en las que hayan de integrarse,
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se publicará en el Boletín Oficial de Castilla y León y se
notificará a dichos propietarios, otorgándoles un plazo de
audiencia de un mes.”

Treinta y ocho. El apartado 2 del artículo 94 queda
redactado del siguiente modo:

“2. Serán nulas de pleno derecho las estipulaciones
de los convenios urbanísticos que:

a) Contravengan lo establecido en esta Ley o en el pla-
neamiento urbanístico, sin perjuicio de que puedan incluir
entre sus objetivos la revisión o modificación de éste.

b) Limiten el ejercicio de las competencias de las Ad-
ministraciones públicas, o dispensen del cumplimiento
de los deberes urbanísticos exigidos en esta Ley.

c) Establezcan obligaciones o prestaciones adiciona-
les o más gravosas que los deberes urbanísticos legales,
sin el consentimiento de los propietarios afectados.

d) Permitan la percepción de prestaciones en metáli-
co o en especie antes de la aprobación definitiva del pla-
neamiento correspondiente.”

Treinta y nueve. El apartado 3 del artículo 94 queda
redactado del siguiente modo:

“3. El procedimiento para la aprobación de los con-
venios será el establecido en el artículo 76.3. Reglamen-
tariamente, se señalarán normas para su negociación, tra-
mitación, celebración, cumplimiento y vigencia, guiadas
por los principios de publicidad y transparencia, que in-
cluirán las siguientes:”

Cuarenta. La letra c) del apartado 3 del artículo 94
queda redactada del siguiente modo:

“c) Los convenios en los que se establezcan condicio-
nes para el cumplimiento del deber legal de cesión del
aprovechamiento correspondiente al Ayuntamiento se
atendrán a lo dispuesto en esta Ley en cuanto a destino y
transmisión de los patrimonios públicos de suelo, e in-
cluirán:

1º. La valoración pertinente practicada por técnicos
municipales competentes.

2º. La justificación, en su caso, de la imposibilidad de
ceder parcelas edificables destinadas a la construcción de
viviendas con protección pública.”

Cuarenta y uno. El artículo 96 queda redactado del
siguiente modo:

“Artículo 96. Canon y garantía de urbanización.

1. Para financiar la ejecución de las actuaciones urba-
nísticas, el Ayuntamiento puede imponer la prestación de
un canon de urbanización a los propietarios a los que co-
rrespondan los gastos de urbanización, conforme a las si-
guientes reglas:

a) El canon debe establecerse sobre la totalidad de las
fincas integrantes del ámbito de la actuación urbanística
que lo justifique, excluidos los terrenos de uso y domino
público, y queda afectado a la ejecución de dicha actua-
ción urbanística.

b) El canon se devenga en proporción al aprovecha-
miento que corresponda a los propietarios afectados o,
cuando aún no sea posible determinarlo con precisión, en
proporción a la superficie de sus terrenos.

2. Con objeto de asegurar la ejecución de las actua-
ciones urbanísticas, el Ayuntamiento debe exigir la cons-
titución de una garantía de urbanización, que responda
del cumplimiento de las obligaciones de los propietarios
afectados y en su caso del urbanizador, así como de los
daños y perjuicios que pueda ocasionar la ejecución de la
actuación. Reglamentariamente, se establecerán los su-
puestos de obligatoriedad de la garantía así como las de-
más condiciones que la regulen.”

Artículo 5.- Reforma del Título IV de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título IV de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno: El apartado 2 del artículo 99 queda redactado
del siguiente modo:

“2. Reglamentariamente, se determinarán los plazos
de resolución de las solicitudes de licencia, sin perjuicio
de la interrupción de dichos plazos en los siguientes su-
puestos:”

Dos: Se modifica el párrafo primero del apartado úni-
co, que pasa a ser el apartado 1 del artículo 101, y se
añade un apartado 2, redactados del siguiente modo:

“1. La concesión de licencia urbanística de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y en el planeamiento ur-
banístico producirá los siguientes efectos:

2. A efectos de la aplicación del artículo 19.1 de la
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, se entiende que las
autorizaciones administrativas exigibles son, según los
casos, las licencias urbanísticas citadas en los apartados
a), b) y d) del artículo 97.1.”

Tres: El artículo 102 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 102. Plazos de ejercicio.

Los actos de uso del suelo amparados por licencia ur-
banística deberán realizarse dentro de los plazos de ini-
cio, interrupción máxima y finalización señalados en el
planeamiento urbanístico y en la propia licencia, o, en su
defecto, en los plazos que se determinen reglamenta-
riamente. Del mismo modo, se establecerán el régimen
de prórrogas aplicable y los supuestos de interrupción de
los plazos.”
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Cuatro: Los apartados 1 y 4 del artículo 107 quedan
redactados del siguiente modo:

“1. El Ayuntamiento declarará la ruina total o parcial
de un inmueble:

a) Cuando el coste de las obras necesarias para man-
tener o reponer las condiciones adecuadas de seguridad,
salubridad, ornato público y habitabilidad, conforme al
artículo 8.1.b), exceda del límite del deber legal de con-
servación definido en el artículo 8.2.

b) Cuando las obras necesarias para la seguridad de
las personas y la estabilidad de la edificación no puedan
autorizarse por estar declarado el inmueble fuera de or-
denación.

4. En caso de incumplimiento de los plazos señalados
en la declaración de ruina, el Ayuntamiento podrá proce-
der a la ejecución subsidiaria de las medidas dispuestas
en ella, o bien resolver la sujeción del inmueble a los re-
gímenes de venta forzosa o sustitución forzosa, salvo si
la demora implicase peligro, en cuyo caso se aplicará lo
dispuesto en el artículo siguiente.”

Cinco: El artículo 109 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 109. Venta y sustitución forzosas.

1. El Ayuntamiento podrá acordar la aplicación de
los regímenes de venta forzosa o sustitución forzosa a te-
rrenos u otros bienes inmuebles cuando se superen los
plazos señalados en los instrumentos de planeamiento y
gestión, licencias o declaraciones de ruina, o las prórro-
gas concedidas respecto de cualquiera de ellos.

2. El Ayuntamiento iniciará el procedimiento para la
aplicación de estos regímenes de oficio o a instancia de
interesado. El inicio será obligatorio si lo solicita una
persona física o jurídica que pretenda adquirir la condi-
ción de urbanizador mediante sustitución forzosa. Duran-
te el procedimiento se dará un plazo de audiencia a los
propietarios, no inferior a un mes, y si durante el mismo
estos garantizan el cumplimiento de sus deberes urbanís-
ticos, procederá el archivo del procedimiento. La incom-
parecencia de los propietarios que hayan sido correcta-
mente notificados no impedirá la continuación del expe-
diente.

3. Si se acredita el incumplimiento de los deberes ur-
banísticos, el Ayuntamiento dictará una resolución me-
diante la que se declare el incumplimiento y se acuerde
la aplicación del régimen de venta forzosa o de sustitu-
ción forzosa al inmueble afectado, y convocará inmedia-
tamente un concurso para su adjudicación:

a) El acuerdo implicará la imposibilidad para los pro-
pietarios de proseguir el proceso urbanizador y edificato-
rio, así como la declaración de utilidad pública y necesi-
dad de ocupación a efectos expropiatorios. En caso de
venta forzosa, el acuerdo contendrá la valoración del in-
mueble. Del acuerdo se dará traslado al Registro de la

Propiedad remitiendo certificación del mismo en la que
se hará constar la forma en que se ha notificado al pro-
pietario.

b) La convocatoria del concurso se publicará en el
Boletín Oficial de Castilla y León y en uno de los diarios
de mayor difusión en el municipio, incluyendo las carac-
terísticas del inmueble y las condiciones de adjudicación.

c) En el procedimiento de venta forzosa, el adjudi-
catario del concurso tendrá la condición de beneficiario
de la expropiación. Además se aplicarán las siguientes
reglas:

1º. La cantidad obtenida se entregará al propietario,
tras levantar las cargas de los inmuebles y deducir los
gastos de gestión y el importe de las sanciones por el in-
cumplimiento.

2º. Resuelto el procedimiento, el Ayuntamiento expe-
dirá certificación del acuerdo de adjudicación incluyendo
las condiciones del concurso, del acta de ocupación y del
documento acreditativo del pago o consignación del pre-
cio y, en su caso, de las indemnizaciones y pagos a terce-
ros, para su inscripción en el Registro de la Propiedad.

3º. En caso de incumplimiento de los plazos de la ad-
judicación o de las prórrogas que se acordasen, procede-
rá la expropiación del inmueble por el precio mínimo se-
ñalado en la convocatoria, valorándose aparte las obras
ya terminadas.

4º. Si el concurso quedara desierto, el Ayuntamiento
podrá optar por la expropiación del inmueble o por su
enajenación directa respetando las condiciones señaladas
en la convocatoria, si bien el precio podrá rebajarse hasta
en un 25 por ciento.

d) En el procedimiento de sustitución forzosa, el ad-
judicatario del concurso tendrá la condición de urbaniza-
dor. La resolución detallará los respectivos derechos del
propietario original y del adjudicatario, a construir o re-
habilitar en el solar haciendo suyas las edificaciones re-
sultantes, haciendo constar las normas de régimen de co-
munidad, y el plazo máximo para ejercer el derecho a
edificar. Transcurrido este plazo se aplicará al suelo el
régimen de condominio ordinario entre el propietario ori-
ginal y el adjudicatario, en la misma proporción que hu-
biera correspondido a cada uno de ellos de haberse ejer-
cido el derecho de edificar.

4. Transcurridos dos años desde el acuerdo de aplica-
ción del régimen de venta o del régimen de sustitución
forzosa sin que hubiera concluido el procedimiento, este
se entenderá caducado. En tal caso, el Ayuntamiento no
podrá acordar una nueva aplicación hasta pasados dos
años desde la fecha de caducidad del expediente previo.
La caducidad del expediente se comunicará al Registro
de la Propiedad solicitando la cancelación de la nota
marginal causada en el procedimiento.”

Seis. Las letras a), b) y c) del apartado 1 del artícu-
lo 117 quedan redactadas del siguiente modo:
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“a) Las muy graves, con multa de trescientos mil uno
a tres millones de euros.

b) Las graves, con multa de diez mil uno a trescientos
mil euros.

c) Las leves, con multa de mil a diez mil euros.”

Siete: El apartado 7 del artículo 117 queda redactado
del siguiente modo:

“7. El importe de las sanciones corresponderá a la
Administración que resuelva el correspondiente expe-
diente sancionador.”

Ocho: El apartado 2 del artículo 118 quedará redacta-
do del siguiente modo:

“2. De incumplirse las resoluciones citadas en el nú-
mero anterior, el Ayuntamiento procederá a su ejecución
subsidiaria a costa de los responsables, o a imponer, sin
perjuicio de las sanciones por infracción urbanística,
multas coercitivas, hasta un máximo de diez sucesivas,
con periodicidad mínima mensual y por un importe, cada
vez, equivalente al mayor de los siguientes: 10 por ciento
del coste estimado de las actuaciones necesarias para res-
taurar la legalidad urbanística, 10 por ciento del valor de
las obras que hayan de demolerse, o mil euros.”

Nueve: El apartado 1 del artículo 120 queda redacta-
do del siguiente modo:

“1. El Ayuntamiento debe comunicar la incoación de
los procedimientos sancionadores de infracción urbanís-
tica y de restauración de la legalidad al Registro de la
Propiedad, para su publicidad y práctica de los asientos
que correspondan.”

Artículo 6.- Reforma del Título V de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título V de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno. El apartado 3 del artículo 123 queda redactado
del siguiente modo:

“3. Las Diputaciones Provinciales gestionarán su pro-
pio Patrimonio Provincial de suelo, con la finalidad de
contribuir a la consecución de los fines de los patrimo-
nios municipales de suelo.”

Dos: El artículo 124 queda redactado del siguiente
modo:

“Artículo 124. Bienes integrantes.

1. Integrarán el patrimonio público de suelo que pro-
ceda, según cuál sea su Administración titular:

a) Los bienes, recursos y derechos que adquiera la
Administración en virtud del deber a que se refiere el
apartado b) del artículo 20.

b) Los terrenos de naturaleza patrimonial que sean
clasificados como suelo urbano no consolidado o suelo
urbanizable de uso residencial.

c) Los terrenos adquiridos a fin de incorporarlos a los
patrimonios públicos de suelo, y los terrenos que la Ad-
ministración considere conveniente incorporar a dichos
patrimonios.

d) Los siguientes fondos:

1º. Los créditos que tengan como garantía hipotecaria
los bienes incluidos en el mismo patrimonio.

2º. Las acciones o participaciones que se suscriban en
sociedades o entidades en las que se aporten como capi-
tal público bienes del mismo patrimonio.

3º. Las transferencias y consignaciones presupuesta-
rias cuyo fin sea la conservación, ampliación o gestión
del mismo patrimonio.

4º. Los ingresos obtenidos mediante la enajenación
de otros bienes del mismo patrimonio o la sustitución del
aprovechamiento correspondiente a la Administración
por su equivalente en metálico, y en general mediante la
gestión del mismo patrimonio.

2. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo
constituyen un patrimonio separado de los restantes bie-
nes de su Administración titular y, a efectos del régimen
aplicable a los actos de disposición, tendrán la considera-
ción de bienes patrimoniales.”

Tres: El apartado 1 del artículo 125 queda redactado
del siguiente modo:

“1. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo,
los fondos adscritos a los mismos, así como los ingresos
obtenidos por su enajenación, deberán destinarse necesa-
riamente a alguno de los siguientes fines de interés so-
cial, siempre que sean compatibles con el planeamiento
urbanístico o los instrumentos de ordenación del territo-
rio:”

Cuatro: Las letras a), d) y e) del apartado 1 del artí-
culo 125, quedan redactadas del siguiente modo:

“a) Conservación, gestión o ampliación de los pro-
pios patrimonios públicos de suelo, siempre que se trate
de gastos de capital.

d) Compensación a propietarios a los que correspon-
da un aprovechamiento superior al permitido por el pla-
neamiento, o cuyos terrenos hayan sido objeto de ocupa-
ción directa, así como pago de los gastos de urbanización
de actuaciones de iniciativa pública.

e) Otros fines de interés social previstos en el planea-
miento urbanístico o en los instrumentos de ordenación
del territorio, o vinculados a su ejecución, o de protec-
ción o mejora de espacios naturales o de los bienes in-
muebles del patrimonio cultural, en la forma que se de-
termine reglamentariamente.”
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Cinco: El artículo 127 quedará redactado del siguien-
te modo:

“Artículo 127. Transmisión.

1. En la transmisión de los bienes de los patrimonios
públicos de suelo debe asegurarse la vinculación de su
destino a los fines previstos en el artículo 125 y el cum-
plimiento de los plazos de urbanización y edificación es-
tablecidos, así como, cuando se trate de viviendas con
protección pública o de suelo destinado a su construc-
ción, el respeto de su precio máximo conforme a la legis-
lación sectorial.

2. Como regla general, la transmisión de los bienes
de los patrimonios públicos de suelo se realizará de for-
ma onerosa, por precio no inferior al valor de su aprove-
chamiento, mediante enajenación o permuta previo con-
curso público. Si el concurso quedara desierto, los terre-
nos podrán enajenarse de forma directa antes de un año
conforme al mismo pliego.

3. La transmisión de los bienes de los patrimonios
públicos de suelo podrá realizarse mediante cesión gra-
tuita o enajenación por precio inferior al valor de su
aprovechamiento, incluso de forma directa:

a) A favor de Administraciones públicas, entidades
de derecho público dependientes de ellas, mancomunida-
des, consorcios o empresas públicas, siempre que se
comprometan a destinarlos a alguno de los fines señala-
dos en el artículo 125.

b) A favor de entidades privadas de interés público
sin ánimo de lucro, siempre que se comprometan a desti-
narlos a alguno de los fines señalados en los apartados
1.b) y 1.e) del artículo 125.

4. Asimismo, los bienes de los patrimonios públicos
de suelo podrán transmitirse mediante enajenación o per-
muta por precio no inferior al valor de su aprovecha-
miento, de forma directa:

a) A favor de propietarios a los que corresponda un
aprovechamiento superior al permitido por el planea-
miento en la unidad de actuación en la que estén inclui-
dos sus terrenos.

b) A favor de propietarios a los que corresponda un
aprovechamiento inferior al permitido por el planea-
miento en la unidad de actuación en la que estén inclui-
dos sus terrenos, únicamente cuando se trate de transmi-
tirles dicho exceso de aprovechamiento.

c) A favor de titulares de derecho de superficie, cuan-
do se trate de transmitirles los bienes sobre los cuales
esté constituido el derecho.

d) En caso de permuta, cuando se justifique la idonei-
dad de los bienes inmuebles a obtener para el cumpli-
miento de las determinaciones del planeamiento urbanís-
tico o para la satisfacción de otras necesidades de interés
público.

e) A favor de entidades de carácter asistencial, social
o sindical sin ánimo de lucro, que promuevan la cons-
trucción de viviendas con protección pública y acrediten
su experiencia y medios para garantizar la viabilidad de
la promoción.

5. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo
cuyas determinaciones urbanísticas resulten incompati-
bles con los fines previstos en el artículo 125 podrán
transmitirse mediante subasta, por precio no inferior al
valor de su aprovechamiento, debiendo destinarse los in-
gresos obtenidos a los mismos fines.

6. En lo no previsto en esta Ley se aplicará la norma-
tiva patrimonial de la Administración titular.”

Seis: El párrafo primero del artículo 128 queda redac-
tado del siguiente modo:

“Los instrumentos de ordenación del territorio y de
planeamiento general podrán delimitar reservas de terre-
nos de cualquier clase para su incorporación al corres-
pondiente patrimonio público de suelo. En tal caso la
aprobación de los citados instrumentos implicará:”

Artículo 7.- Reforma del Título VI de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título VI de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno. Los apartados a) y b) del artículo 135 quedan
redactados del siguiente modo:

“a) La dirección e impulso de la actividad urbanísti-
ca, en especial en lo relativo a la coordinación de las Ad-
ministraciones públicas, entre sí y con la iniciativa priva-
da, y a la supervisión del planeamiento urbanístico muni-
cipal, para asegurar su legalidad, calidad, coherencia y
actualización.

b) La elaboración, aprobación y, en su caso, ejecu-
ción de los instrumentos de planeamiento y gestión urba-
nísticos previstos en los instrumentos de ordenación del
territorio, incluidas las potestades que esta Ley atribuye a
la Administración municipal en el sistema de concurren-
cia.”

Dos: Los apartados 1 y 2 del artículo 138 quedan re-
dactados del siguiente modo:

“1. Las Comisiones Territoriales de Urbanismo son
órganos permanentes, de carácter deliberante y resoluto-
rio, destinados a asegurar la coordinación administrativa
y la participación social en la actividad urbanística.

2. Las Comisiones Territoriales de Urbanismo ejerce-
rán, en los casos que reglamentariamente se determine,
las funciones atribuidas a la Administración de la Comu-
nidad Autónoma para:

a) La autorización de los usos excepcionales en suelo
rústico.
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b) La aprobación definitiva de los instrumentos de
planeamiento urbanístico.

c) La emisión de informe sobre los instrumentos de
ordenación del territorio.

d) La subrogación en las competencias urbanísticas
municipales.

e) La adopción de medidas de protección de la legalidad.

f) El mantenimiento del Registro de Urbanismo de
Castilla y León.

g) El asesoramiento y coordinación en las materias
relacionadas con la actividad urbanística, en especial en
lo relativo a la elaboración, aprobación y ejecución del
planeamiento urbanístico.”

Tres: La letra a) del apartado 3 del artículo 139 queda
redactado del siguiente modo:

“a) En la composición de las Comisiones se asegura-
rá su cualificación profesional e independencia respecto
de los intereses afectados.”

Cuatro: La letra b) del apartado 3 del artículo 140
queda redactada del siguiente modo:

“b) Los municipios remitirán a la Consejería com-
petente en materia de urbanismo un ejemplar en soporte
digital de cuantos instrumentos de planeamiento y ges-
tión urbanísticos aprueben definitivamente, como condi-
ción previa a la publicación del acuerdo de aprobación
definitiva. En caso de aprobación por silencio, esta obli-
gación corresponderá a los promotores.”

Artículo 8.- Reforma del Título VII de la Ley de Urbanis-
mo de Castilla y León.

El Título VII de la Ley de Urbanismo de Castilla y
León se modifica en los siguientes términos:

Uno: Las letras b) y c) del artículo 142 quedan redac-
tadas del siguiente modo:

“b). Los anuncios de información pública indicarán
claramente el instrumento o expediente objeto de la mis-
ma y la duración del periodo, así como el lugar, horario y
página Web dispuestos para la consulta.

c) Durante la información pública:

1º. Podrá consultarse toda la documentación relacio-
nada con el instrumento o expediente expuesto, en el lu-
gar y horario dispuestos al efecto,

2º. Podrá consultarse la documentación técnica rela-
cionada con el instrumento o expediente expuesto en la
página Web municipal, o en su defecto en la página de la
Diputación Provincial.

3º. Podrán obtenerse copias de la documentación técni-
ca relacionada con el instrumento o expediente expuesto.

4º. Podrán presentarse tanto alegaciones como suge-
rencias, informes y todo tipo de documentos comple-
mentarios.”

Dos: La letra a) del apartado 1 del artículo 143 queda
redactada del siguiente modo:

“a) Los promotores publicarán los anuncios de infor-
mación pública que hubiera debido publicar el Ayunta-
miento, precisando el carácter con el que actúan, los trá-
mites realizados previamente y la identificación del
Ayuntamiento donde haya de consultarse la documenta-
ción y presentarse las alegaciones y demás documentos
que procedan. Asimismo se indicará una página Web en
la que pueda consultarse la documentación técnica. Co-
pia de los anuncios se remitirá al Ayuntamiento.”

Tres: El apartado 1 del artículo 144 queda redactado
del siguiente modo:

“1. Los instrumentos de planeamiento y gestión urba-
nística serán públicos, y cualquier persona podrá en todo
momento consultarlos e informarse de su contenido en
las oficinas municipales, donde deberá mantenerse un
ejemplar exclusivamente a disposición del público, así
como en la página Web municipal, o en su defecto en la
página Web de la Diputación Provincial.”

Cuatro: Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 146
que queda redactado del siguiente modo:

“5. Las certificaciones reguladas en este artículo
mantendrán su eficacia mientras sigan en vigor las deter-
minaciones del planeamiento urbanístico conforme a las
cuales se elaboraron, y como máximo hasta pasado un
año desde su emisión.”

Cinco: La rúbrica del artículo 148 será Informe de se-
guimiento de la actividad urbanística, y queda redactado
del siguiente modo:

“Artículo 148. Informe de seguimiento de la activi-
dad urbanística.

La Junta de Castilla y León y los Ayuntamientos con
población igual o superior a 5.000 habitantes deben ela-
borar y presentar pública y periódicamente un informe
de seguimiento de la actividad urbanística de su compe-
tencia, considerando al menos la sostenibilidad ambien-
tal y económica de la misma y la gestión de su respectivo
patrimonio público de suelo. Reglamentariamente se de-
terminará su contenido mínimo, periodicidad de emisión
y demás características.”

Artículo 9.- Reforma de las Disposiciones Adicionales y
Finales de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.

Las Disposiciones Adicionales y la Disposición Final
Segunda de la Ley de Urbanismo de Castilla y León que-
dan redactadas en los siguientes términos:
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Uno: La rúbrica de la Disposición Adicional Tercera
será Ayudas e iniciativas públicas, y su apartado 2 tendrá
la siguiente redacción:

“Disposición Adicional Tercera. Ayudas e iniciativas
públicas.

2. La Consejería competente en materia de urbanismo
elaborará un programa de actuaciones de urbanización,
que se desarrollará mediante Planes y Proyectos Regio-
nales, con el objetivo de crear suelo para la construcción
de viviendas con protección pública, adecuadamente
equipado con las dotaciones urbanísticas necesarias para
la calidad de vida de la población. Los procedimientos
para la elaboración, aprobación y ejecución de dichos
Planes y Proyectos Regionales se declaran urgentes a los
efectos previstos en la legislación sobre régimen jurídico
de las Administraciones públicas y contratación adminis-
trativa, así como en la legislación sectorial aplicable en
cada caso.”

Dos: Los apartados a) y b) de la Disposición Adicio-
nal Cuarta quedan redactados del siguiente modo:

“a) Normas técnicas urbanísticas, de rango reglamen-
tario, que desarrollen aspectos de esta Ley que precisen
de aclaración, o que señalen requisitos de calidad, clari-
dad y homogeneidad de los instrumentos de planeamien-
to y gestión urbanística, así como criterios para la clasifi-
cación del suelo, la determinación de reservas para siste-
mas generales y otras dotaciones urbanísticas y, en
general, para la concreción de las determinaciones de los
instrumentos de planeamiento urbanístico, y para la auto-
rización de usos excepcionales en suelo rústico.

b) Instrucciones técnicas urbanísticas, que con carác-
ter orientativo puedan:

1º. Interpretar y aclarar aspectos de esta Ley o de su
relación con la legislación sectorial.

2º. Proponer objetivos de calidad, claridad y homoge-
neidad de los instrumentos de planeamiento y gestión ur-
banística.

3º. Ofrecer modelos de ordenación para las situacio-
nes más comunes en la práctica urbanística.

4º. Ofrecer criterios y soluciones para el diseño y eje-
cución de las obras de urbanización.”

Tres. Se añaden dos nuevas Disposiciones Adiciona-
les Quinta y Sexta redactadas del siguiente modo:

“Disposición Adicional Quinta. Identificación de pro-
pietarios.

A efectos de la tramitación de los procedimientos ur-
banísticos, las referencias a los propietarios contenidas
en esta Ley se entenderán hechas a los que consten en el
Registro de la Propiedad y, en caso de fincas no inmatri-
culadas, a los titulares que consten en el Catastro.

Disposición Adicional Sexta. Bienes Culturales.

Las referencias hechas en esta Ley a los Bienes de In-
terés Cultural se entenderán hechas igualmente a los bie-
nes incluidos en el Inventario de Bienes de Patrimonio
Cultural de Castilla y León.”

Cuatro: El apartado 2 de la Disposición Final Segun-
da queda redactado del siguiente modo:

“2. Cuando los instrumentos de ordenación del terri-
torio incluyan entre sus determinaciones las previstas en
los Títulos II, III, IV y V de esta Ley, tendrán respectiva-
mente la consideración de instrumentos de planeamiento
urbanístico, gestión urbanística, intervención en el uso
del suelo o intervención en el mercado de suelo, a los
efectos de lo dispuesto en esta Ley. En tales supuestos,
corresponderán a la Comunidad Autónoma las compe-
tencias propias de los municipios, sin más limitación que
la obligada justificación del interés regional que habilite
el ejercicio directo de la actividad urbanística por la Co-
munidad Autónoma.”

Disposición Transitoria Primera.- Adaptación a la Ley.

Los municipios deberán adaptarse a lo dispuesto en
esta Ley cuando procedan a la elaboración o revisión de
su planeamiento general. No obstante, los instrumentos
de planeamiento de desarrollo que se aprueben hasta en-
tonces deben también cumplir lo dispuesto en esta Ley,
incluso si ello impide ajustarse a las determinaciones del
planeamiento general vigente. Asimismo las modifica-
ciones de cualesquiera instrumentos de planeamiento ur-
banístico deben también cumplir lo dispuesto en esta
Ley, si bien tan sólo en las determinaciones que sean ob-
jeto de modificación.

Disposición Transitoria Segunda.- Instrumentos y proce-
dimientos urbanísticos en tramitación.

Los instrumentos y procedimientos regulados en la
Ley de Urbanismo de Castilla y León que hayan sido ini-
ciados antes de la entrada en vigor de esta Ley podrán re-
solverse conforme a la legislación anterior, como máxi-
mo hasta pasado un año desde dicha entrada en vigor. A
tal efecto se consideran iniciados los instrumentos y pro-
cedimientos con aprobación inicial, o de no ser exigible
ese trámite, cuando se hayan publicado los anuncios de
información pública preceptivos, o de no ser exigibles
estos, cuando se haya presentado la solicitud con toda su
documentación completa. Asimismo se consideran ini-
ciados los Planes Parciales con informes favorables a la
consulta regulada en el artículo 427 del Reglamento de
Urbanismo de Castilla y León. El régimen de vigencia de
los instrumentos así aprobados será el previsto en las
Disposiciones Transitorias Tercera, Cuarta y Quinta de
esta Ley.
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Disposición Transitoria Tercera.- Vigencia de los instru-
mentos de planeamiento general.

En los municipios con planeamiento general, el régi-
men urbanístico aplicable hasta que se adapten a esta
Ley será el establecido en la Ley de Urbanismo de Casti-
lla y León, con las modificaciones introducidas por esta
Ley y con las siguientes particularidades:

a) En los municipios que al entrar en vigor esta Ley
no hubieran adaptado su planeamiento general a la Ley
de Urbanismo de Castilla y León:

1º. En suelo urbano no incluido en unidades de actua-
ción o de ejecución, o ámbitos equivalentes, se aplicará
el régimen del suelo urbano consolidado.

2º. En suelo urbano incluido en unidades de actua-
ción o de ejecución, o ámbitos equivalentes, se aplicará
el régimen del suelo urbano no consolidado.

3º. En suelo urbanizable programado y en suelo apto
para urbanizar con sectores delimitados se aplicará el ré-
gimen del suelo urbanizable.

4º. En suelo urbanizable no programado, en suelo
apto para urbanizar sin sectores delimitados y en suelo
no urbanizable común, genérico o con cualquier denomi-
nación que implique la inexistencia de protección espe-
cial se aplicará el régimen del suelo rústico común.

5º. En suelo no urbanizable protegido o con cualquier
denominación que implique protección especial, se apli-
cará el régimen que establezca el propio planeamiento
general.

6º. Las competencias municipales serán las previstas
en la Ley de Urbanismo de Castilla y León para los mu-
nicipios con Normas Urbanísticas Municipales.

7º. En municipios con más de 20.000 habitantes no
podrán aprobarse definitivamente modificaciones del
planeamiento general ni instrumentos de planeamiento
de desarrollo.

8º. En los demás municipios con más de 5.000 habi-
tantes no podrán aprobarse definitivamente modificacio-
nes del planeamiento general. A partir del 3 de marzo de
2009 esta limitación se extenderá a los instrumentos de
planeamiento de desarrollo.

9º. El Consejero de Fomento podrá aprobar cuando le
corresponda, o en otro caso autorizar la aprobación, de
las modificaciones e instrumentos citados en los dos
apartados anteriores, cuando concurran circunstancias de
relevante interés social.

b) En los municipios que al entrar en vigor esta Ley
ya hubieran adaptado su planeamiento general a la Ley
de Urbanismo de Castilla y León:

1º. En suelo urbanizable delimitado se aplicará el ré-
gimen del suelo urbanizable.

2º. En suelo urbanizable no delimitado se aplicará
también el régimen del suelo urbanizable, si bien previa
o simultáneamente al Plan Parcial deberá aprobarse una
modificación del planeamiento general que establezca
las determinaciones de ordenación general exigibles para
el suelo urbanizable.

Disposición Transitoria Cuarta.- Vigencia de los instru-
mentos de planeamiento de desarrollo y de gestión urba-
nística.

Los instrumentos de planeamiento de desarrollo vi-
gentes al entrar en vigor esta Ley se ejecutarán confor-
me a lo dispuesto en la Disposición Transitoria Tercera
y a sus propias determinaciones. Los instrumentos de
gestión urbanística en ejecución al entrar en vigor esta
Ley se terminarán de ejecutar conforme a la legislación
anterior.

Disposición Transitoria Quinta.- Vigencia de los Pro-
yectos de Delimitación del Suelo Urbano.

En los municipios con Proyecto de Delimitación del
Suelo Urbano vigente al entrar en vigor esta Ley, el régi-
men urbanístico aplicable hasta que se apruebe un instru-
mento de planeamiento general será el establecido en la
Ley de Urbanismo de Castilla y León, con las modifica-
ciones introducidas por esta Ley y con las siguientes par-
ticularidades:

a) En los terrenos incluidos en la delimitación de sue-
lo urbano se aplicará el régimen establecido en la Ley de
Urbanismo de Castilla y León para el suelo urbano en
municipios sin planeamiento urbanístico.

b) En los terrenos excluidos de la delimitación de
suelo urbano se aplicará el régimen establecido en la Ley
de Urbanismo de Castilla y León para el suelo rústico en
municipios sin planeamiento urbanístico.

c) Las modificaciones de los Proyectos de Delimita-
ción del Suelo Urbano se aprobarán mediante el procedi-
miento establecido para modificar las Normas Urbanísti-
cas Municipales, y las determinaciones que resultan de-
berán ajustarse a lo previsto en la Ley de Urbanismo de
Castilla y León.

Disposición Transitoria Sexta.- Vigencia de las Normas
Provinciales y Planes de Conjunto.

Las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal
con ámbito provincial y los Planes de Conjunto que estén
vigentes al entrar en vigor esta Ley, seguirán estándolo
hasta que se apruebe un instrumento de ordenación del
territorio o de planeamiento general sobre su ámbito de
aplicación y, entre tanto, podrán ser modificados con el
procedimiento previsto en el artículo 55 bis de la Ley de
Urbanismo de Castilla y León.
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Disposición Derogatoria.

Quedan derogados:

a) Los siguientes preceptos de la Ley 5/1999, de 8 de
abril, de Urbanismo de Castilla y León: el artículo 14, el
artículo 26, el artículo 27, el artículo 28, el artículo 29, el
artículo 39, los apartados 3 y 5 del artículo 55, el aparta-
do 4 del artículo 72, los apartados 1.a), 1.b) y 1.c) del ar-
tículo 81, el apartado 3.a) del artículo 94 y los apartados
2 y 3 del artículo 132.

b) La Disposición Transitoria Primera del Decreto
22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Regla-
mento de Urbanismo de Castilla y León.

c) Las determinaciones de los instrumentos de plane-
amiento urbanístico en vigor que:

1º. Impongan cesiones obligatorias y gratuitas de te-
rrenos reservados para espacios libres públicos o equipa-
mientos en suelo urbano consolidado.

2º. Determinen el aprovechamiento de los propieta-
rios aplicando porcentajes sobre el aprovechamiento real,
medio o tipo, diferentes a los señalados en esta Ley.

3º. Establezcan con carácter obligatorio un sistema
de actuación concreto para desarrollar una unidad de
actuación.

d) El supuesto 5º del apartado 1.h) del artículo 4 de la
Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Con-
sultivo de Castilla y León.

Disposición Final Primera.- Desarrollo normativo.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y
aplicación de esta Ley.

Disposición Final Segunda.- Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el Boletín Oficial de Castilla y León, salvo en
lo relativo a los mandatos sobre publicación en páginas
Web que se introducen en los artículos 52, 61, 142 y 144
de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, que entrarán
en vigor transcurrido un año desde la fecha anterior.

En la sede de las Cortes de Castilla y León, a 11 de
septiembre de 2008.

LA SECRETARIA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: María Mercedes Coloma Pesquera

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: José Manuel Fernández Santiago





Impreso en Papel 100% Reciclado y Ecológico Gráficas Lafalpoo SA, Valladolid. Depósito Legal: VA. 564-1984 - ISSN 1134-7864


	S U M A R I O
	I TEXTOS LEGISLATIVOS
	Proyectos de Ley (PL)
	PL 4-VII
	PL 5-VI1
	PL 5-VII



